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Prólogo 



Mucho se ha escrito hasta la fecha respecto de la atávicamente conocida como jura de cuentas de abogados y procuradores. Sin embargo, ninguno de los trabajos, algunos de ellos excelentes, han llegado al nivel de profusión del presente. Estamos, sin lugar a dudas, ante el que será un referente ineludible en la materia. Y no me ciega la amistad que desde hace años me une personalmente al autor de esta encomiable obra, todo lo contrario, no es preciso recordar aquí la nutrida experiencia científica de Pepe Bonet, cuya objetividad está fuera de toda vacilación. Lo asevero sin titubear como operador jurídico que, bien se ha visto forzado esporádicamente a darle uso -menos de lo que los fijados clientes se merecen-, bien ha observado cómo la morosidad se extiende como plaga cada vez más natural que afecta a abogados y procuradores, apoderándose irremediablemente del escenario cliente-profesional.

Ahora bien, por encima de la utilidad práctica de este trabajo, destaca sobremanera su calidad técnica; de ahí parten mis elogios hacia el mismo. Su rigor procesal lo hace del todo irreprensible, a la vez que su exhaustividad marca la diferencia. Mucho se puede decir y se dice de este proceso que el autor denomina por cuenta manifestada, regulado por los arts. 34 y 35 de la LEC a favor de ciertos créditos de procurador y abogado. A lo largo de sus seis capítulos se van desmenuzando los aspectos esenciales de este procedimiento singular, contrastándose con todos los posibles postulados doctrinales para resolver los distintos conflictos que se suscitan. Sin renunciar a dar evidencia de algunos problemas interpretativos y de aplicación que como notas comunes lo acompañan desde sus orígenes, a más de resaltar la introducción de la técnica monitoria en su estructura, no relega tampoco, por mucha vocación práctica que se pretenda, a razonar en toda exposición jurídica ni renuncia a examinar la problemática sobre la naturaleza jurídica que corresponde a este procedimiento en cuanto que suministra su mejor comprensión en procesos, como éste, caracterizados por la técnica monitoria y por su carácter especial.

Desde la motivación y el análisis con otros procesos y con las posturas contrapuestas, dogmáticas y jurisprudenciales, sobre su concreta configuración, se concluye sobre su carácter declarativo y formalmente autónomo aunque con especialidades. Se detallan los inconvenientes -que los hay- de este proceso con aspiración sumarial; las consecuencias de la especialidad en la jurisdicción y la competencia, que se atribuye como si de una norma de competencia funcional se tratara; el control de oficio de aquéllas y la declinatoria; en relación a las partes, se razona sobre el debate en torno a la admisibilidad de la pluralidad subjetiva en este tipo de procesos que se ofrecen como vocación de una pretendida rapidez; las particularidades en el tratamiento procesal de las capacidades, para ser parte y de actuación procesal, de la legitimación y de la postulación, además de las reglas generales en este tipo de procedimientos. Ya, en el ecuador de la obra, se abordan los imperativos y el deber de cumplimiento de los requisitos de la obligación y de su documentación en la línea de exigencia general del monitorio, así como los efectos de la irregularidad en la documentación en relación con el ámbito de control de admisión, y la falta de presupuestos formales. Para, en los tres últimos capítulos, realizar un estudio pormenorizado en relación a la solicitud y pretensión con atención a la posibilidad de adoptar medidas cautelares, las distintas posibilidades y actitudes del deudor ante el requerimiento de pago, el despacho de la ejecución, la inclinación por la no necesaria petición específica de apertura del proceso de ejecución, la oposición del deudor, y todos los aspectos procedimentales además de los motivos de impugnación de éste, para finalmente tratar los supuestos y el carácter de la resolución que resuelve la impugnación. En fin, ningún problema que pueda suscitarse en este tipo de procesos queda en el tintero, la obra es enormemente completa tanto en su tratamiento como en su contenido.

En este trabajo mi amigo Pepe ha sabido extraer lo mejor de su tradición científica en la docencia, con la experiencia que un día tuvo como letrado y su posterior paso por los Tribunales como magistrado suplente, para dar a luz este fenomenal estudio monográfico sobre la jura de cuentas o, como él opta llamarlo, proceso de cuenta manifestada, publicación que engrandece toda su obra y en especial sus trabajos sobre el proceso monitorio y el cambiario, del que es un consumado especialista. Estamos, pues, ante una obra imprescindible en esta materia.

Joaquín Ivars Ruiz

Abogado
Valencia, Septiembre de 2009
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Presentación 



Con la actual regulación no se justifica en modo alguno la conocida expresión «jura de cuentas» o «cuenta jurada». A pesar de lo habitual que se presenta sobre todo en ámbitos judiciales y de las dificultades para aportar otra denominación con semejante aceptación entre los operadores y dotada de expresividad  (1) , ha de dejarse bien patente que se presenta actualmente, entre otras cosas  (2) , como errónea por no justificarse legalmente  (3) . Por tal motivo, salvo en lo inevitable de la cita literal de otros, intentaré evitar su uso y optaré por aludir a una alternativa similar como la que da título a este trabajo de «proceso por cuenta manifestada», alguna equivalente como «procedimiento de manifestación de cuenta» o, sencillamente, «procedimiento de los arts. 34 y 35 LEC» como denominaciones con ninguna tradición pero asépticas, acordes con el derecho positivo y con suficiente expresividad.

Tras la reforma operada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial, tampoco es ni siquiera correcta su consideración como proceso. El conocimiento del proceso queda reservado a la potestad judicial y con la citada reforma se ha producido una desjudicialización de lo que hasta ese momento podía ser considerado un proceso. Resultan, en definitiva, más correctas denominaciones como la de «procedimiento por cuenta manifestada», por «manifestación de cuenta» o, sencillamente, «procedimiento de los arts. 34 y 35 LEC» como denominaciones con ninguna tradición pero asépticas, con expresividad suficiente y, sobre todo, acorde con el derecho positivo.

En cualquier caso, la expresión «manifestación de cuentas» -o «cuenta manifestada»- que se aporta como sustitutivo idóneo frente a los tradicionales calificativos de «jura de cuentas» o «cuenta jurada», tiene la ventaja de no atentar al derecho vigente y, por añadidura, resulta suficientemente expresiva. Cierto es que en el art. 35 LEC centra su objeto en la reclamación de honorarios que consten en minutas, pero también lo es que el mismo precepto en su punto segundo prevé que se requiera al deudor «para que pague dicha suma, con las costas, o impugne la cuenta». En definitiva, no resulta impropio ni confuso, y sí en cambio omnicomprensivo, utilizar la expresión cuenta también para la reclamación del abogado.

La alusión a un «procedimiento» en singular cuando se está refiriendo a dos reclamaciones con cierta autonomía en cuanto a su objeto y legitimación, se presenta también con ciertas dudas. Sin embargo, salvo las particularidades derivadas del hecho de la distinta legitimación activa, de la que deriva alguna particularidad y matiz en cuanto al régimen jurídico material de la obligación crediticia y a la documentación que ha de aportarse, así como a la eventual posibilidad de impugnación de los honorarios también por excesivos, en sustancia se regula un procedimiento que puede ser considerado como único o común  (4) .

Podían haber sido añadidos a la genérica referencia «procedimiento» los calificativos de monitorio y especial. Sin embargo, aunque he incluido argumentos suficientes para que pudiera ser considerado como un proceso monitorio, con la citada reforma operada por la Ley 13/2009 no puede afirmarse que nos encontremos ante un verdadero proceso, no obstante utilizarse la técnica monitoria aunque sea con importantes especialidades, primero en atención a la instrumentación de una oposición muy particular y sumaria, y actualmente con la desjudicialización de esta cuestión. Todo ello impone no incluir otras descripciones en la propuesta que hago para su denominación habitual, fundamentalmente por razones de facilitar su uso lingüístico y su eventual asunción, por menos incorrecta y suficientemente precisa, entre los operadores jurídicos.

De otro lado, a pesar de que guarda importantes similitudes y evidentes afinidades con otros procedimientos, como los de reclamación de indemnización por testigos (art. 375 LEC) y sobre todo los llamados de «habilitación de fondos» a favor del procurador (art. 29 LEC), y sin evitar alguna visión panorámica o referencia tangencial a los mismos, he centrado el estudio en los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC por regular un procedimiento básicamente único, aunque sea con alguna particularidad, que podría conocerse como de «cuenta manifestada» o «manifestación de cuenta».

Por «exigencias» editoriales, sin abandonar firmes postulados dogmáticos, se ha pretendido incidir en la dimensión práctica, en realidad sólo haciéndola más evidente si cabe. Esto no ha de significar, como tampoco justificar, déficits de calidad ni excusa alguna para orillar determinadas cuestiones complejas. Al contrario, se pretende ofrecer respuestas a los problemas más o menos cotidianos que se plantean, asentadas en sólidos pilares dogmáticos y contando con los pronunciamientos jurisprudenciales más importantes, aunque éstos no siempre se pronuncian uniformemente ni en sentido que necesariamente debamos compartir. En cualquier caso, en el texto se transcriben, debidamente resaltados, numerosos pronunciamientos jurisprudenciales, como mínimo los más relevantes.






	 (1) 

	Así lo mantiene FERNÁNDEZ-BALLESTEROS LÓPEZ, M. A., La ejecución forzosa y las medidas cautelares. El proceso ordinario de ejecución: el nuevo juicio ejecutivo; los demás procesos de ejecución especiales y las medidas cautelares, Iurgium, Madrid, 2001, pág. 669, quien considera que «la expresión se encuentra lo suficientemente arraigada y es lo suficientemente expresiva como para seguir utilizándola». En el mismo sentido, CEDEÑO HERNÁN, M., Retribución de Abogados y Procuradores: la llamada «Jura de Cuentas», Aranzadi, Elcano, 2002, pág. 33, la acepta por su «expresividad y arraigo». También ILLESCAS RUS, A. V., «La cuenta y la minuta jurada. Tutela sumaria de los créditos de Procuradores y Abogados», en Sepín LEC Forum. Ley de Enjuiciamiento Civil, núm. 36, diciembre 2003, pág. 27.
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	GARBERÍ LLOBREGAT, J., «Representación y defensa de las partes», en Los procesos civiles, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con TORRES, DURO y CASERO), Bosch, Barcelona, 2001, pág. 453, califica la exigencia como «anacronismo» y afirma que «ni antes ni ahora, significa nada más allá de una genérica (e inútil) apelación a la honorabilidad del interviniente». Como indica ILLESCAS RUS, A. V., «La cuenta y la minuta jurada. Tutela sumaria de los créditos de Procuradores y Abogados», cit., pág. 40, nota 29, «en un estado aconfesional la sanción religiosa debe considerarse inexistente, la contravención del juramento o de la promesa dados en juicio no son por sí misma, en nuestro derecho, objeto de sanción penal. Y la sanción moral también es discutible, pues sobre depender de la escala de valores subjetiva y privada de cada sujeto es, por principio, jurídicamente indiferente».
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	 (3) 

	DE LA OLIVA SANTOS, A., Derecho Procesal Civil. El procedo de declaración (con DÍEZ-PICAZO), 3.ª ed., ECERA, Madrid, 2004, pág. 178, afirma que se trata de una denominación que se debe abandonar, porque ya no se jura, sino que se manifiesta. En el mismo sentido, JUAN SÁNCHEZ, R., «Cuenta», en Abogado y Procurador en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Doctrina y jurisprudencia (con BONET, IVARS y LLANOS), Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2003, págs. 94. También MÉNDEZ LÓPEZ, I., «Algunas reflexiones sobre la reclamación de créditos procesales», en Diario La Ley, núm. 6719, 23 de mayo de 2007, ref. D-123. La Ley 1827/2007, aunque reconoce que no haya decaído el empleo de la expresión «jura de cuentas» en la práctica forense.
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	 (4) 

	Comparto con FERNÁNDEZ-BALLESTEROS LÓPEZ, M. A., La ejecución forzosa y las medidas cautelares. El proceso ordinario de ejecución: el nuevo juicio ejecutivo; los demás procesos de ejecución especiales y las medidas cautelares, cit., pág. 670, que «el procedimiento de cuenta y minuta juradas es siempre sustancialmente el mismo». REVERÓN PALENZUELA, B. y LÓPEZ-FRAGOSO ÁLVAREZ, T., «Representación y defensa», en Proceso Civil Práctico, I (Dir.: GIMENO), La Ley, Madrid, 2001, págs. 4-139, afirman que la regulación «es prácticamente la misma». Para LLANOS PITARCH, J. M.ª, «Honorarios de abogado», en Abogado y Procurador en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Doctrina y jurisprudencia (con BONET, IVARS y JUAN), Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2003, pág. 138, «el procedimiento a seguir una vez presentada la reclamación, ya sea por el abogado, o ya por el procurador, es precisamente el mismo, siendo también equivalente su propio tenor literal, salvo la referencia al "poderdante" en el caso de la cuenta del procurador, y al "deudor" en el caso de los honorarios de letrado». También MARTÍN CONTRERAS, L., La tasación de costas y la liquidación de intereses y sus impugnaciones en los órdenes jurisdiccionales civil, penal, contencioso-administrativo y social (Legislación, doctrina, jurisprudencia y casos prácticos), Comares, Granada, 5.ª ed., 2005, pág. 335, indica que la LEC «no sólo une en la tramitación los dos procedimientos, sino que, además los asemeja hasta convertirlos casi en idénticos».
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Aspectos generales y encuadre sistemático del proceso por cuenta manifestada regulado en los arts. 34 y 35 LEC 



Según el Proyecto de Código de ética profesional de la abogacía iberoamericana, aprobado en Mar del Plata (Argentina) el 24 de noviembre de 1984 (1) , el abogado:

«... debe evitar los apremios y toda controversia con el cliente a cuenta de honorarios, hasta donde sea compatible con su dignidad y con su derecho a recibir la justa retribución. Sólo debe recurrir a la demanda contra su cliente para impedir la injusticia, la injustificada demora y el fraude y en tal caso se aconseja al abogado se haga representar o patrocinar por un colega.»


Y es que la reclamación judicial del procurador y, sobre todo, del abogado frente a su cliente suele traer aparejada una valoración inicial peyorativa (2) , en cuanto desmerece en cierto modo el carácter «honorario» de la remuneración (3) . Es así principalmente porque, al menos en su apariencia externa, se percibe como reflejo de una actuación profesional que no ha sido satisfactoria para el poderdante o defendido.

Ciertamente no siempre ha de ser así. Aunque sea poco habitual en la práctica, podría ocurrir que el poderdante o defendido no quisiera o, quizás más factible, no pudiera afrontar los pagos por falta de liquidez. Incluso no faltan ocasiones en las que el abogado ha reclamado a su cliente para obtener preferencias en los embargos frente a una expectativa de éxito de la pretensión condenatoria de la contraparte y la eventual insolvencia del representado o defendido que podría derivar (4) .

Lo bien cierto es que los litigios para la reclamación de los derechos, gastos y suplidos por el procurador y de los llamados «honorarios» por el abogado han sido una realidad cada vez más habitual en nuestros órganos jurisdiccionales, no en vano se disciplina tradicionalmente en la ley procesal una vía procesal con pretendidas ventajas específicas para el acreedor.

En la actualidad, los arts. 34 y 35 LEC regulan este procedimiento de aplicación en todos los órdenes jurisdiccionales, íntimamente relacionado con cuestiones como la procedencia y exacta determinación de las remuneraciones que corresponden a estos profesionales así como, de forma indirecta u ocasional, con el eventual derecho de asistencia jurídica gratuita que pueda corresponder al representado o defendido en el proceso que origina el crédito; y de forma autónoma, con el carácter facultativo o preceptivo de su intervención.

Con independencia de la necesidad o no de integración de la postulación, y sin perjuicio de la eventual condena en costas que haya favorecido al «poderdante» o defendido, lo bien cierto es que, habiéndose generado el crédito a favor del profesional fruto de su intervención en el contexto de un proceso, el procurador y abogado tendrán legitimación activa para instar en un juzgado, aunque sea con competencia del secretario y no del juez, la reclamación del crédito cuando se haya producido el impago.

I.  PROCEDENCIA DE LA REMUNERACIÓN

No es ahora el momento ni la sede adecuada para estudiar con profundidad la procedencia ni la determinación cuantitativa exacta de las remuneraciones que merecen los profesionales que actúan en representación y defensa de las partes en el proceso. Entre otras cosas, requeriría una atención particularizada de múltiples situaciones concretas que excedería con mucho los objetivos de la presente obra. Me limitaré solamente a ofrecer una aproximación a la regulación en la que se establece el deber de remuneración de estos profesionales, tanto por tratarse de un presupuesto necesario para la procedencia del procedimiento que vamos a estudiar, como por condicionar el éxito de eventuales pretensiones impugnatorias formuladas en el mismo (5) .

1.  Derechos por la intervención del procurador y suplidos

Nuestra ley procesal remite a las normas civiles las relaciones entre el poderdante y el procurador. La Ley Orgánica del Poder Judicial caracteriza a los procuradores como sujetos cooperantes y auxiliadores de la administración de justicia, y les atribuye con exclusividad la representación en todo tipo de procesos, salvo cuando la ley autorice otra cosa (art. 438 LOPJ).

Según el art. 27 LEC, «a falta de disposición expresa sobre las relaciones entre el poderdante y el procurador, regirán las normas establecidas para el contrato de mandato en la legislación civil aplicable». Se remite así al art. 1709 CC, según el cual «por el contrato de mandato se obliga una persona a prestar algún servicio o hacer alguna cosa, por cuenta o encargo de otra», y al art. 1711 CC, por el que «a falta de pacto en contrario, el mandato se supone gratuito. Esto no obstante, si el mandatario tiene por ocupación el desempeño de servicios de la especie a que se refiera el mandato, se presume la obligación de retribuirlo». Supuesto este último que es el que nos ocupa, puesto que el procurador es buen ejemplo de mandatario con ocupación en el desempeño de servicios de la especie a que se refiere el mandato en los términos del citado precepto.

De otro lado, también nuestra ley procesal regula entre los deberes del procurador el de «pagar todos los gastos que se causaren a su instancia, excepto los honorarios de los abogados y los correspondientes a los peritos, salvo que el poderdante le haya entregado los fondos necesarios para su abono» (art. 26.2.7.º LEC).

A su vez, conforme al art. 29 LEC, «1. El poderdante está obligado a proveer de fondos al procurador, conforme a lo establecido por la legislación civil aplicable para el contrato de mandato. 2. Si, después de iniciado un proceso, el poderdante no habilitare a su procurador con los fondos necesarios para continuarlo, podrá éste pedir que sea aquél apremiado a verificarlo. Esta pretensión se deducirá en el Tribunal que conozca del asunto. Deducida dicha pretensión, por el Secretario Judicial se dará traslado al poderdante por el plazo de diez días y el Secretario Judicial resolverá mediante decreto lo que proceda, fijando en su caso, la cantidad que estime necesaria y el plazo en que haya de entregarse, bajo apercibimiento de apremio».

Por su parte, igualmente las normas sustantivas hacen previsión sobre la provisión de fondos y sobre los suplidos que realice el procurador. Conforme al art. 1728 CC, «el mandante debe anticipar al mandatario, si éste lo pide, las cantidades necesarias para la ejecución del mandato. Si el mandatario las hubiera anticipado, debe reembolsarlas el mandante, aunque el negocio no haya salido bien, con tal que esté exento de culpa el mandatario. El reembolso comprenderá los intereses de la cantidad anticipada, a contar desde el día en que se hizo la anticipación».

El art. 242.4 LEC prevé que se regularán con sujeción a los aranceles los derechos que correspondan, entre otros, a los procuradores y profesionales que a ellos estén sujetos. Y en el mismo sentido, el RD 128/2002, de 5 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto General de los Procuradores de los Tribunales de España, contempla en su art. 34.1 (modificado por RD 1373/2003) que «los procuradores en su ejercicio profesional percibirán los derechos que fijen las disposiciones arancelarias vigentes». Incluso prevé a continuación que las correspondientes juntas de gobierno podrán exigir a sus colegiados que acrediten el cumplimiento de lo anterior, incluso con exhibición de las facturas de suplidos y derechos y su reflejo contable.

Lo bien cierto es que en el art. 40 b) y c) del mismo RD 128/2002 queda fijado con rotunda claridad que los procuradores tienen derecho: «b) A la remuneración justa y adecuada de sus servicios profesionales con arreglo al arancel, que será respetada en relación con sus herederos en caso de fallecimiento. En ningún caso se admitirá la fijación del pago que resulte incompatible con las normas arancelarias. c) A los devengos que procedan por las actuaciones de carácter extrajudicial, todo ello conforme a las reglas del mandato». Arancel aprobado por el RD 1373/2003, de 7 de noviembre (BOE de 20 de noviembre, núm. 278).

2.  Honorarios a favor del abogado

La justa y debida remuneración del abogado se denomina tradicionalmente como «honorarios». No es así fruto de la casualidad o el capricho lingüístico, sino que se debe a que en sus orígenes la actividad del abogado se compensaba básicamente con prestigio social (6) . Denominación que merecidamente ha de mantenerse en la actualidad (7) .

Del mismo modo a lo que ocurre con los procuradores, la LOPJ (arts. 436 a 442) caracteriza a los abogados como sujetos cooperantes y auxiliadores de la administración de justicia, hasta el punto que establece como «obligación de los poderes públicos garantizar la defensa y la asistencia de abogado, en los términos establecidos en la Constitución y en las leyes» (art. 441 LOPJ).

La asistencia del abogado se valora con tanta trascendencia en orden al derecho de defensa que se configura como presupuesto procesal. Así, el art. 31 LEC, sin perjuicio de las excepciones previstas, establece como regla general que «los litigantes serán dirigidos por abogados habilitados para ejercer su profesión en el Tribunal que conozca del asunto. No podrá proveerse a ninguna solicitud que no lleve la firma de abogado». Asimismo, tanto para los derechos del procurador como para los honorarios de los abogados, el art. 241 LEC señala que «salvo lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cada parte pagará los gastos y costas del proceso causados a su instancia a medida que se vayan produciendo. Se considerarán gastos del proceso aquellos desembolsos que tengan su origen directo e inmediato en la existencia de dicho proceso, y costas la parte de aquellos que se refieran al pago de los siguientes conceptos: 1.º Honorarios de la defensa y de la representación técnica cuando sean preceptivas...».

A diferencia del procurador, los abogados fijarán sus honorarios «con sujeción, en su caso, a las normas reguladoras de su estatuto profesional» (art. 242.5 LEC) (8) . Y el Estatuto General de la Abogacía Española (RD 1090/1982, de 24 de julio) regula los principales aspectos concernientes a los honorarios de los abogados.

En caso de sustitución y tras la correspondiente venia, «el letrado sustituido tendrá derecho a reclamar los honorarios que correspondan a su intervención profesional y el sustituto tendrá el deber de colaborar diligentemente en la gestión de su pago» (art. 26 in fine EGAE). Con todo, el precepto fundamental es el art. 44 EGAE, que prevé la compensación económica por el ejercicio de la abogacía y la prohibición de la cuota litis (9) :


«1. El abogado tiene derecho a una compensación económica adecuada por los servicios prestados, así como al reintegro de los gastos que se le hayan causado. La cuantía de los honorarios será libremente convenida entre el cliente y el abogado, con respeto a las normas deontológicas y sobre competencia desleal. A falta de pacto expreso en contrario, para la fijación de los honorarios se podrán tener en cuenta, como referencia, los baremos orientadores del Colegio en cuyo ámbito actúe, aplicados conforme a las reglas, usos y costumbres del mismo, normas que, en todo caso, tendrán carácter supletorio de lo convenido y que se aplicarán en los casos de condena en costas a la parte contraria.

2. Dicha compensación económica podrá asumir la forma de retribución fija, periódica o por horas. Respecto a las costas recobradas de terceros se estará a lo que libremente acuerden las partes, que a falta de pacto expreso habrán de ser satisfechas efectivamente al abogado.

3. Se prohíbe en todo caso la cuota litis en sentido estricto, entendiéndose por tal el acuerdo entre el abogado y su cliente, previo a la terminación del asunto, en virtud del cual éste se compromete a pagarle únicamente un porcentaje del resultado del asunto, independientemente de que consista en una suma de dinero o cualquier otro beneficio, bien o valor que consiga el cliente por ese asunto.

4. La Junta de Gobierno del Colegio podrá adoptar medidas disciplinarias contra los letrados que habitual y temerariamente impugnen las minutas de sus compañeros, así como contra los letrados cuyos honorarios sean declarados reiteradamente excesivos o indebidos.»



Los siguientes preceptos del mismo EGAE contienen previsiones en relación con la asistencia jurídica gratuita. En tal caso, la regla general es que «la Administración pública abonará la remuneración de los servicios que se presten (...) y podrá efectuar el seguimiento y control periódico del funcionamiento del servicio y de la aplicación de los fondos públicos a él destinados, en la forma legalmente establecida» (art. 46 EGAE). Con especial incidencia en el orden jurisdiccional penal, «sin perjuicio del abono de honorarios por el cliente si no le fuere reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita» (art. 45.2 EGAE).

La relación entre el abogado y su cliente es, por regla general, la de arrendamiento de servicios. Señala la SAP Granada, Sección 3.ª, de 28 de noviembre de 2008, Ponente: Requena Paredes, José. LA LEY 239663/2008 (10) , que:

«... lejos de lo que aprecia la sentencia recurrida, se está ante una relación de servicios profesionales de abogado por encargo previo de la madre e hijo demandado, que sin fecha precisa y aún situándose en los primeros días de julio de 2005, tal como defienden éstos, se incardina dentro de la relación jurídica propia de la realización de unos servicios del art. 1544 del CC y no propiamente del contrato de obra y al que con cita en los arts. 1588 a 1603 del CC residualmente, la STS de 30 de julio de 2007, dada la pobrísima regulación de los arts. 1583 y 1587, remite en su regulación junto a lo reglamentariamente establecido en el Estatuto General de la Abogacía que, a los efectos que aquí interesan, señala en su art. 42 entre los deberes del abogado con el cliente el cumplimiento de su misión en la defensa que le sea encomendada con el máximo celo y diligencia y guardando el secreto profesional.»


Ahora bien, en ocasiones puede actuar en concepto de mandato por sustitución. Como indica el AAP Las Palmas, Sección 3.ª, de 27 de febrero de 2008, Ponente: Morales Mirat, Francisco Javier José. LA LEY 65750/2008 (11) :

«Basa la impugnación por indebida de la jura de cuentas presentada en el hecho de la inexistencia de arrendamiento de servicio entre el Letrado y el requerido manifestándose por el impugnante que su relación era con el Letrado al que la providencia de personación en esta Sala se refería como tal. El motivo no puede prosperar dado que en el presente proceso se reclaman los honorarios devengados por la actuación en el recurso planteado en esta Sala en donde la actuación del abogado reclamante aparece acreditada ya que él fue el que firmó el recurso de apelación que motivó la actuación de esta Sala, lo que implicaría que aun en el caso de que no estuviéramos ante un arrendamiento de servicios, sí lo estaríamos ante un mandato por sustitución, no existiendo razón para que el sustituto pueda reclamar al mandante máxime cuando éste no ha probado el pago del trabajo encomendado ni que el sustituto se haya excedido en el mismo.»


Y en la misma línea, el AAP Las Palmas, Sección 5.ª, de 16 de octubre de 2006, Ponente: Herrera Puentes, Pedro Joaquín. LA LEY 152834/2006, afirma que:

«Cierto es que el contrato de prestación de servicios que aporta la parte impugnante fue suscrito con otro letrado, pero también lo es que resulta obvia la vinculación del letrado instante con la citada parte, no sólo por pertenecer al mismo despacho profesional que el anterior, sino por actuaciones concretas que desempeñó en defensa de los intereses de la parte contra la que reclama sus honorarios, siendo una de ellas la desarrollada en el rollo de apelación del que trae causa la cuenta de honorarios que nos ocupa. Por otro lado, no se ha de perder de vista que, junto al letrado ahora actuante, en el citado rollo de apelación interviene otro profesional que se corresponde con la procuradora habilitada al efecto por el cliente y es a ésta a quien incumbe, en virtud del apoderamiento concedido, el deber de tener al poderdante siempre al corriente del curso del asunto que se le ha confiado (ver, entre otros, el art. 26 apartado 2.3.º LEC).»


II.  LA REGULACIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA LA RECLAMACIÓN DE HONORARIOS, DERECHOS Y SUPLIDOS EN LOS ARTS. 34 Y 35 LEC

En sus orígenes remotos, el incumplimiento de la remuneratio a favor del abogado encontraba su sanción en la tutela social (pérdida de la amistad y de ese modo de los mutuos beneficios). Más tarde, cuando se llega a reconocer la remuneración por los servicios forenses, se les otorga una «acción» para exigir su cumplimiento a través de la cognitio extra ordinem (12) .

Al margen de la conveniencia más o menos dudosa para mantenerlo en la actualidad, lo bien cierto es que nuestro ordenamiento procesal cuenta tradicionalmente con un procedimiento especial para esta materia. En sus inicios con lo que MANRESA denominó como «práctica antigua» (13) , luego regulado por los arts. 191, 192, 219 y 220 de las Ordenanzas para todas las Audiencias de la Península e Islas adyacentes aprobadas por Real Orden de 19 de diciembre de 1835. Normas que, con alguna vicisitud (14) , a través de los arts. 7, 8 y 12 LEC 1881 (15) , son precedente de los actuales arts. 29, 34 y 35 LEC (16) .

Quizá lo más significativo que puede extraerse al repasar los antecedentes históricos es comprobar cómo la mayor parte de los defectos, incluida su deficiente ubicación sistemática (17) , y algunos de los problemas interpretativos y de aplicación, son notas comunes que nos acompañan desde sus orígenes (18) . A pesar de las importantes advertencias que ha recibido, especialmente a través de la STC 110/1993 cuando afirmó rotundamente que «por su parquedad merecería del legislador un mayor desarrollo procedimental para evitar las dudas», lo bien cierto es que la regulación actual ha quedado lastrada por la tradición, manteniendo incomprensiblemente carencias y evitables imperfecciones en la regulación, manteniendo buena parte de la problemática tradicional cuando no planteando nuevas incógnitas (19) . Y su última reforma, operada por la Ley 13/2009, no da respuesta a ninguno de los problemas aplicativos, sino que simplemente atribuye la competencia para su resolución al secretario judicial, produciéndose una desjudicialización del trámite que, como luego se dirá, introduce serios inconvenientes en cuanto a la verdadera utilidad de estos trámites.

Lo bien cierto es que, incluida la atribución de su conocimiento a los secretarios judiciales, la vigente LEC toma la decisión de mantener este procedimiento especial, con algunas modificaciones que van desde leves mejoras en su redacción (como sustituir la expresión «negocio» por «asunto») hasta la introducción de la técnica monitoria en su estructura (20) , si bien con un carácter especial derivado primero de la marcada tendencia a obtener una rápida y en principio firme determinación de la cantidad debida y actualmente también por su atribución competencial al secretario judicial.

En la Exposición de Motivos de la LEC no se hace referencia directa alguna a este procedimiento. El punto VII, párrafo 9, se limita a afirmar sobre la postulación que:

«La obligada representación mediante procurador y la imperativa asistencia de abogado se configuran en esta Ley sin variación sustancial respecto de las disposiciones anteriores. La experiencia, avalada por unánimes informes en este punto, garantiza el acierto de esta decisión. Sin embargo, la presente Ley no deja de responder a exigencias de racionalización: se elimina el requisito del bastanteo de los poderes, desde hace tiempo desprovisto de sentido y se unifica del todo el ámbito material en el que la representación por procurador y la asistencia de abogado son necesarias. Las responsabilidades de procuraduría y abogacía se acentúan en el nuevo sistema procesal, de modo que se subraya la justificación de sus respectivas funciones.»


Pero lo bien cierto es que, aunque sean importantes las carencias e imperfecciones que en este trabajo serán puestas de manifiesto, los arts. 34 y 35 LEC regulan el que podría ser llamado con cierto fundamento como «proceso por cuenta manifestada». Para los procuradores y por remisión del posterior precepto también para abogados, según el art. 34 LEC:


«1. Cuando un procurador tenga que exigir de su poderdante moroso las cantidades que éste le adeude por los derechos y gastos que hubiere suplido para el asunto, podrá presentar ante el Secretario judicial del lugar en que éste radicare cuenta detallada y justificada, manifestando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame. Igual derecho que los procuradores tendrán sus herederos respecto a los créditos de esta naturaleza que aquéllos les dejaren.

2. Presentada la cuenta, el Secretario judicial requerirá al poderdante para que pague dicha suma, con las costas, o impugne la cuenta, en el plazo de diez días, bajo apercibimiento de apremio si no pagare ni formulare impugnación.

Si, dentro de dicho plazo, se opusiere el poderdante, el Secretario judicial examinará la cuenta y las actuaciones procesales, así como la documentación aportada y dictará, en el plazo de diez días, decreto determinando la cantidad que haya de satisfacerse al procurador, bajo apercibimiento de apremio si el pago no se efectuase dentro de los cinco días siguientes a la notificación.

El decreto a que se refiere el párrafo anterior no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior.

3. Si el poderdante no formulare oposición dentro del plazo establecido, se despachará ejecución por la cantidad a que ascienda la cuenta, más las costas.»



Para la reclamación litigiosa de determinados créditos a favor del abogado, el art. 35 LEC dispone que:


«1. Los abogados podrán reclamar frente a la parte a la que defiendan el pago de los honorarios que hubieren devengado en el asunto, presentando minuta detallada y manifestando formalmente que esos honorarios les son debidos y no han sido satisfechos.

2. Presentada esta reclamación, el Secretario judicial requerirá al deudor para que pague dicha suma, con las costas, o impugne la cuenta, en el plazo de diez días, bajo apercibimiento de apremio si no pagare ni formulare impugnación.

Si, dentro del citado plazo, los honorarios se impugnaren por indebidos, se estará a lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del apartado 2 del artículo anterior.

Si se impugnaran los honorarios por excesivos, se procederá previamente a su regulación conforme a lo previsto en los artículos 241 y siguientes, salvo que el abogado acredite la existencia de presupuesto previo en escrito aceptado por el impugnante, y se dictará decreto fijando la cantidad debida, bajo apercibimiento de apremio si no se pagase dentro de los cinco días siguientes a la notificación.

Dicho decreto no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior

3. Si el deudor de los honorarios no formulare oposición dentro del plazo establecido, se despachará ejecución por la cantidad a que ascienda la minuta, más las costas.»



1.  Antecedentes inmediatos: la regulación en los arts. 8 y 12 LEC 1881

Como adelantaba, los antecedentes inmediatos de los vigentes arts. 34 y 35 LEC son los correlativos arts. 8 y 12 LEC 1881. Disponía el art. 8 LEC 1881 lo siguiente:


«Cuando un Procurador tenga que exigir de su poderdante moroso las cantidades que éste le adeude por sus derechos y por los gastos que le hubiere suplido para el pleito, presentará ante el Juzgado o Tribunal en que radicare el negocio cuenta detallada y justificada; y jurando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame, mandará la Sala o el Juez que se requiera al poderdante para que las pague, con las costas, dentro de un plazo, que no excederá de diez días, bajo apercibimiento de apremio.

Igual derecho que los procuradores tendrán sus herederos respecto de los créditos de esta naturaleza que aquéllos les dejaren.

Verificado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier agravio, y si resultare haberse excedido el Procurador en su cuenta, devolverá el duplo del exceso con las costas que se causen hasta el completo resarcimiento.»



Por su parte, más escuetamente, el art. 12 LEC disponía igualmente que:


«Los abogados podrán reclamar del Procurador y, si éste no interviniera, de la parte a quien defiendan, el pago de los honorarios que hubieren devengado en el pleito, presentando minuta detallada y jurando que no le han sido satisfechos.

Deducida en tiempo esta pretensión, el Juez o Tribunal accederá a ella en la forma prevenida en el art. 8; pero si el apremiado impugnare los honorarios por excesivos, se procederá previamente a su regulación, conforme a lo que se dispone en los arts. 427 y siguientes.»



No es momento oportuno de entrar a analizar esta regulación, a la que solamente me referiré cuando por ser coincidente (luego se comparará con la regulación actual) pueda resultar útil para el estudio del derecho vigente. Me limitaré a poner de manifiesto que dicha resolución planteó importantes dudas (21) , sobre todo por parte de la doctrina en cuanto de su texto parecía derivar el llamado principio solve et repete que implicaba excluir cualquier posibilidad de oposición («verificado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier agravio...», disponía). Paradigma y síntesis de las críticas a esta regulación son las palabras de PRIETO CASTRO (22) , cuando afirmaba que «la aplicación estricta del principio solve et repete equivale poco menos que a una condena definitiva». Lo bien cierto es que tal carencia de posibilidad de oposición, unida al hecho de que se otorgaba un procedimiento considerado como «privilegiado» a favor de unos determinados profesionales, generó grandes dudas, especialmente relevantes a partir de la Constitución de 1978.

El Tribunal Constitucional, por último, tuvo que pronunciarse sobre esta regulación. Y lo hizo con la STC 110/1993, que tantas veces ha sido recogida por la jurisprudencia y va a ser citada y transcrita en el presente trabajo (a cuyas citas me remito para mayores profundidades sobre la misma). Doctrina constitucional que, al margen de las críticas que más o menos merecidamente recibió (23) , tuvo como mayor virtualidad despejar las dudas de constitucionalidad que se venían manteniendo sobre el proceso de jura de cuentas regulado en los arts. 8 y 12 LEC 1881 y, sobre todo, dejó bien claro que a pesar de que, según el citado art. 8 LEC 1881, solamente se contemplara como vía de oposición que «verificado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier agravio» o, a lo sumo, en el art. 12 de la misma LEC 1881, «si el apremiado impugnare los honorarios por excesivos, se procederá previamente a su regulación», así y todo deberá el órgano jurisdiccional controlar los presupuestos de admisibilidad y, a su vez, podrá el deudor introducir motivos de oposición tanto de carácter procesal como de fondo. En fin, mucho se ha hablado de la citada STC 110/1993 y se ha comentado sobre la misma, pero lo más relevante es, en mi opinión, que vino a resolver una controversia entre dos concepciones, la de PRIETO CASTRO (24)  frente a la de GUASP DELGADO (25)  o, en otros términos, la del solve et repete sin mayores condicionantes, a favor de la que se denominó (26) solve aut repete. En fin, cargado de razón, PRIETO CASTRO (27)  afirmó que es «la única posibilidad de hacer que la desnuda regulación legal se matice de detalles y diferenciaciones que, por lo demás, encuentran, como veremos, puntos de apoyo muy convincentes en la misma ley procesal, con cuyo auxilio el procedimiento se perfile y reciba un contorno de mayor autoridad y justicia, igualmente en su tratamiento analógico con el procedimiento monitorio». Y esta concepción, el componente de justicia que incluía, es la que llevó primero al Tribunal Constitucional a imponer el necesario control judicial y de la parte de los presupuestos de la jura de cuentas y, posteriormente, para que la vigente LEC, inicialmente en sus arts. 34 y 35, introdujera el que fuera proceso por cuenta manifestada que, como luego se argumentará extensamente, actualmente no es más que un procedimiento -no un proceso- monitorio muy especial. Procedimiento en el que se reconoce -y con menor que mayor fortuna y rigor se regula- la posibilidad de formular oposición, manteniendo su carácter sumario pero sin establecer límites -porque no es imprescindible para ello- a las posibilidades materiales de oposición.

El problema se generó, en mi opinión, al no comprenderse bien esta evolución legislativa, posiblemente porque supone restar facilidades resolutorias al juzgador. Con el sistema LEC 1881, incluso tras la STC 110/1993, la resolución de las juras de cuentas resultaba bien sencilla: tras una simple comprobación de los requisitos formales o extrínsecos (si la cuenta o la minuta no son detalladas, si no se presenta justificada cuando corresponda o si no se refiere a gastos y actuaciones con constancia en el pleito), a lo sumo, y por así haberlo dicho expresamente en la citada STC, se entraba a conocer de cuestiones de relativamente sencilla resolución como la prescripción por el transcurso del plazo trienal o el pago. La regla era, desde el derecho positivo, bien clara: solve et repete, si bien atemperada por la doctrina del Tribunal Constitucional que, en una resolución interpretativa, introducía la posibilidad de oposición. Con la idea de un proceso sumario en el que se podrá conocer en ulterior proceso plenario, todo esto tenía como resultado que los motivos a los que el Tribunal Constitucional se refería como mínimos de constitucionalidad se tomaran como máximos de admisibilidad (28) .

Más adelante (capítulo VI, punto I, 6), con el título «Limitaciones materiales en lo jurisprudencial pero no en lo legal», volveré a referirme a cómo la jurisprudencia ha instrumentalizado la doctrina del Tribunal Constitucional para encontrar límites en la admisibilidad de motivos de oposición donde la ley no los contempla, entre otras cosas «menores» como calificar su naturaleza jurídica. Basta por el momento con el ejemplo significativo de la STS, Sala 4.ª, de 3 de noviembre de 2004, Ponente: García Sánchez, Juan Francisco. LA LEY 10996/2005, cuando afirma que:

«... la normativa en la materia (arts. 34 y 35) no difiere sustancialmente de la que se contenía en los arts. 8 y 12 de la Ley de 1881; únicamente, la actual resulta más elaborada y explícita que la precedente, al haber acogido la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional, entre otras, en su sentencia número 110 de 25 de marzo de 1993.»


Con todo, el proceso de los arts. 34 y 35 una vez destituido, por mor de la Ley 13/2009, de su condición de verdadero proceso, y reducida su condición a la de mero procedimiento de carácter administrativo -aunque sea con la virtualidad de constituir un título de ejecución competencia, ahora sí, de un juez, el tema del ámbito de oposición por el deudor-, de algún modo pierde cierta relevancia. Al margen de que no hay motivos para limitar este ámbito más que en lo que expresamente se prevé -limitación en la prueba admisible, reducida solamente a la documental, y no en los motivos de oposición-, el verdadero litigio empezará cuando, en su caso, tras la determinación cuantitativa de lo debido y su eventual ejecución, se formule demanda judicial en la vía ordinaria para conocer plenariamente sobre las cuestiones que redunden en el alcance y procedencia de los créditos a favor del procurador y abogado frente a sus clientes. Que el secretario admita mayores o menores posibilidades de discusión en la impugnación en nada debería afectar, salvo que realmente se invadan competencias que corresponden al poder judicial, a las posibilidades litigiosas que se tendrán en el momento oportuno.

2.  Similitudes y diferencias procedimentales entre la regulación vigente y sus inmediatos antecedentes

Los arts. 8 y 12 LEC 1881, por una parte, y los arts. 34 y 35 LEC por otra, guardan aparentemente importantes similitudes. Basta comparar los párrafos primero de los arts. 8 LEC 1881 y 34 LEC para comprender que es así:


	
Art. 8 LEC 1881:

«Cuando un Procurador tenga que exigir de su poderdante moroso las cantidades que éste le adeude por sus derechos y por los gastos que le hubiere suplido para el pleito, presentará ante el Juzgado o Tribunal en que radicare el negocio cuenta detallada y justificada…»


	
Art. 34 LEC:

«Cuando un procurador tenga que exigir de su poderdante moroso las cantidades que éste le adeude por los derechos y gastos que hubiere suplido para el asunto, podrá presentar ante el Secretario judicial del lugar en que éste radicare cuenta detallada y justificada…»





Al margen de la desjudicialización operada por la repetida Ley 13/2009, por la que se atribuye al secretario judicial el conocimiento de esta cuestión, la redacción es prácticamente la misma. Aparte de alguna cuestión de estilo, se sustituyen las expresiones «pleito» y «negocio», por «asunto». Y todavía más coincidentes se muestran ambos textos legales cuando idénticamente dicen al unísono que:

«Igual derecho que los procuradores tendrán sus herederos respecto a los créditos de esta naturaleza que aquéllos les dejaren.»


Sin embargo, esta primera impresión no debe hacernos perder de vista que, al contrario de las meras apariencias, se establecen dos regímenes bien diferenciados. Al margen de algunas coincidencias en su regulación (como la insistente referencia al poderdante como legitimado pasivo) o de algunos puntos en los que los cambios son de mero matiz técnico (como la sustitución de la expresión «negocio» por «asunto»), los cambios han sido profundos y significativos.

Entre los más llamativos y hasta si se quiere necesarios, el que se refiere a la conveniente sustitución del tradicional juramento por la simple manifestación de que las cantidades son debidas y no satisfechas, aunque en apariencia la dicción legal siga manteniendo muchas similitudes:


	
Art. 8 LEC 1881:

«… y jurando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame…»


	
Art. 34 LEC:

«… manifestando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame…»





Pero no queda en eso, la vigente LEC, condicionada por la doctrina reiterada; el Tribunal Constitucional introduce la posibilidad de audiencia previa, a través de la técnica monitoria, y suprime el solve et repete (29) . Consecuentemente, desaparece la posibilidad del art. 8.3 LEC 1881 por el cual, verificado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier agravio, y si resultare haberse excedido el procurador en su cuenta, devolverá el duplo del exceso con las costas que se causaren hasta el completo resarcimiento. Aquí las diferencias se hacen ciertamente más patentes:


	
Art. 8 LEC 1881

«… mandará la Sala o el Juez que se requiera al poderdante para que las pague, con las costas, dentro de un plazo, que no excederá de diez días, bajo apercibimiento de apremio…

Verificado el pago, podrá el deudor reclamar cualquier agravio, y si resultare haberse excedido el Procurador en su cuenta, devolverá el duplo del exceso con las costas que se causen hasta el completo resarcimiento.»


	
Art. 34 LEC

«Presentada la cuenta, el Secretario Judicial requerirá al poderdante para que pague dicha suma, con las costas, o impugne la cuenta, en el plazo de diez días, bajo apercibimiento de apremio si no pagare ni formulare impugnación.

Si, dentro de dicho plazo, se opusiere el poderdante, el Secretario judicial examinará la cuenta y las actuaciones procesales, así como la documentación aportada y dictará, en el plazo de diez días, decreto determinando la cantidad que haya de satisfacerse al procurador, bajo apercibimiento de apremio si el pago no se efectuase dentro de los cinco días siguientes a la notificación…

3. Si el poderdante no formulare oposición dentro del plazo establecido, se despachará ejecución por la cantidad a que ascienda la cuenta, más las costas.»





Por último, la vigente regulación se completa estableciendo claramente el carácter sumario, aunque sea sin establecer límites a la admisibilidad de motivos de oposición materiales, con el carácter irrecurrible del auto que resuelva la eventual impugnación.

«El decreto a que se refiere el párrafo anterior no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior.»


Por lo que se refiere a la reclamación por el abogado, ocurre algo similar al supuesto anterior, los arts. 12.1 LEC 1881 y 35.1 LEC guardan importantes similitudes:


	
Art. 12.1 LEC 1881:

«Los abogados podrán reclamar del Procurador y, si éste no interviniera, de la parte a quien defiendan, el pago de los honorarios que hubieren devengado en el pleito, presentando minuta detallada y jurando que no le han sido satisfechos.»


	
Art. 35.1 LEC:

«Los abogados podrán reclamar frente a la parte a la que defiendan el pago de los honorarios que hubieren devengado en el asunto, presentando minuta detallada y manifestando formalmente que esos honorarios les son debidos y no han sido satisfechos.»





Pero aquí las diferencias se muestran más inmediatamente, porque junto a la sustitución ya mencionada del juramento por la manifestación (ahora formal), se une una importante modificación en cuanto a la legitimación pasiva. A diferencia de lo que establecía el art. 12 LEC 1881 (donde el abogado sólo podía reclamar del cliente cuando el procurador no hubiera intervenido), el vigente art. 35 LEC se muestra rotundo y acertado cuando prevé que «los abogados podrán reclamar frente a la parte a la que defiendan». Reforma que, como ha puesto de manifiesto la doctrina, era necesaria en un contexto social como el actual (30) .

Por lo demás, y siempre al margen de la trascendental atribución competencial al secretario judicial, la regulación, aunque aparentemente parezca muy diversa, en realidad no se modifica sustancialmente. Desaprovecha la oportunidad para despejar algunas dudas, como la atribución del conocimiento, pero básicamente remite a efectos de impugnación a lo previsto en el precepto anterior, si bien en caso de impugnación por excesivos remite para su determinación a la regulación correspondiente de la tasación de costas.


	
Art. 12.1 LEC 1881:

«Deducida en tiempo esta pretensión, el Juez o Tribunal accederá a ella en la forma prevenida en el art. 8; pero si el apremiado impugnare los honorarios por excesivos, se procederá previamente a su regulación, conforme a lo que se dispone en los arts. 427 y siguientes.»


	
Art. 35 LEC:

«2. Presentada esta reclamación, el Secretario judicial requerirá al deudor para que pague dicha suma, con las costas, o impugne la cuenta, en el plazo de diez días, bajo apercibimiento de apremio si no pagare ni formulare impugnación.

Si, dentro del citado plazo, los honorarios se impugnaren por indebidos, se estará a lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del apartado 2 del artículo anterior.

Si se impugnaran los honorarios por excesivos, se procederá previamente a su regulación conforme a lo previsto en los artículos 241 y siguientes, salvo que el abogado acredite la existencia de presupuesto previo en escrito aceptado por el impugnante, y se dictará decreto fijando la cantidad debida, bajo apercibimiento de apremio si no se pagase dentro de los cinco días siguientes a la notificación…

3. Si el deudor de los honorarios no formulare oposición dentro del plazo establecido, se despachará ejecución por la cantidad a que ascienda la minuta, más las costas.»





Por último, se reitera con leves cambios de pura redacción -cuando simplemente pudo haber remitido- el carácter sumario, aunque sea sin establecer límites a la admisibilidad de motivos de oposición materiales, con el carácter irrecurrible del auto que resuelva la eventual impugnación.

«Dicho decreto no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior.»


Ha de partirse de reconocer la indudable influencia que ha tenido la doctrina jurisprudencial en orden a establecer la actual configuración de este procedimiento, donde puede hacerse viable una oposición por parte del deudor. Sin embargo, si bien resulta ya dudoso afirmar que se establece un sistema de reclamación «equivalente» al anterior, expresión en realidad poco expresiva por inconcreta, resulta cuando menos aventurado afirmar que el sistema derogado -aunque sea con el tamiz de la doctrina constitucional- y el vigente se corresponden. Comparadas ambas regulaciones puede afirmarse que, si bien en apariencia guarda algunas coincidencias, en algunos casos incluso de redacción, en la actualidad se ha previsto expresamente la posibilidad de impugnación, y se ha hecho por la vía de introducir -con claridad en comparación con el sistema anterior- la estructura monitoria y el juego de eventualidades que implica: si pagas, finalización; si no pagas ni impugnas, ejecución; si impugnas -y aquí radica la diferencia-, se abre un incidente expeditivo para, valorando los escritos y documentos de las partes, determinar la cuantía debida. Como veremos en su momento (capítulo VI, punto I, 1 y 2), se establece una sumariedad no por impedir el debate sobre ciertas materias, sino por limitar su prueba a documentos en el contexto de un procedimiento en el que únicamente se atiende a la solicitud y documentos del acreedor y a la contestación-demanda incidental de impugnación y documentos aportados por el deudor. Todo ello al margen de que esta cuestión ha perdido la relevancia capital que tenía hasta ahora con la desjudicialización que se produce de este procedimiento, atribuyendo su conocimiento a un funcionario.

3.  Referencias a otros procedimientos afines y similares en la LEC

En la LEC podemos encontrar procedimientos con mayores o menores afinidades respecto al que ahora nos ocupa (31) . Es el caso del lacónicamente regulado en el art. 375 LEC para la indemnización a favor de los testigos que declaren por los gastos y perjuicios que su comparecencia les haya originado, y sobre todo el procedimiento al que se refiere el art. 29 LEC, cuyo precedente inmediato es el art. 7 LEC 1881.

No es el momento de entrar a detalle en los mismos, solamente resaltar que, a pesar de algunas afinidades, principalmente por su marcado objetivo de lograr una determinación cuantitativa lo más expeditiva posible, no forman parte del ámbito del proceso por cuenta justificada.

A)  El procedimiento para la determinación de indemnizaciones a favor de testigos en el art. 375 LEC

En el caso del procedimiento del art. 375 LEC, cuyo precedente inmediato se halla en el art. 644 LEC 188 y relacionado con el vigente art. 241.1 LEC, resultan evidentes las diferencias. Así lo constatan aspectos como la legitimación activa -el testigo que declare-, la pasiva -la parte o partes que lo hayan propuesto- (32)  y, sobre todo, el objeto consistente en la indemnización por los gastos y perjuicios que le haya originado la comparecencia (33) , como contrapartida a la obligación de comparecer impuesta al testigo por el art. 292 LEC, incluso bajo sanción de multa y responsabilidad penal, por desobediencia a la autoridad.

Igualmente, desde un punto de vista procedimental, no introduce expresamente -otra cosa es lo que debería proceder desde la perspectiva de los razonamientos que ofreció la STC 110/1993 ante unos trámites similares- la técnica monitoria. Se limita a indicar el art. 375.2 LEC que «el importe de la indemnización lo fijará el Secretario judicial mediante decreto» -se entiende que previa solicitud escrita por el legitimado activo-; «que tendrá en cuenta los datos y circunstancias que se hubiesen aportado», sin prever expresamente otro control aunque se le pueda suponer, ni traslado alguno a la parte ni por tanto posibilidad real de abrir debates.

Por último, se limita a expresar que «dicho decreto se dictará una vez finalizado el juicio o la vista», por tanto una vez practicada la correspondiente prueba testifical. En definitiva, el art. 375 LEC regula un procedimiento declarativo específico para la determinación de la indemnización a favor del testigo, con unos trámites que no permiten su consideración como procedimiento monitorio ni siquiera especial. Previa instancia de parte, se determina la indemnización mediante decreto partiendo de la documentación aportada. Por último, si la parte o partes que hayan de indemnizar no lo hiciesen en el plazo de diez días desde la firmeza del decreto, el testigo podrá acudir directamente al procedimiento de apremio, puesto que el citado decreto constituirá título de ejecución en relación con el art. 517.2.9.ª LEC.

En el contexto de la regulación de la Ley 13/2009, resultaba llamativo que nada se indicara sobre el eventual carácter sumario ni tampoco sobre posibles limitaciones en cuanto a motivos de oposición o medios de prueba admisibles. Quizá este laconismo regulatorio obedeciera a la atención que merece dadas las escasas posibilidades de que se planteen conflictos de envergadura. Pero aunque sea en hipótesis, cabía preguntarse qué resolvería un órgano jurisdiccional ante una parte que iniciara proceso de declaración por considerar indebida o excesiva la indemnización. En mi opinión, no obstante el silencio legal, y sabido que la nota de irrevocabilidad de las resoluciones judiciales es en principio elemento propio y diferenciador de las resoluciones judiciales, de modo que tendrán eficacia de cosa juzgada salvo que expresamente, para casos determinados, la LEC (art. 477) o en general las leyes nieguen esos efectos, no creo que el auto frente al cual solamente se hubiera podido formular reposición tuviera virtualidad ni efecto negativo de cosa juzgada para impedir que la parte iniciara y culminara proceso para que se decretara la nulidad, se anulara o se revocara total o parcialmente el citado auto en relación con la indemnización fijada. Aunque haya sido por pura casualidad, pues la reforma se ha limitado a sustituir la palabra «Tribunal» por «secretario judicial» y «auto» por «decreto», con todo, la actual atribución del conocimiento de esta cuestión al secretario judicial confirma de un lado la escasa importancia que merece por parte del legislador y de otro refuerza la idea de que la decisión no impedirá la apertura de un eventual proceso declarativo por la parte que estime indebida o excesiva la determinación efectuada por el secretario judicial.

B)  El procedimiento previsto en el art. 29 LEC para la habilitación de fondos a favor del procurador

Más dificultades encuentro para deslindar el procedimiento regulado en el art. 29 LEC con el de cuenta manifestada (34) . En este caso, pueden encontrarse mayores similitudes tanto en la atribución de competencia -pues se deducirá la pretensión en el «Tribunal que estuviera conociendo» (si bien en todo caso con independencia del estado del mismo)-, como en los legitimados activo y pasivo que coinciden con los correspondientes al art. 34 LEC (35) .

No obstante, también se aprecian notables diferencias en otros aspectos. El objeto de la pretensión, por provisión de fondos al procurador para los gastos y suplidos que corresponda (36) , se excluye con la del art. 34 LEC que consiste en derechos ya devengados, así como gastos y suplidos ya realizados. Por tal motivo el procedimiento del art. 29 LEC es conocido, como ya lo era el del art. 7 LEC 1881, como «habilitación de fondos». Asimismo, desde un punto de vista temporal pueden observarse igualmente diferencias. Diversamente al procedimiento por cuenta manifestada, que puede formularse pendiente el proceso o una vez finalizado (37) , sin perjuicio de que ordinariamente haya finalizado por diversas causas el contrato de arrendamiento de servicios o de mandato correspondiente, en el de habilitación de fondos ocurre todo lo contrario: es necesario también el inicio de un proceso (38) , pero ha de instarse en sus momentos iniciales o, al menos, cuando quepa prever que van a generarse derechos o necesidad de gastos y suplidos. Por tal motivo, no resulta admisible que una vez finalizada la representación o defensa no haya acabado el proceso y, mucho más, cuando efectivamente hubiera finalizado.

Esta vinculación temporal, añadida a la especial atribución competencial (39) , dificultaba que pueda afirmarse rotundamente su carácter autónomo respecto del proceso principal, pues refuerza los aspectos que lo acercarían a los incidentes. Esto permite incluso algunas integraciones coherentes o más cercanas a un carácter incidental, por ejemplo en materia de postulación, de modo que se haga coincidir en ambos casos (40) . Así y todo, se trataría de un incidente declarativo y ciertamente especial (41) , máxime cuando, tras la reforma operada por la Ley 13/2009, ni siquiera merece la consideración estrictamente de incidente al ser atribuido su conocimiento al secretario judicial.

Procedimentalmente, guarda significativas afinidades con el procedimiento por cuenta manifestada. Cierto es que, según el art. 29 LEC, si el «poderdante», que está obligado a proveer fondos, no habilitare a su procurador con los fondos necesarios para continuarlo, «podrá éste pedir que sea aquél apremiado a verificarlo» (42) . Pero no creo que esta última expresión sea útil, por sí misma, para atribuir naturaleza ejecutiva a un procedimiento.

Lo que se hace a continuación, de una forma ciertamente más lacónica, no es más que introducir la posibilidad de oposición -tal y como reclamó la repetida STC 110/1993- con una audiencia por plazo de diez días (43) , tras la cual el secretario judicial resolverá lo que proceda, fijando en su caso la cantidad que estime necesaria y el plazo en que haya de entregarse, bajo apercibimiento de apremio. Aunque se vislumbra, en mi opinión es discutible que pueda afirmarse que introduce aquí la llamada técnica monitoria. No se formula un requerimiento de pago donde se ofrezca la posibilidad de poner fin mediante el pago o de formular oposición para que se sustancie de una forma más o menos ordinaria, con la advertencia de ejecución en caso de pasividad. Diversamente, la estructura de este procedimiento es más básica: tras solicitarse por el procurador ante el Tribunal que esté conociendo, el Secretario «dará audiencia al poderdante por el plazo de diez días y resolverá mediante decreto lo que proceda, fijando, en su caso, la cantidad que estime necesaria y el plazo en que haya de entregarse, bajo apercibimiento de apremio». Dar audiencia por plazo de diez días puede guardar algunas similitudes con el requerimiento en los términos expuestos (44) , pero desde luego no es exactamente lo mismo. El esquema del procedimiento y el juego de eventualidades que implica el monitorio, ni siquiera especial, aquí se desdibuja: tras la petición, audiencia y, tras la misma o vencido el plazo, se dictará decreto en el que resolverá lo que proceda -lo que implica entre otras cosas la posibilidad de valoración de los presupuestos-, fijando, en su caso, la cantidad que estime necesaria y el plazo en que haya de entregarse, bajo apercibimiento de apremio. Por último, apercibir de apremio supone que éste no se ordena en ese momento, lo que implica que deba dictarse otra resolución posterior que efectivamente lo ordene (despache ejecución). Se trata, por tanto, de requerir al deudor para que cumpla en un plazo y, en caso de incumplimiento, podrá despacharse ejecución.

No obstante las diferencias procedimentales y de la incompatibilidad entre los objetos materiales, ha de reconocerse igualmente su íntima relación y afinidad. Además de que competente es en ambos casos el secretario judicial, quien resolverá en ambos casos mediante decreto, el contenido de la habilitación de fondos, transitado con el tiempo de la futurible o previsible habilitación de fondos al derecho ya devengado y gasto o suplido realizado, se podrá transformar en contenido del procedimiento por cuenta manifestada. Esta circunstancia material merece tener su reflejo en el contexto procedimental. Por ejemplo, a efectos de acumulación, en la hipótesis -por poco probable que sea- de que se reclamen determinadas partidas con base tanto en el art. 29 LEC como también en el art. 34 LEC (considerando que puede ser habitual pero no imprescindible que el proceso de cuenta manifestada implique la finalización de la representación), dadas las afinidades materiales y procedimentales, no creo que se planteen inconvenientes para la acumulación (45) . Incluso se ha defendido, por razones básicamente prácticas, que el procedimiento de habilitación de fondos pueda convertirse en procedimiento por cuenta manifestada, evidentemente sin alterar las cuantías (46) .

C)  El procedimiento para la exacción de créditos a favor de notarios y registradores (art. 63 RN y arts. 615 y 617 RH)

Dispone el art. 63.II del Reglamento de la Organización y régimen del notariado que «los honorarios o derecho y las cantidades suplidas por el mismo con relación al impuesto del Timbre, Derechos reales, plusvalía o inscripciones y certificaciones del Registro de la Propiedad, podrá hacerlas efectivas por el procedimiento de apremio que la legislación hipotecaria establece o establezca en lo sucesivo a favor de los Registradores de la Propiedad». A su vez, el art. 615.II RH no dispone en realidad ningún procedimiento de apremio, sino que se limita a disponer que «en todo caso se podrá proceder a la exacción de dichos honorarios y suplidos por la vía de apremio, pero nunca se detendrá ni denegará la inscripción por falta de pago». Y el art. 617 del mismo Reglamento dispone que:


«Para proceder el Registrador al cobro de sus honorarios y cantidades suplidas por Impuesto del Timbre, Derechos reales u otros semejantes, por la vía de apremio, según lo dispuesto en el art. 615, formará la oportuna cuenta con expresión del nombre y apellidos del deudor, clase y fecha de las operaciones verificadas en el Registro por las que se hubiesen devengado los honorarios, importe de éstos y números y reglas del arancel aplicados y nota detallada de los gastos o cantidades suplidas.

El Registrador presentará escrito al Juez del lugar del Registro que sea competente por razón de la cuantía de la reclamación, acompañando la cuenta expresada en el párrafo anterior, y el Juez respectivo despachará el mandamiento de ejecución, procediéndose enseguida a la exacción por la vía de apremio en la forma prevenida en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Si fueren varias las personas que tuvieren la obligación a que se refiere el párrafo primero del art. 615, podrán comprenderse todos los créditos en una sola relación, y para determinar la competencia del Juzgado se atenderá al total a que asciendan las cantidades reclamadas.

Cuando se hubiere entablado el procedimiento de apremio para exacción de los honorarios y el interesado no se conformare con la cuenta del Registrador por considerarla excesiva, podrá impugnarla utilizando los recursos establecidos en el artículo siguiente en el plazo de quince días, contados desde la fecha en que se haga el requerimiento de pago, consignando previamente en la Secretaría del Juzgado el importe total de la cantidad reclamada. El Juzgado, una vez consignada la cantidad y justificada la interposición del recurso de impugnación, suspenderá el procedimiento de apremio hasta la resolución definitiva de aquél, y acordará después lo que proceda conforme a dicha resolución.»



Por lo que ahora nos interesa, dos son las dudas que plantea la citada regulación. La primera, si se regula un procedimiento equivalente al que nos ocupa en esta obra o en realidad simplemente está reconociendo un título ejecutivo extrajudicial que permitiría abrir el juicio ejecutivo. La segunda cuestión es si cabe considerar vigentes o no estos preceptos.

En mi opinión, a pesar de algunas afinidades, puesto que se trata de tutelar especialmente unos determinados créditos generados en una actividad profesional, la citada regulación no contiene desde luego una remisión a los correspondientes preceptos de la LEC, primero arts. 8 y 12 LEC 1881 y actualmente arts. 34 y 35 LEC, ni tampoco contiene ni siquiera una regulación de un procedimiento de idéntica naturaleza a la del procedimiento por cuenta manifestada (47) , especialmente visible tras la reforma operada por la Ley 13/2009. En mi opinión, lo único que se pretendía con esta regulación es reconocer un título ejecutivo especial, si bien previendo algunas normas específicas para tal fin (48) :

- Formación del título ejecutivo: cuenta con expresión del nombre y apellidos del deudor, clase y fecha de las operaciones verificadas en el Registro por las que se hubiesen devengado los honorarios, importe de éstos y números y reglas del arancel aplicados y nota detallada de los gastos o cantidades suplidas.

- Demanda ejecutiva y competencia. Escrito al juez del lugar del Registro que sea competente por razón de la cuantía de la reclamación, acompañando la cuenta

- Despacho del mandamiento de ejecución, «procediéndose enseguida a la exacción por la vía de apremio en la forma prevenida en la Ley de Enjuiciamiento Civil».

- Posibilidad de litisconsorcio o acumulación objetivo-subjetiva: si fueren varias las personas obligadas, «podrán comprenderse todos los créditos en una sola relación, y para determinar la competencia del Juzgado se atenderá al total a que asciendan las cantidades reclamadas».

- Oposición a la ejecución. «Entablado el procedimiento de apremio y el interesado no se conformare con la cuenta del Registrador por considerarla excesiva, podrá impugnarla utilizando los recursos establecidos en el artículo siguiente en el plazo de quince días, contados desde la fecha en que se haga el requerimiento de pago, consignando previamente en la Secretaría del Juzgado el importe total de la cantidad reclamada. El Juzgado, una vez consignada la cantidad y justificada la interposición del recurso de impugnación, suspenderá el procedimiento de apremio hasta la resolución definitiva de aquél, y acordará después lo que proceda conforme a dicha resolución».

La jurisprudencia se había pronunciado sobre este punto considerando que, incluso entendiendo que la jura de cuentas de los arts. 8 y 12 LEC 1881 pudiera considerarse proceso de ejecución, la remisión de estos preceptos reglamentarios se realiza a una vía diferente a la regulada para procuradores y abogados. Indicaba en este sentido el AAP Álava (Sección 2.ª), de 31 de marzo de 2000. Ponente: Guerrero Romeo, Mercedes (49) , que:

«... la norma de remisión que es el art. 63 del Reglamento Notarial lo es a "la vía de apremio que la legislación hipotecaria establece (entonces todavía según redacción de 1909) o establezca en lo sucesivo a favor de los registradores de la propiedad", y el arts. 615 del Reglamento Hipotecario se refiere a la vía de apremio que el art. 617.II señala "en la forma prevenida en la Ley de Enjuiciamiento Civil" con clara remisión no a los art. 8 y 12, sino a los art. 1481 y siguientes. Así, el trámite previo a la vía de apremio necesariamente es diferente pues como ya hemos señalado, en el caso de notarios y registradores no radica el negocio ante ningún Tribunal; además, no se les exige a estos últimos juramento de que las cantidades reclamadas le son debidas y no satisfechas; y el Reglamento Hipotecario prevé una vía distinta y especial de impugnación de honorarios por excesivos (la impugnación por indebidos debe remitirse a las normas del declarativo, que por su cuantía corresponda). Con independencia del nombre que se les dé, no son el mismo procedimiento.»


Con todo, las anteriores disquisiciones tendrán una importancia relativa si se concluye que actualmente la regulación no se encuentra vigente. Los pronunciamientos jurisprudenciales a los que he tenido acceso, una vez más, se muestran contradictorios. Me limitaré a mostrar los principales argumentos a favor o en contra. Con todo, en mi opinión, no solamente resulta más que dudosa la oportunidad de unas disposiciones que atribuyan eficacia ejecutiva a unos documentos acudiendo a la vía reglamentaria (50) , sino que éstas han de considerarse incompatibles con el principio de jerarquía normativa (art. 9.3 CE), el de tutela judicial efectiva por ausencia en su regulación -otra cosa es lo que debería integrarse-, de contradicción y medios de prueba (art. 24 CE) y el de reserva de ley en materia de procedimiento (art. 117.3 CE).

Así y todo, para defender la vigencia, el AAP Madrid (Secc. 18.ª), de 29 de enero de 2001. Ponente: Pérez San Francisco, Lorenzo, argumenta que no se vulnera el principio de igualdad:

«... ha de entenderse siempre y en todo caso que no se vulnera cuando se establece un sistema igual para situaciones iguales, y en el caso que hoy nos ocupa la posibilidad de reclamación por los notarios de sus honorarios responde a una situación de igualdad entre todos los notarios y de diferencia con el resto de reclamaciones patrimoniales que pueden presentarse, y ello porque la intervención del notario le viene obligada aunque no le sean satisfechos inicialmente los honorarios que tiene derecho a percibir, y de otro lado también se diferencia del resto de reclamaciones patrimoniales en que los honorarios del notario no vienen determinados por su libre voluntad sino que están prefijados de forma arancelaria, por lo que no puede percibir cantidades distintas de las fijadas en el correspondiente arancel.»


Como tampoco, entendía la misma resolución, vulneraba el derecho de defensa:

«... no podemos sino reiterar en este momento la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional entre otras en sentencias de 4 de enero de 1981 y de 6 de abril de 1985, en la que se establece que no infringe el art. 24 de la Constitución en el procedimiento especial de jura de cuentas cuando no se impide por el órgano judicial que el demandado en el procedimiento de jura de cuentas pueda realizar las alegaciones que estime pertinentes y la oposición que considere oportuna frente a la pretensión deducida en la jura de cuentas, lo que supone una interpretación acorde a la Constitución del procedimiento de jura de cuentas que no tiene por qué limitarse exclusivamente a los honorarios de los abogados o a los derechos del procurador.»


Más específicamente, el citado AAP Álava (Sección 2.ª) de 31 de marzo de 2000. Ponente: Guerrero Romeo, Mercedes (51) , defiende la vigencia de esta regulación cuando afirma:

«... los referidos Reglamentos del Notariado e Hipotecario no eran contrarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (...) los honorarios de los registradores y notarios no son créditos devengados durante la sustanciación de un litigio, de manera que vista la sistemática que sigue la ley procesal común, no es extraña la falta de referencia a dichos profesionales, de hecho entendemos que no habría tenido sentido en el mencionado lugar. Consecuentemente, repetimos que los arts. 63 del Reglamento de la Ley del Notariado, y 615 y 617 del de la Ley Hipotecaria, no contradecían la Ley de Enjuiciamiento Civil (...) cuando la Constitución entró en vigor regían tales normas, las cuales han sido convalidadas por la disposición adicional tercera de la Ley 8/1989, es más, no ha sido alterado el tenor del citado art. 63 en las reformas del Reglamento que lo contiene, reformas incluso posteriores a la Constitución (...) aunque la Ley Hipotecaria en su redacción vigente no haga referencia a la cuestión que nos ocupa, lo cierto es que el art. 337 de la Ley Hipotecaria de 1868 (siendo la vigente LEC de 1881) ha mantenido inalterado dicho precepto en 1909 y en 1944, que establecía que "en todo caso, se podrá proceder a la exacción de dichos honorarios (los del registrador) por la vía de apremio, pero nunca se detendrá ni negará la inscripción por falta de su pago", operándose por el Texto Refundido de 1946 una deslegalización, pues como dice el párrafo sexto de su Exposición de Motivos, "numerosos artículos de la Ley, de simple contenido ordenancista o de detalle, han sido suprimidos para su incorporación al Reglamento" (...) Por último diremos que el fundamento del procedimiento previsto en los arts. 615 y 617 del Reglamento Hipotecario, a los que se remite el art. 63 del Reglamento Notarial, ha de entenderse que está también en la naturaleza del crédito porque si bien, reiteramos, éste no consta en ningún litigio judicial, lo cierto es que como señalaba la Audiencia Provincial de Barcelona en auto de 3 de abril de 1995, se trata de una clase de crédito, los de notario, cuya existencia y cuantificación deriva de instrumentos fehacientes y de la existencia de aranceles oficiales, y cuya naturaleza es la de ser un medio indirecto de financiación de oficinas y servicios públicos pues, precisamente por su función, el notario no puede negar la entrega de los instrumentos que originan el crédito aunque no se pague en el acto. Recordemos que el art. 63 del Reglamento Hipotecario dispone la remisión a la vía de apremio con relación a "los honorarios y derechos y las cantidades suplidas por el notario con relación a los impuestos generales sobre sucesiones y sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, plusvalía o inscripciones y certificaciones del Registro de la Propiedad".»


En línea similar, mantenía también la vigencia de estos procedimientos, la SAP Toledo (Secc. 2.ª) de 10 de junio de 1991. Ponente: De la Cruz Mora, Juan Manuel, cuando ponía de manifiesto que:

«El Tribunal no conoce más conflicto de leyes que aquel que se produce cuando dos disposiciones de igual rango contienen preceptos contradictorios, caso que no se da en el presente supuesto, ni más lagunas legales que aquellas que resultan de la inexistencia de norma legal aplicable a cuestiones de hecho controvertidas, lo que tampoco se produce en el caso enjuiciado en el que la norma de remisión (art. 63 del Reglamento Notarial) es clara en cuanto a la norma a que se remite, Reglamento Hipotecario, haciendo aplicable a los notarios el beneficio del procedimiento de apremio que regula para los registradores. Ni legalmente existe laguna, ni social, profesional o corporativamente puede hablarse de privilegio, recordando al recurrente que los letrados también gozan de un procedimiento especial para el cobro de sus honorarios (jura de cuentas). El art. 238 de la LOPJ exige para decretar la nulidad de actuaciones la ausencia de jurisdicción, o la realización del acto bajo violencia, fraude o intimidación, o al abandono total de normas procedimentales que produzca indefensión. La jurisdicción es el poder de decir y ejecutar el derecho y se atribuye por los arts. 1 y 117 de la Constitución a los jueces y magistrados determinados por las leyes según las normas de competencia. El procedimiento de apremio regulado en el art. 617 del Reglamento Hipotecario otorga esa competencia al juez de la instancia del lugar del registro minutante (notaría en este caso). El recurrente no expone, por último, cuál es la norma procedimental infringida, pues aunque refiere que la minuta no se le había presentado, requisito al que no alude siquiera el proceso de apremio contemplado en el art. 617, pero que además se ha demostrado ser totalmente falso, por cuanto aparecen en autos como documentos de la demandada, carta ordinaria y telegrama de fechas 16 de julio de 1996 (folio 26) y 25 de octubre de 1996 (folio 37).»


Frente a esta posición, en mi opinión se muestra más correcta la que considera su falta de vigencia. Adscribiéndose a otras resoluciones de otros Tribunales y siguiendo otras previas de la misma, dice el AAP Las Palmas (Secc. 5.ª) de 11 de octubre de 2002. Ponente: Silva Pacheco, Elpidio José, que:


«Decisiones de las AAPP han recaído en distinto sentido y el juez a quo se decantó por la tesis negativa expresada en la resolución de la Audiencia Provincial de Albacete de 24 de noviembre de 1998 y que es también seguida por la Audiencia Provincial Zaragoza en auto de 1 de marzo de 1999 (1999/7888, núm. 169/1999. Ponente: Medrano Sánchez, Juan Ignacio) y los autos de la AP Álava de 4 y 31 de marzo de 2000 (Sección 2.ª, recursos de apelación núms. 562/1999 y 50/2000).

Segundo. Basta para fundamentar nuestra resolución en ese mismo sentido con descansar en nuestra previa resolución de 16 de abril de 2001 (dictada en el rollo n.° 239/00) y con reproducir aquí las atinadas consideraciones contenidas en el citado pronunciamiento de la Audiencia Provincial de Zaragoza y de las que, también, se hizo eco nuestro auto precedente: "... hay que entender que en nuestra Constitución se contiene una reserva de ley en orden a la creación de títulos ejecutivos de naturaleza extrajurisdiccional" (art. 117.3.° CE). Este parecer no es cuestionado por el recurrente, pero se sostendrá, no ya con ocasión del recurso de reposición sino también incluso en la misma instancia postulando la vía de apremio, que existe suficiente cobertura legal para ello. Acudir el recurrente a la disposición adicional 3.ª, apartado 2, de la Ley de Tasas y Precios Públicos de 13 de abril de 1989, para concluir que existe suficiente cobertura legal a la facultad de cobrar por vía de apremio los honorarios profesionales de notarios y registradores, citando en apoyo de esta tesis la sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 11 de abril de 1995. II. Entiende la Sala que la mencionada Ley de Tasas en absoluto otorga cobertura ni viabiliza el cobro por la vía apremio de tales honorarios. La mencionada disposición adicional se limita a establecer unos principios programáticos conforme a los cuales se sujetarán tales aranceles en orden a "su establecimiento, edificación y exacción". No es suficiente para entender que el legislador ampara el acceso a la vía de apremio directa para la percepción de los honorarios del recurrente, la referencia contenida en el apartado uno de la disposición adicional de la citada Ley de Tasas, en cuanto remite, respecto a las percepciones fijadas en arancel que se cobren directamente por el funcionario, en cuanto a su exacción, a los preceptos contenidos en esa disposición adicional "y en su demás reguladoras que no resulten contrarias a lo previsto en la misma". Entiende la Sala que el acceso a la vía de apremio de forma directa constituye una modalización de tal entidad de principios fundamentales del proceso, como forma en la que se canaliza el derecho fundamental de defensa (art. 24 CE), que exige un posicionamiento expreso y directo del legislador, no bastando meras remisiones genéricas contenidas en una disposición adicional encaminada a establecer meros principios programáticos a los que se deberá ajustar el establecimiento de los aranceles. El acceso directo a la vía de apremio puede provocar una afección de derechos fundamentales, como son el derecho de defensa y el de igualdad con relevancia y trascendencia constitucional. El Tribunal Constitucional, para salvar un privilegio equivalente como es el de jura de cuentas a favor de los procuradores de los Tribunales, acudió, con alambicada interpretación, a considerar respetado el principio de igualdad y el desigual trato que de tal procedimiento resulta a favor de los citados profesionales, en base a la especial responsabilidad que para ellos deriva al responder de los gastos del proceso causados a su instancia (art. 5.5.° de la Ley de Enjuiciamiento Civil), lo que no sería predicable respecto a los notarios y registradores. Y la limitación del derecho de defensa, que resultaba de la aplicación del principio solve et repete, se solventó con una sentencia interpretativa (en rigor modificativa de la Ley), introduciendo un incidente con un régimen tasado de excepciones (pago y prescripción). El reconocimiento del derecho a acceder directamente a un proceso de ejecución, sin un juicio previo contradictorio, exige un pronunciamiento especifico del legislador.

Tercero. La nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 (arts. 34 y 35) no ha introducido modificaciones en esta materia ni aprovechó la modificación de numerosas disposiciones, entre ellas la Ley Hipotecaria, para zanjar esta cuestión y avalar la postura del recurrente, por lo que entendemos acertada la solución dada por el juez a quo.»



Doctrina que reitera también el AAP Las Palmas (Secc. 4.ª) de 5 de febrero de 2004. Ponente: Martín Calvo, Víctor Manuel, cuando afirma que:


«Cierto que el contenido de las citadas disposiciones reglamentarias no generarían vulneración del derecho a la igualdad dada la especial naturaleza del crédito en atención a la especial función que desarrollan los notarios, pero contrariamente hemos de entender que sí vulneran tanto el principio de jerarquía normativa (art. 9.3 CE), el de tutela judicial efectiva por ausencia de contradicción y medios de prueba (art. 24 CE) y el de reserva de ley en materia de procedimiento (art. 117.3 CE).

Y es que, con independencia de la ilegalidad que incluso en la legislación preconstitucional tendrían las citadas disposiciones reglamentarias al contrariar abiertamente lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 (en concreto en su art. 481: "Toda contienda judicial entre partes que no tenga señalada en esta Ley tramitación especial, será ventilada y decidida en juicio ordinario declarativo que corresponda"), sin que norma con rango de ley así lo hubiera permitido, tras la entrada en vigor de la Constitución Española y conforme a su disposición derogatoria (punto 3) quedarían definitivamente derogadas por contrariar los preceptos constitucionales anteriormente señalados. La inconstitucionalidad de los mismos (con la consiguiente derogación inmediata a fecha de entrada en vigor de la CE) resulta no sólo de la infracción del principio de jerarquía normativa y de reserva de ley, lo que ya sería suficiente, sino que además el mencionado procedimiento de apremio ni establece mecanismo alguno de contradicción "judicial" por más que admitiese una impugnación "colegial" y "administrativa" (vulnerando con ello el principio de exclusividad jurisdiccional, art. 117.3 CE) posterior y la suspensión judicial, que únicamente se acordaría previa consignación, lo sería únicamente por "considerarse excesiva" la cuenta. Podría argumentarse que cabría una "interpretación constitucional" conforme a lo dispuesto en el art. 5.1 de la LOPJ y que podría posibilitarse una fase de contradicción y prueba a modo de como resolvió el TC la "jura de cuentas" en su sentencia núm. 110/1993 (Pleno), de 25 marzo, pero para que ello fuera así necesariamente tendría que no haber existido en los preceptos reglamentarios precisamente esa fase de control "sobre excesivos" que posibilita el control "no jurisdiccional", pues no puede interpretarse que cabe posibilitar mayor defensa (excepciones distintas a ser "excesivos") y contradicción judicial (con la correspondiente prueba) dentro del proceso "de apremio" que establecen aquellos reglamentos cuando expresamente señalan mecanismo distinto: el no jurisdiccional. No establecen por tanto "un proceso en miniatura" (siguiendo la expresión de la citada STC), sino un pleno proceso viciado por completo de inconstitucionalidad.

En suma, entrada en vigor la Constitución se produjo la derogación inmediata de los mencionados preceptos reglamentarios que no pueden "renacer" como si de ave Fénix se tratara por mor de lo dispuesto en la disposición adicional tercera apartado 1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, pues para ello la citada disposición debió, si es que eso fuera su intención, haber modificado los respectivos reglamentos de forma expresa estableciendo el correspondiente mecanismo de cobro judicial de los aranceles de notarios y registradores adecuándolo a las normas constitucionales.

Finalmente debe señalarse que ni siquiera a través de la hoy vigente Ley de Enjuiciamiento Civil (Ley 1/2000) se da cobertura a tal procedimiento de apremio y que con la misma, al no gozar de carácter ejecutivo (no llevar aparejada ejecución en virtud de ley) la cuenta o minuta notarial o registral, no tiene siquiera cabida dentro del proceso de ejecución de títulos sin perjuicio, claro está, de acceder por vía del juicio monitorio.»



III.  NATURALEZA JURÍDICA DEL PROCEDIMIENTO (ANTES PROCESO) POR CUENTA MANIFESTADA

Los problemas sobre la naturaleza jurídica de las instituciones, incluidos los instrumentos procesales, suelen ser considerados en algunos ámbitos profesionales, y a veces hasta incluso docentes, como aspectos estrictamente dogmáticos, intrascendentes y con escasa relevancia práctica. Suponen así una especie de pérdida de tiempo en la que se ocupan algunos estudiosos del derecho que, entre otras cosas por tal motivo, se encuentran ajenos a la realidad cotidiana de los órganos jurisdiccionales. Posiblemente esta consideración se basa en que resultan habituales posiciones divergentes, contradictorias y, curiosamente, todas ellas no exentas de cierto acomodo argumentativo. Asimismo, no obstante la posible adscripción correcta de la naturaleza jurídica, su utilidad se empaña en la medida que, como ocurre en los procesos caracterizados por la técnica monitoria, las propias especialidades y consiguientes complejidades imponen integraciones o lagunas ajenas a la propia naturaleza jurídica que acaloradamente se haya podido defender. Todo ello viene acompañado del hecho de que en los diversos juzgados y Tribunales, sobre todo cuando se carece de una jurisprudencia verdaderamente uniformadora, pueden encontrarse soluciones de lo más variopintas, con puntos de partida sobre esta naturaleza contradictorios cuando no meramente intuitivos por prescindir de mayores consideraciones dogmáticas. En definitiva, los temas acerca de la naturaleza jurídica suelen ser considerados como escasamente útiles y, en todo caso, poco prácticos.

Grave error. Además de que todo estudio jurídico, por mucha vocación práctica que pueda tener, requiere abordar el estudio de las cuestiones sobre la naturaleza jurídica de las instituciones que se estudian en cuanto facilitará sin duda su entendimiento, también merece atención precisamente por sus implicaciones prácticas. Como veremos en estas páginas, esta afirmación puede comprobarse bien en el procedimiento previsto para la reclamación de créditos a favor de abogados y procuradores frente a sus defendidos y representados respectivamente.

Como es nota común en la técnica monitoria, por su carácter especial, resulta especialmente problemática la naturaleza jurídica que corresponde al procedimiento que ahora nos ocupa. Uno de los principales factores que contribuyen a esta dificultad radica en el peso de la tradición y en la tendencia del juzgador a mantenerla en su conciencia a veces a pesar de cambios legislativos que deberían imponer una revisión de las viejas consideraciones. Todo ello al margen de que la cuestión de su naturaleza jurídica se ha visto afectada, de forma posiblemente inadvertida por el legislador en cuanto a la trascendencia que implica, por la reforma operada por la tantas veces repetida Ley 13/2009.

La regulación de los arts. 34 y 35 LEC es, como se ha visto en el punto anterior, heredera de la tradicionalmente llamada «jura de cuentas» que se regulaba en los arts. 8 y 12 LEC 1881 y que ya establecía un procedimiento específicamente previsto para los créditos a favor de abogados y procuradores frente a sus clientes como consecuencia de su actividad profesional. Como veremos más adelante, aunque no sin controversia, se impuso la opinión doctrinal de que la naturaleza de este procedimiento era de ejecución, aunque no faltaban opiniones que lo encuadraban correctamente entre los procedimientos de técnica monitoria (52) . Procedimiento que, con los condicionantes impuestos por la Constitución y por los diversos pronunciamientos del Tribunal Constitucional que salvaron las dudas de constitucionalidad, pasó a regularse en los arts. 34 y 35 LEC, en cuya regulación se incluyeron algunas innovaciones que, no obstante pasar inexplicablemente inadvertidas, son relevantes.

Como es sabido, el Tribunal Constitucional se pronunció justificando la constitucionalidad del procedimiento de jura de cuentas (53) . Posteriormente, la LEC 1/2000 altera sustancialmente la estructura de los procedimientos para reclamar créditos a favor de abogados y procuradores cuando introduce la llamada técnica monitoria, que es como se caracterizan los principales procedimientos específicamente previstos para la tutela judicial del crédito (arts. 812 a 818 LEC, con las especialidades del art. 21 LPH, y arts. 819 a 827 LEC). En esta materia, sin embargo, probablemente fruto de la tradición legislativa de los arts. 8 y 12 LEC 1881 y sin duda tras la Ley 13/2009, mantiene unos caracteres propios que le dotan de sustantividad tal para poder calificarlo como tan especial que ya ni es un verdadero proceso. Aparte de que se reduce el plazo para cumplir o para oponerse a diez días -idéntico, por cierto, al previsto en los arts. 821.2.1.ª y 824.1 LEC para el juicio cambiario-, la oposición formulada se resolverá sin acto oral ni posibilidades de alegación por el acreedor. El «secretario judicial» meramente examinará la cuenta, las actuaciones procesales, así como la documentación aportada, y tras ello, dictará sin más decreto determinando la cantidad que deba satisfacerse (arts. 34.2.II y 35.2.II y III LEC). Este decreto será irrecurrible, pero no prejuzgará, si siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior.

La consideración de especial se justifica en que, a pesar de partir de las estructuras básicas del monitorio, las particularidades que se introducen en el mismo afectan a las estructuras esenciales del procedimiento, concretamente en lo relativo a la oposición del deudor. Esta particularidad ya era tan relevante que permitía sin duda su calificación como procedimiento especial respecto del monitorio de los arts. 812 a 818 LEC. Monitorio este último que, si bien ha de calificarse como especial respecto de los juicios ordinario y verbal, a su vez es ordinario respecto del regulado en los arts. 34 y 35 LEC.

El tema de la naturaleza jurídica en estos procedimientos se presentaba bien compleja. Inicialmente no parece necesario entrar en mayores detalles en este momento (54) , cuando, con la atribución de su conocimiento al secretario judicial, se solventa alguna problemática, máxime cuando con la modificación en la misma regulación del procedimiento de los arts. 812 a 818 LEC, operada por la misma Ley 13/2009, se incide en recalcar que procedimentalmente el proceso monitorio termina con la oposición (55) , aunque sólo sea formalmente y, lo que ocurre también, es que con la sutil sustitución de la competencia del «juez» que ahora se refiere al «juzgado», en el caso del procedimiento monitorio ordinario su competencia de facto también se pretende atribuir al secretario judicial, lo que desde luego se cohonesta mal con la atribución de eficacia de cosa juzgada material que se mantiene (56) . Al margen de lo anterior, es claro que el procedimiento de los arts. 34 y 35 LEC no es un proceso de carácter jurisdiccional, de modo que no merece excesiva atención el tipo de proceso que se trata por no alcanzar tal categoría. Se trata ahora de un mero procedimiento con cierto componente declarativo en cuanto que permitirá fijar la cantidad debida y hasta incluso al final constituir título de ejecución. Así y todo, conviene rechazar algunas consideraciones que tradicionalmente han venido manteniéndose con tanta rotundidad como falta de fundamento.

Así y todo, ha de quedar claro que el procedimiento, aunque sea solamente a los efectos estructurales, cabe ser encuadrado entre los de técnica monitoria, dotado con algo más que especialidades respecto de los mismos tal y como se regulan en el ordenamiento jurídico español. En realidad, la técnica monitoria no impone una específica regulación siempre que contenga su núcleo esencial: requerimiento de pago, dando oportunidad de oposición o, en caso contrario, apertura de la ejecución. Que sea un proceso o no alcance dicha categoría o que exista mayor o menor autonomía formal o vinculación entre el monitorio y el juicio de oposición, podrá tener alguna importancia para la eficacia y utilidad de estos procedimientos, pero desde luego y salvando las distancias no impide su integración en la categoría de los monitorios.

A)  La técnica monitoria, con todas las especialidades

Como es sabido, antes de la vigente LEC ya consideraban algunos autores que se trataba de un monitorio (57) . La respuesta, en mi opinión, debía ser claramente afirmativa en cuanto a sus estructuras esenciales y el juego de eventualidades que incorpora (58) . En efecto, los arts. 34 y 35 LEC contienen en lo esencial un procedimiento de esta naturaleza cuando para la reclamación de un crédito documentado, sea a favor del procurador frente a su poderdante o a favor del abogado frente a su defendido, se prevé con importantes dosis de imprecisión técnica pero con suficiente claridad que, previa solicitud del acreedor, el «secretario judicial» requerirá para que el deudor pague el crédito o impugne la cuenta, bajo apercibimiento de apremio si no pagare ni formulare impugnación.

La técnica monitoria y el juego de eventualidades que implica se encuentran nítidamente en esta estructura procedimental (59) . Tras requerir de pago, si el deudor paga, el procedimiento terminará (60) . En el caso de que se formule impugnación de la cuenta, ésta se resolverá mediante unos trámites en este caso específicos. Si no se hace una cosa ni otra, se despachará ejecución y se hará efectivo el crédito por la vía de apremio. Se obtienen de este modo las principales ventajas propias de los procesos monitorios: se preordena al pago, de modo que si paga no es necesario hacer nada más; en caso de que formule oposición, se abre una fase eventual para su resolución de la forma que se considera adecuada, en este caso de forma específica; y en caso de que no haga ni una cosa ni otra, no se pierde más tiempo, sino que se exige el pago por la vía de apremio sin mayores trámites (en el caso del monitorio, tras la Ley 19/2009, conforme al art. 816.1 LEC, el despacho de ejecución requerirá nueva solicitud por el acreedor).

En su esencialidad, podemos encontrar aquí la estructura de la técnica monitoria, de modo que, desde este punto de vista, merece ser encuadrado entre este tipo de procedimientos. Así y todo, la especialidad de su regulación -sobre todo evidente con su atribución al secretario judicial y su decisión mediante decreto- y hasta la imprecisión técnica de la misma es tan relevante que dificulta afirmar con total rotundidad esta naturaleza jurídica, al menos tal y como se venían configurando en nuestro ordenamiento jurídico estos procedimientos.

Aunque no habituales, puede encontrarse algún pronunciamiento jurisprudencial manteniendo la naturaleza jurídica como procedimiento monitorio. Así, la SAP Soria de 20 de noviembre de 2006, Ponente: García Moreno, José Miguel. LA LEY 175532/2006, partiendo de su naturaleza especial, abreviada, sumaria y hasta «privilegiada», afirma que:

«... la doctrina procesalista mayoritaria había venido considerando que la naturaleza jurídica del procedimiento de "jura de cuentas" de la LEC de 1881 era la de un proceso monitorio, y es difícilmente cuestionable que esta tesis se ve reforzada al momento presente por la regulación del proceso especial previsto en los arts. 34 y 35 LEC, toda vez que el procedimiento regulado en estos preceptos responde al esquema típico del proceso monitorio con inversión del contradictorio al colocarse al deudor, ante la solicitud unilateral del acreedor (procurador o abogado), en la posición de pagar la suma reclamada o dar razones justificativas de su oposición al pago impugnando la cuenta en un plazo de tiempo particularmente limitado (diez días), bajo apercibimiento de que su inactividad supondrá necesariamente que el Tribunal competente despache ejecución por la suma que es objeto de reclamación.»


a)  Imprecisiones técnicas

La regulación de los arts. 34 y 35 LEC no es desde luego un alarde de precisión técnica, tanto por lo que expresa como, sobre todo, por lo que omite. Decía antes de la Ley 13/2009 el citado art. 34 que «cuando un procurador tenga que exigir de su poderdante moroso las cantidades que éste le adeude por los derechos y gastos que hubiere suplido para el asunto, presentará ante el Tribunal en que éste radicare cuenta detallada y justificada, manifestando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame».

De esta expresión la citada Ley 13/2009, además de sustituir la competencia del Tribunal por la del secretario judicial, elimina una impropia imperatividad, cuando decía que «cuando un procurador tenga que exigir (...) presentará», dando a entender, al contrario de lo que interpreta doctrina y jurisprudencia, la errónea impresión de que se trata de la vía adecuada exclusiva y excluyente para la reclamación de estos créditos. El vigente texto, al menos, mejora esta redacción, cuando afirma que «podrá presentar», de forma análoga a lo que ya ocurría en el art. 35 LEC cuando autoriza que «los abogados podrán reclamar...».

Sobre la atribución de competencia, se refiere al «secretario judicial» en que «éste radicare». Al margen de la atribución del conocimiento de esta cuestión al secretario judicial y de las dudas que, en mi opinión, merece ésta respecto de la posible invasión de función jurisdiccional del art. 117.3 CE, tal y como se redacta parece que deba entenderse que «éste» es pronombre de asunto, de modo que da a entenderse que será el de donde «radique» el asunto. Expresión que no es todo lo clara que sería necesario, pues si radicar significa echar raíces, arraigar o, dicho de una cosa, estar o encontrarse en determinado lugar (respecto de conceptos su significado es más bien el de «consistir»), la referencia al lugar en que «radicare» parece más adecuado respecto de un Tribunal que no de un asunto, por lo sufre una merma en claridad expositiva. En cualquier caso, hubiera sido mucho más claro haber dicho, por ejemplo, el secretario judicial del Tribunal «que conoce», «donde se tramita» o expresión similar.

Aunque se trate de una imprecisión que puede considerarse menor, merece señalar que la expresión del art. 35.2 LEC podría haber mejorado en claridad. Si la reclamación del abogado es del pago de los honorarios devengados conforme a la minuta detallada y con manifestación formal de que son debidos y no satisfechos, no parece lo más claro que se refiera a que pueda impugnar «la cuenta». El precepto imita el tenor literal del art. 34.2 LEC, que correctamente se refiere a la misma puesto que el procurador ha de presentar «cuenta detallada y justificada».

b)  Omisiones que aportan complejidades innecesarias

La imperatividad con que se redacta el art. 34 a su vez contrasta con la omisión en su texto de que se deba solicitar o pedir la apertura o inicio del procedimiento (ya no de demanda, desde luego innecesaria cuando no se trata de un proceso, pero ni siquiera de mera solicitud). En efecto, este mismo precepto se limita a señalar que «presentará (...) cuenta (...) manifestando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame». Y de modo similar, el art. 35 dispone que los abogados «podrán reclamar (...) presentando minuta...». Así y todo, que se omita la petición de inicio no significa que ésta no sea imprescindible en el contexto de vigencia del principio dispositivo y de la autonomía de la voluntad, otra cosa es que ésta pueda entenderse tácitamente formulada con la mera presentación de la cuenta o de la minuta.

Los puntos 3 de los arts. 34 y 35 LEC dejan claro que, si el poderdante o el deudor de los honorarios no formularen oposición dentro del plazo de diez días, se despachará ejecución por la cantidad a que ascienda la cuenta, más las costas. Sin embargo, omite una mención a la posibilidad de reclamar intereses así como el tipo de ejecución que se iniciará. No justifica esta omisión el hecho de que pueda llegarse a la conclusión de que los intereses sean exigibles conforme a las reglas generales del Código Civil desde la conminación -sea anterior o en cualquier caso desde que se solicita el inicio del procedimiento-, y conforme a lo previsto en el art. 576 LEC desde que se despacha ejecución. Como tampoco resulta razonable no mencionar el tipo de ejecución, aunque pueda suponerse -de modo equivalente a lo dispuesto en el art. 816.2 LEC- que se tramite «conforme a lo dispuesto para la de sentencias judiciales, pudiendo formularse la oposición prevista en estos casos».

Relacionado con lo anterior, no se prevé que deba dictarse resolución de despacho de ejecución, de modo que podría parecer que ya está «despachada», aunque tampoco se regula sino que se limita a que mandará requerir. Y del mismo modo, y como es característico de todos los procedimientos monitorios, tampoco se determina el título ejecutivo. Si se tratara de un proceso de ejecución, el título sería la cuenta o la minuta que autorizaría el inmediato despacho de una ejecución cuyo primer acto sería mandar requerir; en caso contrario, el título ejecutivo estaría constituido por un complejo de documentos: la cuenta o la minuta junto al acta en la que conste la falta de pago, tras lo cual se despacharía ejecución que abriría la vía de apremio.

En los arts. 34.2.III y 35.2.IV LEC queda bien claro que el decreto (antes auto) que resuelva la impugnación de la cuenta o de la minuta «no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior». Sin embargo, nada se ha venido diciendo directamente ni por remisión si ocurrirá lo mismo en el caso de que el deudor no pague ni formule oposición-impugnación. Ciertamente un expediente interpretativo lógico era entender que, si en caso de oposición no tendrá eficacia de cosa juzgada, con mayor motivo habrá de llegar a la misma conclusión si no ha habido oposición. Aunque hubiera podido ser un expediente interpretativo defendible -aunque difícilmente puede compartirse-, entender que, de modo similar a lo previsto en el art. 816.2 LEC, el legislador podría gravar al deudor que adopta una actitud pasiva privándole de la posibilidad de instar ulteriormente, desde luego poco defendible se presenta ya en el contexto de un trámite en el que el secretario judicial es el competente.

c)  Contradicciones poco justificadas entre los arts. 34 y 35 LEC

Las contradicciones de los arts. 34 y 35 LEC no son aquellas que se adecuan a la especial relación que regulan: la del procurador en el primer caso y la del abogado en el segundo. Por tal motivo, es lógico, distinto pero no contradictorio, que en el art. 34 se legitime al procurador frente al poderdante para reclamar la cuenta con los derechos y gastos que hubiere suplidos; y en el art. 35, por su parte, se legitime al abogado para reclamar frente a la parte a la que defiendan la minuta detallada con los honorarios devengados. Incluso tampoco ha de entenderse contradictorio, a pesar de su parcial desigualdad, el hecho de que en el caso de las minutas de abogados pueda impugnarse no solamente por indebidos sino también por excesivos, puesto que en el caso de los abogados los derechos no se encuentran sujetos a arancel.

Las contradicciones entre ambos preceptos se manifiestan cuando no se explica o no se justifica la desigualdad en la regulación. Así, en el caso de los procuradores, se habla de poderdante «moroso», calificativo que se omite en el caso de la parte defendida por el abogado, del que basta con que «hubieren devengado» honorarios en el asunto. Tampoco se justifica que en el caso de los procuradores en el art. 34.1 in fine LEC se prevea expresamente que «igual derecho que los procuradores tendrán sus herederos respecto a los créditos de esta naturaleza que aquéllos dejaren». Desigualdad de tratamiento que, como se verá más adelante, pretende justificarse en el hecho de que el deber de realizar determinados pagos por el procurador también se sucede a sus herederos, lo que no ocurre con los abogados, y que, por supuesto, no ha sido corregida por la jurisprudencia.

d)  Principales caracteres especiales

Aunque pueda afirmarse que se configura esencialmente como procedimiento monitorio, no obstante se presenta como muy especial porque recibe particularidades relevantes que, algunas de ellas, alteran significativamente el procedimiento.

La jurisprudencia, con referencia a la en este ámbito célebre STC 110/1993, justifica estas especialidades. Así, por ejemplo, en palabras del AAP Madrid, Sección 12.ª, de 8 de octubre de 2008, Ponente: Orejas Valdés, Margarita. LA LEY 224774/2008:

«La LEC regula peculiares procedimientos exclusivamente previstos para que procuradores y abogados obtengan los fondos necesarios para el pago de gastos suplidos, derechos y honorarios causados -o a causar, en el caso de la habilitación de fondos- por su actividad profesional en un determinado proceso. Procedimiento de cuenta jurada dispuesto en los arts. 34 y 35 de la LEC actual que implica un peculiar y privilegiado proceso de ejecución al cual no es necesario que acudan los profesionales citados, pues tienen a su disposición el juicio declarativo que corresponda a la cuantía de la reclamación, si bien como afirma la STC 110/1993 de 25 de marzo y al pronunciarse acerca de la constitucionalidad del procedimiento de cuenta jurada, declara su constitucionalidad, en tanto no es contrario al art. 14 de la Constitución Española, pues tal precepto no impide al legislador establecer diferencias de trato que respondan a una justificación objetiva y razonable; no obliga a que la ley contemple de una misma manera a toda clase de acreedores respecto de cualquier tipo de créditos. Es razonable que el legislador prevea mecanismos de reclamación distintos del juicio declarativo ordinario cuando es diferente la situación en que se encuentren acreedores respecto de deudores, bien por razón de título justificativo del crédito o debido a otras circunstancias concurrentes que justifican ese trato especial. Así ocurre con este procedimiento de jura de cuentas, en el que es el proceso mismo donde las deudas se producen y en el que consta la realidad de las mismas, lo que constituye la justificación objetiva y razonable que permite el trato diferente respecto de otra clase de deudas. No se trata de proteger en este procedimiento intereses subjetivos o personales en provecho de profesionales legitimados para promoverlos, sino que en razón de las obligaciones que han cumplido dentro del proceso, como cooperadores de la administración de justicia, tengan dentro del mismo el cauce adecuado para reintegrarse de los gastos y contraprestaciones correspondientes a los servicios prestados.»


Las especialidades no derivan tanto de las previsiones que introduce sino más bien por una regulación sumamente parca que omite la mayor parte de los puntos relativos de su regulación (61) . De hecho incluso podría decirse que la omisión de trámites relevantes es ya característica propia de los procedimientos monitorios (demanda y título de ejecución son, aunque no las únicas omisiones, las más llamativas en todos los casos). Desde este punto de vista, si en la regulación de los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC se incide todavía más en estas omisiones, todavía permitiría afirmar que estos procedimientos son todavía «más monitorios». En todo caso, no solamente se omite una referencia a la «demanda», actualmente lógica dado que no se trata de un verdadero proceso, como iniciadora del procedimiento, sino que, como se ha visto antes, ni siquiera parece exigirse que se formule una petición. Los términos del art. 34 LEC y lo mismo atendido el tenor del art. 35 LEC referido a «podrán reclamar (...) presentando minuta» o «presentada esta reclamación, se mandará», dificultan la razonable conclusión de que sea necesaria una petición en forma de demanda para su inicio. Ahora bien, se trata de una conclusión errónea puesto que para iniciar cualquier tipo de procedimiento es necesaria petición de la parte, por quedar excluido el automatismo en el inicio del procedimiento fruto, entre otras cosas, de la subsistencia del principio dispositivo en el proceso civil. En cualquier caso, más que especialidad, representa nota característica en todos los procedimientos monitorios que la regulación, pretendiendo simplificar, resulte poco clara cuando no errónea.

Especialidad lógica es la de los elementos objetivos y subjetivos (abogados, procuradores y defendidos, representados), así como, en consecuencia, la documentación específica que permite su inicio (cuentas, minutas). Y precisamente porque se ha entendido que lo merece es por lo que se introduce una regulación específica en nuestro ordenamiento procesal.

Al margen de otras diferencias, incluidas las incoherencias y tratamiento parcialmente desigual que presentan los arts. 34 y 35 LEC, estos procedimientos merecen el calificativo de especial por los trámites específicos que se han previsto para sustanciar la oposición, su carácter sumario y por la exclusión de efecto de cosa juzgada -faltaría más que una decisión adoptada por un funcionario por muy judicial que sea tuviera efectos de cosa juzgada material-.

Como veremos en su momento, la cuenta del procurador podrá ser impugnada por ser los derechos o gastos indebidos. A tal efecto, «el secretario judicial examinará la cuenta y las actuaciones procesales, así como la documentación aportada y dictará, en el plazo de diez días, auto determinando la cantidad que haya de satisfacerse al procurador, bajo apercibimiento de apremio si el pago no se efectuase dentro de los cinco días siguientes a la notificación». Por su parte, la minuta del abogado, además de lo anterior, también podrá ser impugnada por ser los honorarios excesivos. En tal caso, «se procederá previamente a su regulación conforme a lo previsto en los arts. 241 y siguientes, salvo que el abogado acredite la existencia de presupuesto previo en escrito aceptado por el impugnante, y se dictará decreto fijando la cantidad debida, bajo apercibimiento de apremio si no se pagase dentro de los cinco días siguientes a la notificación».

De ese modo se establece el carácter sumario de estos procedimientos, en cuanto que la oposición se encuentra limitada específicamente al ámbito concreto que se determina (la aportación documental). Consecuentemente, se excluye la eficacia de cosa juzgada cuando en ambos casos se prevé que «este decreto no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior».

La jurisprudencia le suele reconocer su carácter especial. Valga como ejemplo, entre otras, la citada antes SAP Soria de 20 de noviembre de 2006, cuando con cierto mimetismo de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional sobre el mismo, no duda en calificar el procedimiento como «privilegiado» y «especial»:

«... el proceso de reclamación de derechos devengados a favor de procurador y de honorarios debidos a letrado, regulado en los arts. 34 y 35 LEC, representa un cauce procedimental privilegiado (...) procedimiento especial de «jura de cuentas» (...) un procedimiento especial, en virtud del cual, de forma rápida, sencilla y sumaria puedan resarcirse los gastos anticipados o los servicios realizados por el profesional (...) cauce procedimental específico y abreviado de reclamación.»


En similar sentido, el AAP Madrid, Sección 21.ª, de 14 de septiembre de 2007, Ponente: Cánovas del Castillo Pascual, María Almudena. LA LEY 169619/2007, señala que:

«El procedimiento de reclamación de honorarios por un letrado a su clientes a que se refiere el art. 35 de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil es un procedimiento especial y privilegiado, a través del cual se permite al letrado que ha intervenido en un proceso resarcirse de forma rápida y sencilla de los trabajos por él realizados en aquél frente al arrendador de sus servicio.»


e)  Recapitulando: se trata de un procedimiento monitorio más que especial

Al margen de ciertas imprecisiones, omisiones e incoherencias, la estructura de los procedimientos regulados en los arts. 34 y 35 LEC es la propia de la llamada técnica monitoria: partiendo de un crédito documentado, formulada reclamación, se requerirá para que el deudor pague o formule oposición pues, en caso contrario, se despachará ejecución.

Si, como se ha defendido (62) , monitorio impone que la oposición se resuelva en un cambio de naturaleza y dinámica procedimental, esto es, algo así como ocurre con el art. 818 LEC: finalización formal del monitorio y apertura de un proceso ordinario -pleno, con cosa juzgada y hasta adecuado por la cuantía-, entonces desde luego el procedmiento por cuenta manifestada no es monitorio, sino más bien una categoría más o menos sui generis. Y lo mismo cabe decir si monitorio exigiera, como venía ocurriendo casualmente en nuestro ordenamiento hasta la Ley 13/2009 -no tanto en otros- que su conocimiento se atribuya a un órgano jurisdiccional con decisión de eficacia de cosa juzgada. Desde luego, en mi opinión, será conveniente que así sea a efectos de dotarle de mayor eficacia (63) . Sin embargo, ni una cosa ni otra son imprescindibles por convenientes que puedan considerarse. Como ya indiqué, la esencia del procedimiento monitorio se halla en el juego de eventualidades que incorpora y que permite evitar trámites innecesarios: requerimiento para pagar o formular oposición, si hay pago finaliza y también si se adopta una actitud pasiva pues se despacha ejecución; si, en cambio, se formula oposición, se resolverá ésta, en el supuesto ordinario a través del procedimiento que corresponda por la cuantía (art. 818 LEC) o, en los supuestos especiales, el adecuado por la materia (art. 826 LEC) o incluso el específico (arts. 29, 34 y 35 LEC). Que la oposición se sustancie ahora por un trámite específico solamente permitiría otorgar al procedimiento que ahora nos ocupa el rango de especial dentro de los monitorios (64) , sin perjuicio de que se atribuya su conocimiento al secretario judicial y se resuelva mediante decreto, lo que, aunque no con tanta claridad, parece que ocurre también con el monitorio ordinario de los arts. 812 a 818 LEC; tras la Ley 13/2009, al menos, se avanza en esa línea aunque sea incoherentemente con el mantenimiento del art. 816.2 LEC.

Junto a lo anterior, la nota característica que le otorga la condición de especial es que la oposición consistirá en una impugnación de la cuenta o minuta, según los casos, por indebidos o por excesivos, que se tramitará de forma específica y, lo que es más importante, la resolución que se dicte (decreto del secretario judicial) no tendrá eficacia de cosa juzgada, de lo que cabe entender que el conocimiento será sumario.

Se trata, en definitiva, de un procedimiento informado por la técnica monitoria, similar en cuanto a estructuras con los procesos monitorios de los arts. 812 a 827 LEC incluidas las particularidades del art. 21 de la Ley de Propiedad Horizontal. Con todo, sus especiales características son lo suficientemente relevantes como para no poder afirmar que la regulación contenida en los arts. 812 a 818 LEC deba aplicarse siempre y en todo caso para integrar las lagunas y dudas interpretativas, puesto que en dichos preceptos cabe encontrar tanto normas de aplicación general como otras específicas, como es el caso del límite máximo de 150.000 euros (65)  que no será operativo cuando se sigan los supuestos especiales.

B)  Inclusiones y exclusiones

La consideración como procedimiento monitorio especial no permite todavía establecer definitivamente la naturaleza jurídica de estos procedimientos. En la doctrina y jurisprudencia se han mantenido posturas contrapuestas sobre la propia configuración del proceso monitorio, unas veces negando su carácter jurisdiccional, otras veces situándolo en la órbita de la ejecución o, como en el caso de los procedimientos que ahora nos ocupan, calificándolos como categoría sui generis o meramente incidental. En las siguientes líneas voy a ocuparme de excluir todas las posibilidades puesto que nos encontramos ante un proceso -por tanto, judicial y jurisdiccional- declarativo y formalmente autónomo, aunque sea con todas las especialidades que el legislador ha considerado oportuno.

a)  Argumentos para afirmar su consideración como de naturaleza meramente administrativa o de expediente de jurisdicción voluntaria

La mera atribución de su conocimiento al secretario judicial y su resolución mediante decreto, unido a otros aspectos no sustanciales para esa consideración pero sí en cierto modo coadyuvadores en la misma, permiten negar que nos encontremos ante un verdadero proceso. La reforma operada por la Ley 13/2009 le ha destituido de su condición de proceso y le ha relegado a su condición de mero procedimiento cuya naturaleza no es -o al menos no debería ser- jurisdiccional, sino que se articula como un mero procedimiento que podría encuadrarse, en el mejor de los casos, entre los de jurisdicción voluntaria.

Esta naturaleza no quita que pueda aprovechar la estructura propia de la técnica monitoria. Como se ha indicado antes, los arts. 34 y 35 LEC introducen la estructura monitoria en su configuración procedimental. Tras una petición de pago con determinadas características, se requerirá para pagar o dar razones de lo contrario, con apercibimiento de que, si adopta una actitud pasiva, directamente se despachará ejecución. El hecho de que se incorporen particularidades no empaña que la estructura sea genuinamente «monitoria». Que el procedimiento monitorio adquiera la condición de proceso es algo que requiere sin duda de su atribución a un juez, especialmente claro cuando se dota de eficacia de cosa juzgada a sus decisiones. Esto último no es imprescindible, en cuanto puede ser excepcionado legalmente. Sin embargo, la decisión por un funcionario judicial no puede más que implicar que no constituye ninguna suerte de proceso sino de un mero procedimiento de naturaleza más bien administrativa o, en el mejor de los casos, de jurisdicción voluntaria, lo que, a los efectos que ahora nos interesan, no tendría mayor relevancia.

Desde luego, forma parte de la opción del legislador atribuir competencias a un cuerpo, tradicionalmente poco aprovechado como el de los secretarios judiciales. En mi opinión, las competencias como jefe de la oficina judicial, ejercidas con diligencia y rigor, no son pocas, pero eso es cuestión que no interesa en estos momentos cuando se ha optado por atribuir funciones que, se dice, son de reconocimiento de lo que ya se venía haciendo «de hecho», cosa que posiblemente se podía haber solucionado por otra vía. Pero al margen de opiniones sobre la conveniencia u oportunidad de las atribuciones al secretario judicial en materia de tanta tradición como la que nos ocupa, lo bien cierto es que se le han atribuido tales funciones, rebajando la condición de proceso a los trámites de determinación cuantitativa de lo que corresponde pagar al cliente del abogado y del procurador. Al menos mientras los clientes no decidan formular procesos declarativos ordinarios para que se resuelva plenamente y con eficacia de cosa juzgada -y con todas las garantías derivadas del estatuto judicial- por la jurisdicción.

En fin, aunque solamente sea con la Ley 13/2009, ha de compartirse que se trata de un expediente de jurisdicción voluntaria, sin necesidad de que los procesos que se informan por dicha técnica monitoria merezcan ser considerados como procedimientos afines (66) .

El legislador, desde luego, es libre para configurar las instituciones como considere adecuadas. Si opta por entender que el objeto de este procedimiento no requiere ser instrumentado mediante un proceso y es consecuente con ese entendimiento introduciendo normas que lo establecen, poco podrá discutirse. Otra cosa, por supuesto, son las consideraciones de conveniencia que puedan mantenerse. En mi opinión, la eficacia de los procedimientos monitorios -no su esencia como tales- depende de que tengan eficacia de cosa juzgada y de que exista una vinculación efectiva entre el objeto del procedimiento monitorio y el juicio ulterior de oposición. Con intensidad variable, ambos elementos dotarán a este procedimiento de las notas de eficacia máxima. Si por importes hasta a partir de 3.000 euros la oposición del deudor pone fin al monitorio y surge la carga de formular demanda de juicio ordinario -so pena de condena en costas para el acreedor- y sin consecuencia alguna negativa para el deudor (como posibles condenas en costas o vinculaciones de la defensa con la oposición), el monitorio no es más que un trámite inútil en manos del primer deudor que se oponga aunque no tenga razón ni fundamento en su oposición.

Ciertamente, en alguna ocasión se ha negado la naturaleza jurisdiccional del proceso monitorio. En mi opinión, esta consideración solamente cabría ser explicada, de un lado, visualizando meramente su núcleo más esencial, esto es, una petición del acreedor al juez y el consiguiente requerimiento judicial al deudor con las advertencias correspondientes; y de otro, considerando que tras el juego de eventualidades que implica, sea por pago, oposición o pasividad, el proceso termina (67) . Todo ello adobado con una regulación no siempre completa y ocasionalmente equívoca, en la que, entre otras cosas, se omiten términos como «demanda» para calificar al escrito iniciador del procedimiento, o como calificaciones de las partes como demandante y demandado.

A pesar de que lo anterior no es suficiente para negar su carácter jurisdiccional, en los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC se añade una circunstancia de peso como es su exclusión de la órbita judicial pues, aunque se conozca en la sede de un Tribunal, no se conocerá del mismo ejerciendo función jurisdiccional pues el secretario judicial carece de las mismas (68) . Otra cosa es que deba tomar decisiones que se acercan a las jurisdiccionales cuando admite la petición de reclamación (69) , y lo mismo respecto del decreto por el que, según los casos, bien se despache ejecución directamente, o bien se determine la cantidad que debe abonarse. Actividades estas que implican como mínimo la valoración de la suficiencia del documento y de la obligación contenida en el mismo, así como, en su caso, de las alegaciones y documentación de la oposición. En mi opinión, todas estas actividades parece que son o deberían ser propias de la función jurisdiccional, constitucionalmente reservada a la jurisdicción (art. 117.3 CE). Pero mientras alguna sentencia del Tribunal no lo remedie, habrá de tolerarse este estrechamiento en las concretas actividades que parecen propias de la jurisdicción y, por tanto, estimar que nos encontramos ante un mero procedimiento de naturaleza administrativa o expediente de jurisdicción voluntaria.

b)  Argumentos para excluir su consideración como proceso de ejecución

Aunque sea con énfasis descendente, algunos autores (70) , y todavía demasiada jurisprudencia, mantienen posiciones aparentemente irreductibles que lo vienen considerando como proceso de ejecución o, al menos, preparatorio de la misma (71) . Precisamente en los juicios regulados en los arts. 34 y 35 LEC concurren circunstancias que favorecen su consideración como proceso de ejecución. En efecto, de un lado, el peso de la tradición por la que aunque no de forma unánime sí muy vehemente la entonces llamada «jura de cuentas» se consideraba como juicio ejecutivo o de ejecución (72) . Tradición e inercia que no ha de considerarse como fenómeno irrelevante cuando, como también en otros ámbitos, subsiste en el juzgador la creencia acerca de una determinada naturaleza jurídica a pesar de los cambios legislativos que como mínimo ponen en serias dudas la vigencia de la posición tanto tiempo mantenida. Sin duda se trata de llamativas resoluciones por su contundencia a la hora de calificar la naturaleza ejecutiva aunque, como se verá en este trabajo, no unánimes ni sustentadas en sólidos pilares dogmáticos.

A lo anterior han de añadirse unos caracteres propios de todos los procedimientos monitorios y que, de algún modo, los acercan al proceso de ejecución:

1.º Como el proceso de ejecución, el monitorio también limita su objeto a unas ciertas obligaciones que cumplan determinados requisitos, coincidentes parcialmente con las obligaciones y requisitos propios de la ejecución dineraria (arts. 812 para el monitorio ordinario, 571 y 578 LEC para la ejecución). En el caso de los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC, esta determinación no viene expresamente prevista, ni siquiera por remisión, pero deriva de su propio articulado cuando habla de «cantidades» y de «cuenta detallada y justificada», «minuta detallada» o «suma» que presupone que han de cumplirse los requisitos de «deuda dineraria, vencida y exigible».

2.º Implica también una cierta conminación del deudor, puesto que es elemento clave y esencial de la técnica monitoria, concurrente sin lugar a dudas en los trámites de los arts. 34 y 35 LEC, el requerimiento de pago que realiza el juez, aprovechando una institución característica del proceso de ejecución como es el requerimiento de pago (arts. 580 y ss. LEC).

El aprovechamiento de instituciones características del proceso de ejecución puede provocar alguna confusión, pero no justifica por sí mismo calificar el juicio como de ejecución. Del mismo modo que, por ejemplo, la adopción de una medida cautelar como el embargo preventivo en un proceso de declaración no permite afirmar que el proceso en el que se adopta es de ejecución. Sencillamente se utilizan instituciones propias o características del proceso de ejecución para, atendidas las circunstancias, otorgar una tutela adecuada.

3.º Por último, los juicios monitorios tienden a lograr principalmente la satisfacción al acreedor, provocando el cumplimiento directo por el deudor. Aunque la finalidad del proceso de apremio es también la satisfacción, al margen del convenio de realización judicialmente aprobado a que se refiere el art. 640 LEC, el órgano jurisdiccional o, en su caso, la entidad o persona especializada, será quien conduzca a la satisfacción mediante la técnica de la sustitución y a través fundamentalmente de la subasta salvo que se encuentre dinero.

Todos estos condicionantes provocan una cierta confusión conceptual y que sean habituales los pronunciamientos jurisprudenciales en los que se manifiesta que se trata de un proceso ejecutivo o de función ejecutiva. Confusión que, en mi opinión, se pone de manifiesto entre otros muchos ejemplos cuando la SAP León, Sección 1.ª, de 19 de junio de 2008, Ponente: Del Ser Lopez, Ana. LA LEY 154206/2008, afirma que:

«... por ser un proceso de ejecución se caracteriza por un predominio de la actuación material sobre la declaración jurisdiccional. Así, como en cualquier proceso de ejecución, ni es automática la apertura de la vía de apremio, hallándose el juzgador facultado para examinar in limine litis y ex officio iudicis: a) la concurrencia de los presupuestos procesales exigibles relativos al órgano jurisdiccional (jurisdicción y competencia) y a las partes (accionabilidad, interés, capacidad y titularidad del derecho de acción), b) si en verdad se ha presentado una minuta -o cuenta- "detallada" o "detallada y justificada".»


Además de la anterior, sin ánimo de ser exhaustivo y dado que mantienen posiciones que se sustentan solamente en la inercia histórica y en una regulación especial, como ejemplos de las resoluciones que insisten en que se trata de un proceso «de ejecución» (y «privilegiado») pueden citarse:

La STC 184/2002, de 14 de octubre, cuando aunque sin mayores motivaciones parte de que:

«El título de ejecución (la "cuenta jurada") debe reunir una serie de requisitos...».


La SAP Madrid, Sección 9.ª, de 20 de noviembre de 2008, Ponente: Moreno García, Juan Ángel. LA LEY 251232/2008, cuando rotundamente afirma que:

«... al ser el procedimiento de jura de cuentas un procedimiento puro de ejecución basado en un título extrajudicial, implica un privilegio especial.»


El AAP Santa Cruz de Tenerife, Sección 3.ª, de 9 de enero de 2007, Ponente: Padilla Márquez, María del Carmen. LA LEY 41235/2007, no duda en afirmar que:

«El art. 35 de la LEC establece un procedimiento especial de ejecución, de carácter privilegiado (73) .»


En una misma línea similar, en el AAP Madrid, Sección 20.ª, de 5 de mayo de 2008, Ponente: Gutiérrez Sánchez, Juan Vicente. LA LEY 60202/2008, cabe apreciar claramente la influencia y el peso de la tradición, en este caso por la vía de la cita de la célebre STC 110/1993 (74) , para calificar el proceso, además de incidental, como de ejecución (75) , a pesar del nuevo contexto legal:

«La resolución del presente incidente requiere analizar, siquiera sucintamente, la naturaleza y alcance del procedimiento denominado "jura de cuenta" ante el que nos encontramos y que se regula en los arts. 34 y 35 de la LEC. El Tribunal Constitucional ha señalado que son notas que lo caracterizan, la de tratarse de un procedimiento de ejecución especial para hacer efectivos de una forma sumaria y expeditiva los créditos derivados de una actuación profesional en un determinado proceso, que como tal no goza de la eficacia de cosa juzgada.»


En fin, como dice la SAP Madrid, Sección 10.ª, de 23 de noviembre de 2006, Ponente: González Olleros, José. LA LEY 207040/2006:

«Como tantas veces se ha dicho, el procedimiento de jura de cuentas regulado en los art. 34 y 35 de la LEC 2000 es un procedimiento privilegiado, sumario y ejecutivo, donde los medios de defensa, aunque existen, son limitados.»


Como curiosidad, sobre todo de la escasa coherencia dogmática, para la SAP León, Sección 1.ª, de 19 de junio de 2008, Ponente: Del Ser López, Ana. LA LEY 154206/2008, la naturaleza sería como de «proceso de ejecución especial» aunque al mismo tiempo también de «cognición», si bien «notablemente circunscrita»:

«... en nuestro criterio nos hallamos ante un proceso de ejecución especial y privilegiado (...) por ser un proceso de ejecución se caracteriza por un predominio de la actuación material sobre la declaración jurisdiccional. Así, como en cualquier proceso de ejecución, ni es automática la apertura de la vía de apremio, hallándose el juzgador facultado para examinar in limine litis y ex officio iudicis: a) la concurrencia de los presupuestos procesales exigibles relativos al órgano jurisdiccional (jurisdicción y competencia) y a las partes (accionabilidad, interés, capacidad y titularidad del derecho de acción), y b) si en verdad se ha presentado una minuta -o cuenta- "detallada" o "detallada y justificada". Y aunque la cognición no se encuentra completamente excluida sí aparece notablemente circunscrita a un número limitado de cuestiones; y lo que en él se decida no pasa en autoridad de cosa juzgada material.»


Y todavía como mayor curiosidad, el AAP Sevilla, Sección 5.ª, de 19 de junio de 2008, Ponente: Herrera Tagua, José. LA LEY 205187/2008, basa la resolución en la que considera una naturaleza singular por ser algo así como «ejecutivo-monitoria»:

«Es un procedimiento ejecutivo, que tradicionalmente la doctrina ha señalado que participa de la naturaleza del proceso monitorio en el que, como es sabido, se produce una inversión del contradictorio al colocarse al deudor, ante la solicitud unilateral del acreedor (procurador o abogado), en la posición de pagar la suma reclamada o dar razones justificativas de su oposición al pago impugnado la cuenta en un plazo determinado, con el apercibimiento de estimarse que su inactividad conllevará que el Tribunal despache ejecución por la suma reclamada (...) 4.º El título necesario para el despacho de ejecución consiste en la minuta detallada de los honorarios que hubiere devengado en el pleito.»


En fin, parece que los mal llamados procedimientos de jura de cuenta son considerados según el AAP Madrid, Sección 13.ª, de 21 de octubre de 2008, Ponente: Zarco Olivo, José Luis. LA LEY 240641/2008, como un:

«... procedimiento ejecutivo hábil y específico para hacer efectivos de forma sumaria y expeditiva los créditos derivados de la actuación profesional del propio procurador o del abogado, según el caso, en un determinado proceso y en el seno del mismo.»


Ciertamente las especialidades que recibe este procedimiento son numerosas. También son habituales y aparentemente contundentes pronunciamientos sobre la naturaleza ejecutiva de la todavía -mal- llamada «jura de cuentas», fruto más de la inercia de una tradición que alcanza su máximo exponente en el modo como lo ha calificado en varias ocasiones el Tribunal Constitucional todavía vigente la LEC 1881 (76) . Así, por ejemplo, pone de manifiesto la STC 110/1993, de 25 de marzo, que:

«El procedimiento del art. 8 de la LEC al que se remite el art. 12 contiene un procedimiento, ciertamente no desarrollado, de naturaleza ejecutiva para hacer efectivos de forma sumaria y expeditiva los créditos derivados de la actuación profesional en un determinado proceso y dentro del mismo de procuradores y abogados que, como necesarios cooperadores de la administración de justicia (así se califican expresamente en el Libro V de la Ley Orgánica del Poder Judicial), están sometidos por dicha ley, por la LEC y por sus respectivos estatutos, a una serie de deberes, obligaciones y responsabilidades tendentes al correcto desarrollo del proceso y sin cuya colaboración no sólo se resentiría gravemente el normal funcionamiento del mismo, sino que resultarían de imposible cumplimiento las garantías de efectividad y defensa que impone la Constitución a la tutela judicial.»


Y también un sector doctrinal significativo lo venía considerando como proceso de ejecución (77) . Sin embargo, en mi opinión, no resultaba y desde luego no resulta actualmente suficientemente fundada su consideración como proceso de ejecución.

Con carácter previo, el primer calificativo que merecería ser comprendido debidamente es el de proceso «privilegiado» (78) . Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, puede tener dos acepciones: «que goza de un privilegio» y «que sobresale extraordinariamente dentro de su clase». Descartada esta segunda, se comprueba que según el mismo Diccionario «privilegio» significa «exención de una obligación o ventaja exclusiva o especial que goza alguien por concesión de un superior o por determinada circunstancia propia». Siendo así, el calificativo de privilegiado sería adecuado en todos los supuestos en que se introduzcan especialidades procesales que supusieran ventaja por determinadas circunstancias (79) , sin contrapartida ni razón alguna que lo justificara (80) . Ahora bien, salvo esta justificación, el privilegio implica también la posibilidad de una nota de desigualdad respecto de otras situaciones que puedan ser iguales o análogas (81) . Por tal motivo, para deslindar debidamente las situaciones de diferencia de tratamiento justificadas de aquellas que producen desigualdad (82) , estimo más adecuado excluir el calificativo genérico de privilegiado cuando no se produce desigualdad (83) . En todo caso, calificar el procedimiento como privilegiado puede provocar confusión al favorecer el entendimiento de que se trata de un proceso con ventajas no justificadas y, por tanto, con desigualdades constitucionalmente prohibidas (84) . Si no se produce desigualdad, o si el trato desigual se encuentra justificado, resulta así adecuado encontrar algún término específico y preciso. Si bien la repetida STC 110/1993 alude en varias ocasiones a un procedimiento «privilegiado», concluye la misma que no entraña privilegios subjetivos que puedan encuadrarse entre las discriminaciones personales prohibidas en el art. 14 CE, cuando afirma en su fundamento jurídico cuarto, párrafo 4, que:

«... en los procedimientos de jura de cuentas no se trata de proteger intereses subjetivos o personales en provecho de los profesionales legitimados para promoverlos, sino de que las obligaciones que como cooperadores con la administración de justicia han cumplido dentro del proceso, tengan dentro del mismo el cauce adecuado para reintegrarse de los gastos y contraprestaciones correspondientes a dicha cooperación. Por tanto, no sólo existen motivos objetivos y razonables que justifican estos procedimientos, sino que, en realidad, no cabe hablar de que los mismos entrañan privilegios subjetivos que puedan encuadrarse entre las discriminaciones personales que prohíbe el art. 14 de la Constitución.»


En mi opinión, estimo suficiente y menos confusa la mera calificación de los procedimientos regulados en los arts. 34 o 35 LEC como más que especiales y, si se quiere matizar todavía más, señalando su carácter de abreviado o sumario, sin necesidad de incluir calificativos aunque solamente evoquen o rememoren ciertas dudas de constitucionalidad.

Con todo, el tema más relevante es el de analizar si estos procesos merecen ser considerados como verdaderos juicios «ejecutivos» o de «ejecución» tal y como ya hemos visto que mantiene alguna jurisprudencia con aparente contundencia. En mi opinión, al margen de su actual atribución al secretario judicial, no se justificaba ya tal contundencia analizando las principales características de estos juicios, puesto que el documento que permite la apertura del procedimiento, se trate de minuta de honorarios, de cuenta de procurador o cualquier otro de los previstos en los arts. 812 o 819 LEC, a pesar de que algunos autores lo siguen manteniendo a pesar de la actual regulación (85) , en ningún caso constituye un título ejecutivo extrajudicial (86) . Puede comprenderse fácilmente que así sea cuando el despacho de ejecución se producirá precisamente al constatarse la actitud pasiva que haya adoptado el deudor.

Alguna jurisprudencia se empeña en calificar la cuenta o la minuta como título de ejecución (87) . Así por ejemplo, AAP Granada, Sección 3.ª, de 31 de octubre de 2008, Ponente: Albiez Dohrmann, Klaus Jochen. LA LEY 227775/2008, afirma que

«... conforma el título para el despacho de ejecución la cuenta presentada junto con la verificación por el órgano judicial del cumplimiento de los requisitos jurídicos procesales necesarios para acordar el requerimiento de pago y en su caso posterior apremio.»


Sin embargo, deja bien claro lo contario el AAP Badajoz, Sección 3.ª, de 4 de noviembre de 2005, Ponente: Muñoz Acero, Marina de la Cruz. LA LEY 214851/2005 (88) , cuando afirma que:

«Habiendo tenido efecto oportunamente el requerimiento efectuado a la entidad demandada "Resur Recubrimientos del Suroeste, S.L.", para el pago de la suma reclamada en el presente procedimiento de reclamación de honorarios del abogado, y visto que ha transcurrido el plazo de diez días para impugnar la minuta detallada y justificada presentada, sin haber formulado oposición a la misma, de conformidad con lo preceptuado en los párrafos 1.º y 3.º del art. 35 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, procede despachar ejecución por la cantidad reflejada en la minuta de honorarios.»


Lo que implica que el título ejecutivo no es la cuenta o la minuta. Así, como afirma el AAP Cádiz, Sección 8.ª, de 16 de junio de 2008, Ponente: Marín Fernández, María Lourdes. LA LEY 227156/2008:

«Puesto que, como sucede en el presente caso, el deudor no ha pagado la cantidad reclamada ni ha formulado oposición en el plazo concedido, procede, pues, despachar ejecución contra el poderdante, facilitándose a la procuradora solicitante testimonio de esta resolución que le servirá de título ejecutivo como comprendido en el art. 517.9.º de la LEC.»


A pesar de ello, incluso reconociendo que los documentos que permiten su inicio no son propiamente títulos ejecutivos, algunos autores se empeñan en considerar que su naturaleza resultaría bien análoga a la propiciada por el juicio ejecutivo (89) , o bien al menos preparatoria de la misma ejecución, configurado por un conjunto de actuaciones previas y preparatorias, sin autonomía como verdadero proceso distinto del de ejecución (90) . Con todo, la mayoría se decantaba por la naturaleza del procedimiento monitorio como de declaración (91) . Sin embargo, no siempre mantienen con la misma contundencia esta misma postura cuando nos encontramos concretamente con los procedimientos para la reclamación de honorarios por abogado y de derechos y suplidos por procurador. Para ello se llegan a formular intentos de soluciones eclécticas como, por un lado, negando su carácter de verdadero proceso de ejecución, y por otro, afirmando algo tan poco esclarecedor como que se trataba de «un proceso declarativo especial y sumario, con predominante función ejecutiva» (92) .

Esta «función ejecutiva» puede ser el modo de denominar las instituciones o caracteres que como hemos visto comparte de algún modo con el proceso de ejecución. Pero ni la fuerza de la tradición ni sus ciertas semejanzas con el proceso de ejecución justifican considerarlo de tal modo, ni siquiera como meramente preparatorio de la misma. Si bien se mira, se trataba de un proceso tan tendente a la ejecución como puede serlo cualquier proceso declarativo que finalice con condena y no se cumpla voluntariamente con el deber de prestación que implica. Eso sí, en los genuinos procedimientos monitorios la demanda, se llame así o no, hasta la Ley 13/2009 en todos los casos, operaba como una doble demanda: la del monitorio y, en caso de que se adopte una actitud pasiva, la de la ejecución que se despacha tras el requerimiento y tras constatar que no paga ni formula oposición. Actualmente, aunque se mantiene inalterado el punto 3 de los arts. 34 y 35 LEC, cabe afirmar que la ejecución exigirá solicitud conforme a lo previsto en el art. 816.1 LEC.

Quizá lo más relevante en la técnica monitoria sea que se caracteriza por la eventualidad, esto es, por convertir en meras posibilidades los trámites que lo integran distintos al propio requerimiento de pago, y evita así tramitar actos procesales innecesarios. Entre otras posibilidades, si el deudor no paga ni formula oposición, se evitan todos los trámites y directamente -aunque ahora pueda mediar solicitud conforme al art. 816.1 LEC- se acude a la ejecución. Se hacen así obvias o implícitas actuaciones como dictar un título de ejecución «al uso», como sería una sentencia condenatoria. Pero en realidad estos actos pueden encontrarse tras las carencias de regulación expresa. Y como en toda ejecución, será necesario un deber de prestación que deba cumplirse: una condena en el caso de las resoluciones. Por tal motivo, tal condena ha de entenderse implícita previa al despacho de ejecución (93) .

Pues bien, para entender que el monitorio no es más que un proceso de declaración basta apartar los velos de sus afinidades con el proceso de ejecución dineraria, meramente por cuanto tiende a la satisfacción del acreedor; y el velo de que muchos de sus trámites, en particular la correspondiente sentencia condenatoria y hasta el mero hecho de declarar y condenar, se consideren implícitos en el caso de que el deudor no pague completamente ni se oponga. Hecha esta labor de desbroce, puede visualizarse -siempre que se atribuya a quien ostente potestad jurisdiccional- un verdadero proceso, en todo caso de declaración, aunque pueda ser sumario y con unos caracteres específicos y diferenciados respecto de los procesos considerados ordinarios.

Lo bien cierto es que el documento que permite la apertura de los procedimientos previstos en los arts. 34 y 45 LEC, sea la minuta de honorarios del abogado o la cuenta con los derechos y suplidos del procurador, del mismo modo que los documentos que permiten la apertura de cualquier otro procedimiento monitorio, en modo alguno tienen reconocida la condición de título de ejecución (94) . La petición de inicio, acompañada de la correspondiente minuta o cuenta, permitirá abrir el núcleo esencial del procedimiento y practicar un requerimiento para que en un plazo determinado pague y, en el caso de que no lo haga ni formule oposición, previa solicitud se despache ejecución, de forma muy similar a la de cualquier otro procedimiento monitorio. La ejecución, por tanto, se abrirá en su caso una vez haya finalizado el monitorio, tras la constatación judicial de que se ha efectuado el requerimiento debidamente, de que en el plazo conferido ha adoptado una actitud pasiva (o ha pagado parcialmente) y se solicita (95) .

Tampoco tendrán estos documentos la consideración de título de ejecución en el caso de que se haya formulado oposición puesto que, por último, se dictará una resolución que será el eventual título de ejecución (96) . Ahora bien, también es cierto que la principal especialidad de los procedimientos previstos en los arts. 34 y 35 LEC radica precisamente en este punto, solventando la impugnación por indebidos sin vista o audiencia alguna. El «secretario judicial» sencillamente se limitará al examen de la cuenta, o en su caso minuta, de las actuaciones procesales así como de la documentación aportada, y resolverá mediante decreto, irrecurrible y sin efecto de cosa juzgada, en el que determinará la cantidad (art. 34.2.II y III LEC). Pues bien, aunque ciertamente la LEC podía haber sido más clara en este punto, el título ejecutivo será el citado decreto en el que se habrá determinado la cantidad a abonar (arts. 34 y 35, en relación con el 517.2.9.ª LEC), de modo que para su ejecución serán aplicables las reglas generales (arts. 517 y ss. LEC), con la única particularidad de que el plazo de espera para despachar ejecución fijado en veinte días desde la notificación de la resolución (art. 548 LEC) se reduce en estos casos a solamente cinco.

Y exactamente lo mismo ocurre en el caso de que en el procedimiento previsto en el art. 35 LEC los honorarios se impugnaran por excesivos. En tal caso el procedimiento varía, puesto que previene el punto segundo párrafo tercero del citado precepto que se «se procederá previamente a su regulación conforme a lo previsto en los arts. 241 y siguientes, salvo que el abogado acredite la existencia de presupuesto previo en escrito aceptado por el impugnante». Sin embargo, de un modo o de otro, al final «se dictará igualmente decreto fijando la cantidad debida, bajo apercibimiento de apremio si no se pagase dentro de los cinco días siguientes a la notificación», de modo que también en este caso para su ejecución idénticamente serán aplicables las reglas generales sobre ejecución, con la única particularidad de que el plazo de espera será de cinco días.

Parece claro, con todo, que los procedimientos regulados en los arts. 34 y 35 LEC no son, en modo alguno, juicios ejecutivos (en realidad, no pueden ser llamados en puridad ni siquiera juicios). Ni siquiera estimo adecuado describirlos como de «función predominantemente ejecutiva». Calificativo equívoco que alude bien a algunas coincidencias con la ejecución o a uno de los efectos propios de la llamada «técnica monitoria» y es que, en la eventualidad de que adopte una actitud pasiva tras el requerimiento de pago, solamente se perderá tiempo con la mera solicitud de ejecución por el acreedor (art. 816.1 LEC). Mediante el juego de eventualidades propio de la técnica monitoria se logra eficiencia del procedimiento y, con suerte, su rapidez, por eso, ante la eventualidad de la inactividad del deudor se abrirá el proceso de ejecución solamente con la mera solicitud del acreedor. Esto no significa que el procedimiento informado por esta técnica monitoria tenga alguna función predominantemente ejecutiva, sino simplemente que la falta de oposición y pago permitirá obviar trámites para abrir la ejecución sin mayores esfuerzos que una mera solicitud.

Aparte de estas consideraciones de carácter general, todavía puede añadirse un importante argumento específico a favor de la naturaleza declarativa, como es la propia coherencia con el tratamiento de estos juicios.

1.º La naturaleza como proceso de ejecución no es coherente con que su conocimiento corresponda al secretario judicial del lugar en que éste radicare, al menos mientras no radique en un juzgado de primera instancia.

2.º Tampoco encuentran coherencia esta naturaleza con los criterios jurisprudenciales en lo relativo a la preceptividad de la postulación y en materia de costas, donde se estima principalmente que no es preceptiva la postulación, bastando con la actuación del abogado o procurador correspondiente y sin imponerla en todo caso al «deudor-ejecutado».

3.º Si se tratara de un proceso de ejecución, en un mismo proceso se estarían otorgando dos posibilidades de oposición a favor del deudor: la que permitiría impugnar por indebidos o, en su caso, por excesivos conforme a los arts. 34 y 35 LEC (97) , y la que autorizan los arts. 556 y ss. de la misma Ley.

c)  ¿Categoría sui generis?

Excluida la naturaleza ejecutiva de los procesos tan someramente regulados en los arts. 34 y 35 LEC todavía resta realizar alguna consideración sobre su calificación como categoría sui generis de proceso entre declarativo, monitorio y de ejecución (98) .

El procedimiento monitorio de los arts. 812 a 818 LEC, aunque especial respecto del juicio ordinario y verbal, puede considerase «común» en relación con otros procedimientos de técnica monitoria como los de los arts. 34 y 35 LEC dadas las especialidades que éstos introducen. La sustantividad de todos los procedimientos monitorios se encuentra en su finalidad. Según la exposición de motivos de la LEC, que tenga «protección rápida y eficaz el crédito dinerario líquido de muchos justiciables y, en especial, de profesionales y empresarios medianos y pequeños». Para ello se crea un procedimiento especial en el que, como se ha visto, se utiliza la que puede denominarse técnica de la «eventualidad» (se abre la sustanciación de la oposición solamente si hay impugnación; se abre la ejecución si no se cumple el requerimiento), así como ciertos aspectos comunes con el proceso de ejecución (determinadas obligaciones dinerarias con ciertos requisitos, conminación del deudor y finalidad de lograr la satisfacción del acreedor).

Esta especial configuración puede ser entendida en cuanto que el procedimiento monitorio supone una reacción ante la situación que se planteaba en los juicios ejecutivos (actitud normalmente pasiva del deudor), de modo que se presenta como una evolución legislativa, mejorada, del anterior juicio ejecutivo o, al menos, se trata de un proceso en cuya regulación se ha tenido muy en cuenta la experiencia acumulada acerca de este mismo juicio ejecutivo en cuanto se consigue gravar la conducta pasiva del deudor (99) .

Todo esto explica algunas confusiones conceptuales (100)  y que se haya afirmado que estos procedimientos tengan una especie de naturaleza propia, algo así como de «facilitación», o como una «modalidad procedimental» inclasificable por diversa -algo así como «hermafrodita»- (101) . Como concluyen MORENO y ARNAIZ (102) , «la naturaleza de este proceso, que resulta un híbrido entre un juicio ejecutivo, un proceso monitorio y un proceso declarativo».

Por este motivo, no resultan poco habituales pronunciamientos jurisprudenciales en los que, entre otros calificativos, denominan a estos procedimientos como «atípicos». Así, por ejemplo y entre otras, la SAP Las Palmas, Sección 5.ª, de 19 de junio de 2008, Ponente: Herrera Puentes, Pedro Joaquín. LA LEY 126022/2008, pone de manifiesto que:

«... como se ha venido manteniendo por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y también por la denominada jurisprudencia menor, este proceso llamado "de cuenta jurada" o de "jura de cuentas" es un procedimiento atípico, peculiar y privilegiado -como reconocieron las SSTS, Sala 1.ª, de 7 de diciembre de 1932 y 20 de noviembre de 1967-.»


Profundizando algo más, hasta la creación del título nos encontraríamos ante un proceso sumario y ausente de contradicción aunque con una función de conocimiento mínimo para preparar el título ejecutivo; si el deudor no comparece, adquiere claramente naturaleza ejecutiva; y si comparece, se convierte en un juicio declarativo, en este caso especial y sumario.

Este carácter multívoco es el que parece que se ha impuesto en la Ley 13/2009, cuando al modificar la LEC, además de atribuir su conocimiento a los secretarios judiciales (sorprendentemente manteniendo el efecto de cosa juzgada material en su aspecto excluyente al menos en el art. 816.2 LEC), refuerza la autonomía formal entre el núcleo esencial monitorio -el requerimiento- y la fase de oposición al mismo. En mi opinión, convendría haber entendido convenientemente la declaración sin oposición -y reconocimiento ficto del crédito contenido en el documento- o con oposición, formalmente instrumentado como otro proceso cuyo objeto es precisamente conocer de la oposición al monitorio; y a su vez se deslinda del proceso de ejecución posterior. Tras esta terapéutica labor nos encontraríamos ante un proceso-procedimiento monitorio especial, de naturaleza declarativa en el que, cuando se formula oposición, se sustanciará por unos trámites igualmente especiales y sumarios.

La reforma operada por la Ley 13/2009 ha optado por considerar como monitorio únicamente su núcleo esencial: el de la fase de requerimiento, olvidando que la oposición, por muy autónoma formalmente que se presente, no solamente va a decidir el ámbito material del recurso sino que va a dar operatividad práctica al derecho de defensa de las partes. Si monitorio solamente es eso, como parece, no es necesario que sea judicial, ni ejerciendo funciones jurisdiccionales, ni que tenga eficacia de cosa juzgada, ni vinculación alguna con el posterior proceso declarativo de oposición. El monitorio, si es así, en mi opinión, además de las serias dudas de constitucionalidad en cuanto a su configuración concreta, se encontrará mal aprovechado y su utilidad real en entredicho. Buena prueba de ello es el monitorio a partir de 3.000 euros que, como ya he puesto de manifiesto en alguna ocasión (103) , es un buen método de perder el tiempo cuando el deudor formule oposición, cosa que hará en la práctica solamente con tener unos mínimos conocimientos.

Desde luego, el hecho de que la oposición pueda ser especial o sumaria excluye su naturaleza monitoria, por lo que no habría más remedio que «buscar» una categoría autónoma. Sin embargo, para describir la especial regulación que contienen estos procedimientos, antes de inventar una categoría procedimental autónoma, estimo más adecuado reconocer sencillamente su carácter más que especial.

d)  Argumentos para excluir su carácter preparatorio o incidental

En relación con el procedimiento monitorio ordinario algunos autores ya sostienen que su naturaleza jurídica es de «diligencias preparatorias o preliminares» o de «incidente». Este debate adquiere tintes especiales en el proceso por cuenta manifestada regulado en los arts. 34 y 35 LEC, en tanto que al menos una de sus especialidades favorecen su naturaleza meramente incidental: la atribución de su conocimiento al secretario judicial del órgano en que «radique» el asunto.

La atribución de esta facultad parece que sería funcional. En efecto, aunque no sea un alarde de claridad, según el art. 34 LEC, «cuando un procurador tenga que exigir de su poderdante moroso las cantidades que éste le adeude por los derechos y gastos que hubiere suplido para el asunto, presentará ante el Secretario judicial del lugar en que éste radicare cuenta detallada y justificada...»; y, su vez, el art. 35 LEC no prevé expresamente esta atribución, si bien la jurisprudencia mutatis mutandis (hasta la Ley 13/2009 se trataba de atribución de competencia judicial) ha venido entendiendo mayoritariamente que también aquí se atribuye al del lugar en que «radicare» el asunto.

Entre otras, pone de manifiesto la SAP León, Sección 1.ª, de 19 de junio de 2008, Ponente: del Ser Lopez, Ana. LA LEY 154206/2008, que:

«... la competencia, funcional, corresponde al órgano jurisdiccional ante el cual radique el litigio en que se hayan devengado los honorarios.»


Lo que el AAP Las Palmas, Sección 5.ª, de 16 de abril de 2004, Ponente: García Van Isschot, Carlos Augusto. LA LEY 89907/2004, justifica en que:

«... la regla especial de competencia propia del procedimiento privilegiado de "jura de cuentas" (en virtud de la cual el Tribunal competente es aquel en el que radicare el asunto del que deriva el crédito) está íntimamente ligada al fundamento y justificación de la existencia de un procedimiento privilegiado para la tutela de los créditos que ostentan abogados y procuradores como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, en la medida en que el Tribunal en el que radica el asunto podrá comprobar, en el caso de oposición del supuesto deudor, si las actuaciones profesionales por las que se minuta han sido efectivamente desarrolladas por el profesional acreedor y si las cantidades reclamadas se ajustan a estas actuaciones efectivamente realizadas.»


Llega a estimarse esta competencia como funcional hasta el punto de atribuirse a los correspondientes órganos jurisdiccionales aunque no formen parte del orden civil. Así, por ejemplo, según la sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, de 3 de noviembre de 2004, Ponente: García Sánchez, Juan Francisco. LA LEY 10996/2005 (104) :

«... este especial procedimiento de jura de cuentas es, obviamente, un incidente del pleito principal del que dimana; es incuestionable que los Tribunales del Orden Social de la Jurisdicción tienen plena competencia para conocer y resolver las específicas pretensiones en él ejercitadas en virtud de lo que dispone el art. 55 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.»


En el mismo sentido se justifica la atribución de competencia genérica de los órganos penales también en la naturaleza «incidental» de este procedimiento. Como indica el AAP Girona, Sección 2.ª, de 4 de junio de 2008, Ponente: Rey Huidobro, José Isidro. LA LEY 144290/2008:

«... el competente para conocer es el Juzgado de Instrucción y 1.ª Instancia núm. 3 de Figueres, por ser el que tramitó el procedimiento penal del que la cuenta jurada constituye un incidente, juzgado que nunca debió inadmitir dicho procedimiento.»


En fin, carácter incidental íntimamente relacionado con la atribución de competencia que, incluso cuando no está claramente atribuida al del lugar «donde radique el asunto» como ocurre en el art. 35 LEC, la jurisprudencia la extiende. Así, por ejemplo, el AAP Sevilla, Sección 5.ª, de 10 de marzo de 2008, Ponente: Sanz Talayero, Fernando. LA LEY 180355/2008, afirma que:

«Desestimación que en todo caso se hubiese producido, pues es también absolutamente clara la falta de competencia funcional del Juzgado de Primera Instancia núm. 15 para conocer de la reclamación de honorarios formulada por el letrado a su cliente, haciendo uso del procedimiento llamado de jura de cuentas del art. 35 de la LEC . Aun cuando el art. 35 LEC nada exprese sobre el órgano que debe conocer de la reclamación del letrado, para determinar la competencia este precepto ha de ponerse en relación con el anterior que regula el mismo procedimiento respecto de la reclamación del procurador a su poderdante, dándose identidad de razón entre uno y otro supuesto, así como con el art. 61 de la LEC, que establece que el órgano que tenga competencia para conocer de un pleito la tendrá también para resolver sobre sus incidencias. Y la reclamación de honorarios que haga un letrado a su cliente de los devengados en el pleito en el que le ha defendido, utilizando el privilegiado y especial procedimiento del art. 35 de la LEC en relación con el 34, es un incidente del asunto en el que los honorarios se han devengado, por lo que es claro que la competencia corresponde al juzgado que esté conociendo del asunto en el que el letrado ha prestado sus servicios profesionales por los que minuta al cliente deudor.»


Lo anterior explica que suela ser nota habitual considerar o denominar a estos procedimientos como incidentes o incidentales por algunos autores (105)  y sobre todo por la jurisprudencia (106) . Tema que resulta de cierta importancia en cuanto la calificación jurídica de su naturaleza conduce a resultados diversos de integración normativa en caso de laguna.

Desde luego, los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC no se corresponden, ni por cercanía, con ninguna de las diligencias preparatorias o preliminares de las contempladas en el art. 256 LEC. En cambio, no resulta tan sencillo excluir su encuadramiento entre las cuestiones incidentales a que se refiere el art. 387 LEC si no fuera porque su conocimiento se atribuye al secretario judicial. En efecto, según este último precepto, «son cuestiones incidentales las que, siendo distintas de las que constituyan el objeto principal del pleito, guarden con éste relación inmediata, así como las que se susciten respecto de presupuestos y requisitos procesales de influencia en el proceso». Sin duda el objeto de los procedimientos previstos en los arts. 34 y 35 LEC -la reclamación de las cantidades correspondientes a los derechos a favor del procurador y gastos que hubiere suplido para el asunto, o por los honorarios del abogado que hubieren devengado en el asunto- guarda alguna relación con el pleito del que dichos créditos dimanan. Siendo lo anterior cierto, resulta altamente dudoso que guarden una relación inmediata con el «objeto principal» del citado pleito. Aunque se generan como consecuencia de su actuación en el mismo pleito, si bien se mira no guardan una verdadera «relación inmediata» con el objeto principal del pleito ni, mucho menos -a pesar de que la capacidad de postulación sea presupuesto procesal- con las cuestiones que se susciten respecto de los presupuestos y requisitos de influencia en el proceso. Y es que la circunstancia de que la parte remunere a su procurador y abogado en poco o nada condiciona la admisibilidad, constitución o la viabilidad del objeto principal del mismo pleito.

Precisamente esta relación no inmediata con el objeto principal del pleito explica y justifica que su tramitación no se corresponda con la de los incidentes «de especial pronunciamiento» (art. 389 LEC), ni con las de «previo pronunciamiento» (art. 390 LEC). Por tanto, no se resolverán -ni falta que les hace- separadamente en la sentencia antes de entrar a resolver sobre lo que sea objeto principal del pleito; ni mucho menos con la suspensión del curso de las actuaciones hasta que se resuelvan. Cuestión distinta se plantearía en cambio si el problema suscitado no se limitara al pago de los derechos o minutas de procuradores o abogados sino a la efectiva representación o defensa técnica. En este caso nos encontraríamos ante un condicionante de la admisión de la demanda o de la válida personación del demandado o, quizá aunque difícilmente en la práctica, ante una cuestión incidental de previo pronunciamiento en los términos del art. 391.1.º LEC.

Podría argumentarse que se trata de una cuestión incidental con una tramitación específica, la de los arts. 34 y 35 LEC, de modo que, tal y como previene el art. 388 LEC no se ventilará en la forma establecida en los arts. 389 y ss. LEC. Sin embargo, en mi opinión, el hecho de que los créditos a favor del procurador y abogado dimanen de un concreto litigio podrá justificar que se establezcan previsiones especiales relacionadas con el procedimiento que genera los créditos (como la competencia del secretario judicial del lugar en que «radique» el asunto), pero, por no guardar una verdadera relación inmediata con el objeto del pleito, sin que se trate de una verdadera cuestión incidental.

En definitiva, la cierta vinculación material con el proceso del que dimanan los créditos reclamados explica algunas de las especialidades características del procedimiento por cuenta manifestada regulado en los arts. 34 y 35 LEC, principalmente que se atribuya en atención al lugar en que se tramitó el proceso que genera el crédito y que solamente puedan reclamarse los créditos generados con ocasión del pleito -y no otros por servicios «extrajudiciales»- (107) . Sin embargo, se regula con autonomía formal, máxime cuando tras la Ley 13/2009 se atribuye su conocimiento al secretario judicial y se resuelve mediante decreto.

Es más, el carácter pretendidamente incidental de este procedimiento no se cohonesta bien con otros aspectos específicos de esta regulación.

Previamente ha de advertirse que el Tribunal Constitucional no acepta su competencia para conocer de la jura de cuentas, lo que no solamente mitiga el posible carácter incidental del procedimiento que estudiamos, sino que incluso en el eje de su argumentación se encuentra la negación de su carácter incidental como cuestión directamente relacionada con la materia que conoce (108) . Entre las resoluciones más recientes, y exponente de una reiterada doctrina constitucional (109) , se pone de manifiesto en el ATC 198/1998, de 28 de septiembre, que:


«Como punto de partida para resolver la cuestión que se nos plantea, conviene recordar que este Tribunal ha declarado en muy repetidas ocasiones que carece de jurisdicción y competencia para conocer de las peticiones de "jura de cuentas" (...).

Esto sentado, es cierto que el art. 3 LOTC, como hemos señalado, atribuye de forma genérica a este Tribunal el conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales que, si bien no pertenecen al orden constitucional, sin embargo, se encuentran "directamente relacionadas con la materia de que conoce", añadiendo que ello sólo tendrá lugar "a los solos efectos del enjuiciamiento constitucional de ésta". (...) es claro que con la jura de cuentas no se pretende resolver cuestión incidental alguna directamente relacionada con la demanda de amparo en su día planteada, a los efectos del correspondiente enjuiciamiento constitucional, en su día resuelto. Como dijimos en el ATC 218/1996, el art. 3 LOTC "no comprende la jura de cuentas, procedimiento dirigido a resolver determinadas cuestiones económicas entre el procurador y su cliente, relacionadas con la prestación profesional de éste, que en modo alguno cabe entender como incidentales de las materias de que conoce este Tribunal, dándose además la circunstancia de que no guardan relación alguna con el enjuiciamiento constitucional de tales materias" (fundamento jurídico 2.º). Debe, por tanto, acogerse lo alegado por el Ministerio Fiscal cuando concluye que "mal puede ser considerado el cobro de un crédito nacido de una relación profesional -arrendamiento de servicios- como una materia directamente relacionada con materia constitucional alguna. Conviene, finalmente, añadir que los preceptos reguladores de la jura de cuentas no se hallan entre los incluidos como de aplicación supletoria en el art. 80 LOTC".

3. Dicha doctrina, por otro lado, y de acuerdo con lo manifestado en su escrito de alegaciones por el Ministerio Fiscal, no produce infracción alguna del derecho a la tutela judicial efectiva invocado por la recurrente, por cuanto la falta de jurisdicción o competencia de este Tribunal para tramitar el expediente de "jura de cuentas" no cierra en modo alguno las puertas a la obtención de una efectiva tutela judicial del crédito que ahora se reclama en concepto de honorarios por la prestación de servicios profesionales.»



Asimismo, las partes legitimadas no se corresponden exactamente con las del procedimiento del que se supone que es incidental. Ha de reconocerse que existe una parcial coincidencia entre los elementos subjetivos: representante y abogado en el primer proceso que pasa a ser legitimado activo en el segundo; y representado y defendido en el primero que pasa a ser legitimado pasivo en el segundo. Pero resulta ciertamente significativo que en un procedimiento que se pretende como incidental no exista identidad total entre las partes legitimadas. Partiendo de que la parte es la representada y no la representante ni mucho menos el abogado defensor, es claro que en los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC y aquellos en los que se genera el crédito que se reclama no existe identidad entre las partes. Legitimado activo será el procurador o el abogado frente a quien fue su poderdante o defendido en aquel procedimiento como legitimado pasivo.

Lo mismo ocurre con la postulación. Una coherencia con el carácter incidental del procedimiento habría de implicar que el carácter preceptivo o facultativo de la postulación fuera coincidente entre el proceso «principal» y el incidental. Argumenta muy bien esta coherencia la SAP Pontevedra, Sección 1.ª, de 19 de enero de 2006, Ponente: Rodríguez González, María Begoña. LA LEY 6586/2006, cuando afirma que:


«... si el procedimiento principal no exige el cumplimiento de requisitos de postulación, tampoco los exige el incidental dependiente y accesorio del mismo porque sería tanto como entender que en un mismo procedimiento existen una suerte de "compartimentos estancos" a modo de parcelas procesales autónomas en cuanto a sus requisitos y efectos que lo desvinculan de aquel otro en el seno del cual se está produciendo, siendo así que ello no es posible porque todos los efectos del proceso quedan establecidos con su admisión a trámite, sin perjuicio de ulteriores vicisitudes que puedan alterar la condición del elegido.»

Palabras estas que comparto plenamente. Por tal motivo que, si lo que la jurisprudencia hasta machaconamente insiste en denominar como procedimiento de «jura de cuentas» fuera un mero incidente del proceso en el que surgen los créditos reclamados, la coherencia con lo dicho conduciría a concluir que la postulación habría de ser la misma que la del procedimiento del que es incidente. Pero esto no es así, como no coinciden los legitimados. Ante ello, solamente caben dos posibilidades: se trata de un incidente muy especial o, en realidad, se trata de un procedimiento autónomo aunque con cierta vinculación especial. En mi opinión, esta segunda posición es la más correcta.

De otro lado, el procedimiento de los arts. 34 y 35 LEC, a diferencia de lo que ocurre con el del art. 29 LEC, puede instarse una vez finalizado el proceso que genera el crédito, máxime cuando el dies a quo del plazo trienal de prescripción del art. 1967 CC empieza a correr desde que dejaron de prestarse los correspondientes servicios (110) , lo que resulta absolutamente incompatible con cualquier consideración incidental de este procedimiento (111) . Carácter incidental que, con todo, merece ser reputado como mero «espejismo» jurídico sin más fundamento que una apreciación intuitiva y poco meditada acerca de este tan especial procedimiento monitorio.



IV.  CONCEPTO Y CARACTERES PRINCIPALES

Partiendo de la naturaleza de procedimiento monitorio, aunque sea muy especial y no alcance la categoría de proceso, los trámites previstos en los arts. 34 y 35 LEC pueden ser descritos con carácter general como de declaración especial en los que el acreedor -abogado o procurador- solicita al secretario judicial que requiera al deudor -representado o defendido en un determinado proceso- para que pague totalmente o formule oposición, con la advertencia de que, en caso contrario, se despachará ejecución. Su terminación se producirá con el pago total, por satisfacción; si se formula oposición, porque se transforma formalmente en el procedimiento previsto para la impugnación de la cuenta o la minuta; y si no se cumple el requerimiento o se paga parcialmente, porque previa solicitud se abre la ejecución.

Consiste en un instrumento con vocación de dar eficaz satisfacción al crédito del acreedor a través del requerimiento de pago que formaliza el secretario judicial frente al deudor, dándole plazo para pago o, al menos, para que impugne la cuenta o la minuta; todo ello porque, en caso contrario, se le da conocimiento -o «se le avisa»- de que se despachará ejecución. Se prevé, además, para unas determinadas y concretas prestaciones: las de dar una cierta cantidad de dinero (por los derechos y gastos que hubiere suplido para el asunto o por los honorarios que hubieren devengado en el asunto) que se encuentre documentada en la cuenta detallada y justificada o minuta detallada con declaración de que le son debidos (en otros términos, que se encuentre vencida y sea exigible).

A)  Carácter documental

En derecho español, la llamada técnica monitoria requiere como conditio sine qua non para su inicio de un soporte documental. Los arts. 812 y 815 LEC son ilustrativos. Y no se establece excepción a esta regla en materia de reclamación de derechos y honorarios de procurador y abogado. Los documentos están tipificados y delimitados en la «cuenta detallada y justificada, manifestando que le son debidas y no satisfechas las cantidades que de ella resulten y reclame» (art. 34 LEC) y en la «minuta detallada y manifestando formalmente que esos honorarios les son debidos y no han sido satisfechos» (art. 35 LEC).

Esta delimitación, más o menos formal, resulta coherente con las especialidades que se establecen y que, en comparación con otras posibilidades procedimentales (monitorio ordinario o juicio declarativo que corresponda por la cuantía), deberían -o al menos eso parece pretenderse- ser más favorables (112) .

B)  Vocación de una pretendida «rapidez» desde una perspectiva estrictamente procedimental y carácter sumario

Todo procedimiento caracterizado por la técnica monitoria supone eliminar todos los actos procesales que puedan ser considerados innecesarios. En el caso de que se pague, finaliza el procedimiento; si se formula impugnación, se iniciarán los trámites oportunos para fijar lo debido; y si no se hace una cosa ni otra, podrá abrirse la ejecución. Esta técnica, que puede ser denominada como «de la eventualidad» en cuanto elimina o evita trámites innecesarios, permitirá, con suerte, obtener mayor «rapidez» (113) , al menos en comparación con los procesos «ordinarios» tramitados en el mismo órgano jurisdiccional y en el mismo tiempo.

La principal virtualidad que corresponde a los procedimientos monitorios se centra en que se poda de trámites sólo eventualmente puesto que, en caso de que se formule oposición, ésta se sustanciará por los trámites previstos legalmente (el juicio que corresponda por la cuantía, el verbal adecuado por la materia o, en los procesos que ahora estudiamos, según disponen los arts. 34, 35 y concordantes LEC). A diferencia de lo que se ha previsto para otros procedimientos de técnica monitoria, en este caso se opta por dotarle del carácter sumario sin que, por tanto, esté dotado de eficacia de cosa juzgada. Gráficamente indica la SAP León, Sección 1.ª, de 19 de junio de 2008, Ponente: del Ser Lopez, Ana. LA LEY 154206/2008:

«Y aunque la cognición no se encuentra completamente excluida sí aparece notablemente circunscrita a un número limitado de cuestiones; y lo que en él se decida no pasa en autoridad de cosa juzgada material.»


En mi opinión, salvo en supuestos excepcionales, con carácter general y particularmente cuando la pretensión es estrictamente dineraria, la sumariedad presenta más inconvenientes que ventajas (por supuesto cuando su conocimiento es judicial y jurisdiccional, pues al margen de vías arbitrales, en otro caso no se explica que las decisiones tengan eficacia de cosa juzgada). En la medida que puedan ser alegadas, con mayor o menor fundamento, defensas viables frente a la pretensión de pago, la sumariedad y exclusión de la eficacia de cosa juzgada supone mantener abiertas las situaciones litigiosas, dejando sin una resolución que cierre el conflicto, en contra de la tranquilidad personal y de la seguridad jurídica. Aunque para quien resuelve pueda suponer «quitarse papel» de forma más o menos fácil, implica un éxito pírrico en cuanto que el conflicto va a continuar en el futuro. La mejor protección del crédito y de la posición del acreedor se encuentra precisamente en que un Tribunal (y no un secretario judicial) decida de forma plena y, por tanto, dicte una resolución dotada de eficacia de cosa juzgada que cierre de forma definitiva el debate.

A esto ha de añadirse que la rapidez no depende tanto de cuestiones procedimentales sino de otras cuestiones como los medios personales y materiales de un concreto juzgado, la eficacia y eficiencia en la gestión interna en el órgano jurisdiccional que determinen unos señalamientos adecuados, de los medios y métodos en que se realicen los actos de comunicación con la parte o, en definitiva, del tiempo que transcurra desde la finalización de los plazos impropios hasta su efectiva realización.

Lo bien cierto es que, a pesar de lo anterior, la LEC opta por el carácter sumario de la oposición (114) . Opción de otro lado necesaria, en lo que supone de exclusión de cosa juzgada, cuando no se decide ejerciendo potestad jurisdiccional. Como explica la SAP Cantabria, Sección 4.ª, de 16 de junio de 2008, Ponente: Tafur López de Lemus, Joaquín. LA LEY 162701/2008:

«... la resolución dictada en procedimiento de jura de cuentas no causa efecto de cosa juzgada, ni bajo la vigencia de la nueva LEC, que expresamente declara la falta de efecto de cosa juzgada, ni bajo la vigencia de la LEC de 1881, que no declaraba algo contrario. Por lo demás, y sin necesidad de explayarnos en la cuestión, difícilmente puede sostenerse que el auto resolutorio de la jura de cuentas pueda tener efecto de cosa juzgada, por tratarse de un procedimiento sumario, en el que el deudor de los honorarios y derechos carece de la posibilidad de defenderse, con plenitud de derechos y excepciones, frente a la pretensión contraria.»


En esa línea, resultan contundentes las palabras del AAP Sevilla, Sección 2.ª, de 29 de julio de 2008, Ponente: Álvarez García, Manuel Damián. LA LEY 234332/2008, cuando afirma que:

«Ciertamente la jura de cuentas que regulan los arts. 34 y 35 de la LEC constituye un procedimiento de ejecución privilegiado, ágil y específico, para la efectividad, de manera expeditiva y sumaria, de créditos dimanantes de una actuación profesional concreta de letrado o procurador, no siendo cauce adecuado para dilucidar cuestiones complejas dimanantes de relaciones de servicios profesionales prolongadas en el tiempo. Sin embargo, habiendo quedado rota la relación contractual de iguala «a mediados de 2006», según afirma la propia entidad ejecutada, no se aprecia la expresada complejidad en una reclamación de los honorarios profesionales devengados por la dirección jurídica de la parte apelada en una segunda instancia procesal, que culminó en sentencia desestimatoria del recurso de apelación.»


Y en la misma línea, el AAP Burgos, Sección 3.ª, de 13 de junio de 2007, Ponente: Villimar San Salvador, María Esther. LA LEY 296637/2007, explica que:

«El procedimiento de jura de cuenta de procurador tiene por objeto tutelar los derechos económicos del procurador interviniente en el proceso, por lo que debe calificarse como especial, dada la materia específica para cuyo conocimiento ha sido creado, y además de naturaleza sumaria. Con esta nota configuradora se quiere indicar que la resolución que pone fin al procedimiento no va a producir efectos de cosa juzgada. Se trata, en definitiva, de un cauce procesal que atiende al otorgamiento de una tutela inmediata respecto de las pretensiones ejercitadas por los procuradores, en orden a ver satisfechos sus derechos económicos o, en su caso, ante un resultado negativo, este procedimiento está dirigido a la constitución y obtención de un título ejecutivo que no es otro el que auto del Tribunal despachando ejecución.»


Posiblemente en tal circunstancia ha de buscarse la explicación por la que, en lugar de los trámites específicos, no resulta extraño que procuradores y abogados opten por acudir al procedimiento monitorio ordinario previsto en los arts. 812 a 818 LEC. Cosa que desde luego empezará a ser recomendable a partir de este momento, incluso acudir directamente al juicio verbal y sobre todo ordinario que corresponda por la cuantía.

C)  Inversión meramente formal del contradictorio

La técnica monitoria implica que el deudor que no pague y quiera evitar la ejecución habrá de formular oposición. Si se impugna la cuenta dentro del plazo previsto de diez días (arts. 34.2 y 35.2 LEC) contados a partir desde la recepción del requerimiento de pago, se sustanciará mediante los específicos trámites previstos en los citados preceptos.

El hecho de que el deudor requerido deba formular impugnación, esto es, deba situarse en la posición activa, sin perjuicio del carácter sumario y por tanto limitado de la oposición, no altera sustancialmente las posibilidades defensivas del deudor. En principio, el deudor asumirá las cargas que corresponden al acreedor y en particular las relativas en materia probatoria (art. 217 LEC); por tanto, es claro que no resultará eficaz una actitud de un deudor limitándose a negar hechos constitutivos del acreedor ni, todavía menos, no aceptándolos. Asimismo, la regla general en todo proceso es que la rebeldía puede ser entendida como una actitud defensiva, al no ser considerada como allanamiento ni como admisión de los hechos de la demanda (art. 496.2 LEC); por tal motivo que, solamente si el demandante acredita los hechos constitutivos de su pretensión, puede ser estimada la demanda (art. 217.2 LEC). Ahora bien, la «rebeldía» en los procedimientos de técnica monitoria tiene un tratamiento específico puesto que la actitud pasiva (no personación o, en todo caso, no formular impugnación) implica la ejecución. Si no paga, el deudor tiene por tanto la carga de oponerse para evitar esta ejecución. Ésta es la única alteración real en cuanto a sus posibilidades, precisamente como nota característica y esencial de la llamada ténica monitoria, como efecto de lo que se ha venido a denominar como «inversión de la iniciativa del contradictorio». A partir de ahí, sea en la actitud activa o en la pasiva, habrá de conseguir que se estimen sus defensas frente a la reclamación de pago que, en este caso, implica que se estime la impugnación de la cuenta o la minuta.

El deudor podrá limitarse a negar hechos: que el actor no acredita los hechos constitutivos de la pretensión de pago (por ejemplo, cuenta no detallada y/o no justificada, o falta de manifestación de que son debidas y no satisfechas). Asimismo, al tener que impugnar la cuenta y sin perjuicio del carácter sumario con que se contempla, no asumirá especiales cargas a la hora de introducir hechos constitutivos de su pretensión impugnatoria, pues se corresponderán con los que podrían haberse introducido desde la posición pasiva como impeditivos, extintivos y excluyentes de la pretensión del acreedor. Asimismo, los hechos en que funde la pretensión del deudor habrán de ser probados igualmente, con independencia de la posición activa o pasiva en que deba situarse el deudor.

El procurador o abogado acreedor han de aportar los documentos que, con los requisitos previstos legalmente, presuponen la existencia de la deuda. De ese modo, al margen de eventuales errores, el acreedor inicialmente está aportando al menos un principio de prueba presunta de los hechos constitutivos de su pretensión de pago, máxime cuando tienen su origen en un procedimiento tramitado en el mismo juzgado, de modo que ha de ser conocida la actuación procesal que genera el crédito. Junto a la circunstancia de que la inactividad supondrá el despacho de ejecución, el deudor habrá de adoptar una actitud activa, impugnando la cuenta, para evitar esta ejecución. Con independencia de la posición que adopte, o incluso del carácter sumario de los trámites, el acreedor acredita en principio sus hechos constitutivos y el deudor los defensivos. En definitiva, el cambio en la posición del deudor a la activa, esto es, la llamada inversión del contradictorio, solamente opera desde un punto de vista formal y, sobre todo, resulta inoperante e intrascendente en la práctica.

D)  Fortalecimiento cualificado de la efectividad del crédito

Todo procedimiento monitorio ha sido articulado para fortalecer la efectividad del crédito que cumpla determinados requisitos y se encuentre documentado. La estructura procedimental se preordena, como se ha indicado, a la satisfacción del acreedor y a evitar pérdidas de tiempo en la realización de actos innecesarios. Pues bien, en materia de créditos a favor de abogado y procurador se pretende que la efectividad del crédito y, por ende, la posición del acreedor queden algo más reforzados. Otra cosa es que con la atribución al secretario judicial y el carácter sumario que ya tenía, a pesar de esta pretensión, en realidad resulta contraproducente pues supone mantener un conflicto de manera innecesaria. Siendo así, las ventajas de este procedimiento disminuyen de forma considerable. Con todo, pueden encontrarse ciertas ventajas en algunos aspectos de su regulación:

1.º Conocerá el secretario judicial del lugar en que radique el asunto (art. 34.1 LEC). De ese modo, el acreedor tendrá menor carga de acreditación facilitándose al hallarse las actuaciones que generaron los créditos en el mismo órgano.

2.º El documento que se adjunta a la solicitud, como también en los procedimiento monitorios, podrá ser creado unilateralmente por el acreedor. Sin embargo, en este caso, no será necesario que se entienda que la cuenta o la minuta constituyen un principio de prueba del derecho del peticionario confirmado por lo que se exponga en los mismos, sino que, partiendo de que se han generado en un procedimiento que se ha sustanciado ante el mismo órgano, solamente se requiere manifestación de que le son debidas y no satisfechas las cantidades contenidas en la cuenta o minuta.

3.º En materia de postulación, aunque no se prevé expresamente, como veremos en el punto correspondiente a la postulación (capítulo II, III, 5), se entiende que basta con la actuación del propio procurador o abogado acreedor.

4.º El requerimiento de pago, como ocurre en el juicio cambiario, se reduce a la mitad respecto del plazo de veinte días que se prevé en el monitorio ordinario.

5.º Tras la impugnación, se concretará la cantidad debida mediante decreto que será inmediatamente firme puesto que se declara como irrecurrible (sin perjuicio de que no tenga eficacia de cosa juzgada y pueda iniciarse proceso ulterior).

6.º Se establece la sumariedad, pero no basada tanto en la limitación de los motivos de oposición materiales como en los medios de prueba en un contexto de un proceso diseñado para obtener una expeditiva concreción y determinación de la cantidad debida. La sumariedad, con todo, tiene como contrapartida la inexistencia de cosa juzgada (como la tiene la mera circunstancia de que conozca el secretario judicial), lo que implica la posibilidad de que se dilate el litigio entre las partes, en detrimento de la seguridad jurídica y la tranquilidad psicológica de las partes.

V.  VÍA PROCESAL ADECUADA PARA LA RECLAMACIÓN DE LOS CRÉDITOS A FAVOR DE PROCURADOR Y ABOGADO FRENTE A SUS CLIENTES

Como es nota relativamente común en la mayoría de los procedimientos monitorios (115) , y sobre todo en los previstos en los arts. 34 y 35 LEC una vez atribuido su conocimiento al secretario judicial, su instrumentación se presenta como una alternativa frente a los procesos ordinarios (116) , sea el monitorio común de los arts. 812 a 818 LEC o incluso los juicios de los arts. 249 y 250 LEC que correspondan por la cuantía (117) . El acreedor podrá optar libremente entre todos ellos, con la única condición de cumplir los presupuestos y los requisitos legales específicamente previstos para tal fin (118) . El propio carácter sumario del procedimiento especial que estudiamos, su atribución al secretario judicial y la amplitud del tenor del art. 812.1 LEC, cuando se refiere a que «podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda», son argumentos sobrados para llegar a esta conclusión.

La jurisprudencia mayoritariamente admite la posibilidad de reclamar los créditos a favor de procurador y abogado a través de cualquiera de las vías indicadas. Sin embargo, contamos con significativas excepciones, puesto que en algunos casos se argumenta sobre la improcedencia de la viabilidad del procedimiento monitorio para la sustanciación de la reclamación de créditos a favor de procurador y abogado por actuaciones jurisdiccionales. Los argumentos en este sentido podrían sintetizarse en que, de lo contrario, se alteraría la atribución competencial específicamente prevista para estos procedimientos (el lugar donde radique el asunto por el domicilio del demandado); no tiene sentido optar libremente por un procedimiento establecido por el legislador como especial o por el monitorio ordinario, sino que debe prevalecer el especial; y siempre será posible acudir al procedimiento que corresponda por la cuantía adecuado conforme a los arts. 249.2 y 250.2 LEC. En fin, argumenta extensamente el AAP Soria, de 24 de abril de 2003, Ponente: Ruiz Ramo, José. LA LEY 2396/2003 (119) , que:


«... no cabe admitir que el proceso monitorio sea compatible con el procedimiento privilegiado que regulan los arts. 34 y 35 LEC respecto de los créditos devengados a favor de abogados y procuradores como consecuencia de su actuación profesional en un previo proceso (...) avalan esta conclusión los siguientes argumentos:

A) La razón que justifica la existencia del procedimiento especial de "jura de cuentas" que originariamente contemplaban los arts. 8 y 13 LEC 1881 (precedente inmediato de los arts. 34 y 35 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil) radica (...) en la naturaleza de los créditos devengados en favor de los profesionales que han intervenido en la sustanciación de un litigio, y en el hecho de que en el mismo haya constancia de la actuación profesional de la que deriva el crédito, lo que permite abreviar el procedimiento para el reintegro de las cantidades adeudadas dentro del mismo proceso en el que se han devengado y ante el mismo Tribunal que ha resuelto aquel litigio y, en definitiva, configurar un procedimiento especial, en virtud del cual, de forma rápida, sencilla y sumaria puedan resarcirse los gastos anticipados o los servicios realizados por el profesional. Resulta razonable, en consecuencia, que el legislador pueda establecer mecanismos de reclamación distintos del juicio declarativo ordinario cuando la diferente posición del acreedor respecto del deudor lo justifica, y ello supone que la especial naturaleza del crédito reclamado -y no la condición del profesional acreedor- justifica la existencia de un cauce procedimental específico y abreviado de reclamación (...). En general, la doctrina procesalista mayoritaria había venido considerando que la naturaleza jurídica del procedimiento de "jura de cuentas" de la LEC 1881 era la de un proceso monitorio, y es difícilmente cuestionable que esta tesis se ve reformada al momento presente por la regulación del proceso especial previsto en los arts. 34 y 35 LEC, toda vez que el procedimiento regulado en estos preceptos responde al esquema típico del proceso monitorio con inversión del contradictorio al colocarse al deudor, ante la solicitud unilateral del acreedor (procurador o abogado), en la posición de pagar la suma reclamada o dar razones justificativas de su oposición al pago impugnado a la cuenta en un plazo de tiempo particularmente limitado (diez días), bajo apercibimiento de que su inactividad supondrá necesariamente que el Tribunal competente despache ejecución por la suma que es objeto de reclamación. En consecuencia, debe concluirse que carece abiertamente de sentido que, una vez se ha establecido por el legislador un procedimiento especial y privilegiado que participa de la naturaleza jurídica del proceso monitorio para recabar la tutela de los créditos devengados a favor de un procurador o abogado como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, se permita al mismo tiempo a este profesional acudir al cauce procesal establecido genéticamente para la protección del crédito dinerario líquido y vencido que aparezca instrumentado en alguna de las formas documentales que la propia LEC 2000 relaciona (el proceso monitorio de los arts. 812 y siguientes) porque la especificidad del procedimiento de los arts. 34 y 35 de la ley procesal civil determina que éste deba prevalecer como cauce procesal para la tutela de los derechos de crédito dinerarios e instrumentados documentalmente en la correspondiente minuta o cuenta detallada y justificada cuando se trate de derechos de crédito de los relacionados en estos últimos preceptos (derivados de la actuación profesional del procurador o abogado en el litigio). Ello supone, en definitiva, que el proceso monitorio de los arts. 812 y siguientes LEC 2000 debe quedar reservado para la tutela de los derechos de crédito que el procurador o abogado pudiese ostentar contra su cliente cuando estos derechos no sean susceptibles de la protección privilegiada que otorga el procedimiento de "jura de cuentas" (por ejemplo, honorarios derivados de consultas profesionales que no hubieran supuestos incoación de un ulterior proceso judicial o de otros servicios semejantes prestados por abogado o procurador), ya que es innegable que la minuta de honorarios, derechos o gastos suplidos que instrumenta estos créditos puede ser incluida entre los documentos relacionados en el art. 813.1.1.ª y 2.ª LEC 2000 a los efectos de instar la incoación de un proceso monitorio.

B) Si se permitiera que el profesional titular del crédito privilegiado optara libremente por el procedimiento especial de los arts. 34 y 35 LEC 2000 o por el proceso monitorio para recabar la tutela de su derecho, se aceptaría implícitamente la posibilidad de alteración del órgano jurisdiccional competente desde el punto de vista territorial o funcional para la protección del derecho de crédito por el cauce procesal privilegiado de "jura de cuentas". Ya se señaló que la regla especial de competencia propia del procedimiento privilegiado de 'jura de cuentas' (en virtud de la cual el Tribunal competente es aquel en el que radicare el asunto del que deriva el crédito) está íntimamente ligada al fundamento y justificación de la existencia de un procedimiento privilegiado para la tutela de los créditos que ostentan abogados y procuradores como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, en la medida en que el Tribunal en el que radica el asunto podrá comprobar, en el caso de oposición del supuesto deudor, si las actuaciones profesionales por las que se minuta han sido efectivamente desarrolladas por el profesional acreedor y si las cantidades reclamadas se ajustan a estas actuaciones efectivamente realizadas, tal como se desprende claramente de la mera lectura de los arts. 34.2, párrafo 2.º, y 35.2, párrafos 2.º y 3.º LEC 2000. La reclamación de los derechos, gastos suplidos u honorarios profesionales por la vía del proceso monitorio implicaría una alteración radical de los criterios de atribución de competencia, y esto supone que, en el caso de oposición del supuesto deudor, resultaría imprescindible recabar testimonio de todos los autos del litigio en el que se devengaron los referidos derechos, suplidos u honorarios para comprobar las actuaciones profesionales efectivamente realizadas por el profesional acreedor y decidir, en consecuencia, si la cantidad objeto de reclamación es realmente adeudada o el importe de los honorarios profesionales reflejado en la minuta se ajusta a las pautas establecidas por el correspondiente colegio en el caso de profesionales cuyos honorarios no vienen sujetos a arancel. Téngase presente que la alteración de la competencia como consecuencia de la reclamación de honorarios o derechos y gastos suplidos por la vía del juicio monitorio se produce no sólo desde el punto de vista territorial (pues debería acudirse al juzgado de primera instancia del domicilio o residencia del deudor o del lugar en el que éste pudiera ser hallado cuando aquéllos no fueren conocidos, conforme a la previsión del art. 813 LEC, y no al Tribunal donde radique el procedimiento en que se devengaron los honorarios o derechos), sino incluso desde el punto de vista funcional en el caso de reclamaciones de honorarios o derechos derivados de recursos devolutivos. La cuestión es todavía más clara si se tiene en cuenta que en el caso de derechos, gastos suplidos y honorarios profesionales devengados por actuaciones realizadas ante órganos jurisdiccionales de los órdenes penal, social y contencioso-administrativo, la presentación de la correspondiente petición inicial de proceso monitorio implicaría incluso una alteración del orden jurisdiccional llamado a conocer de la petición de tutela del derecho del crédito privilegiado por medio del proceso especial que permite una satisfacción rápida de dicho crédito.

C) Es evidente que la circunstancia de que los abogados y procuradores cuenten con un procedimiento privilegiado para la satisfacción de los créditos derivados de su actuación profesional en un litigio no supone que deban acudir necesariamente a este instrumento procesal cuando pretendan recabar la tutela judicial de aquel crédito, ya que siempre será posible la utilización del cauce procesal ordinario -juicio verbal o juicio ordinario, en atención al importe de la reclamación- para reclamar las cantidades que les sean adeudadas en concepto de derechos, gastos suplidos u honorarios. El propio tenor literal de los arts. 34.2, pfo. 3.°, y 35.2, pfo. 4.º LEC 2000 avala esta interpretación, toda vez que dichos preceptos señalan expresamente que el auto dictado por el Tribunal en los supuestos de oposición del supuesto deudor (poderdante o cliente del abogado) "no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior". Esto es, el legislador parece haber establecido de manera implícita la incompatibilidad entre el procedimiento privilegiado de los arts. 34 y 35 LEC 2000 con el proceso monitorio previsto como cauce genérico para la protección del crédito dinerario líquido y vencido que aparezca instrumentado en alguna de las formas documentales previstas legalmente, ya que no remite al acreedor privilegiado (abogado o procurador) a un ulterior juicio monitorio a los efectos de recabar la tutela de su derecho de crédito en el caso de que hubiese sido estimada la oposición del supuesto deudor en el previo procedimiento de "jura de cuentas", sino que prevé expresamente que dicha tutela deberá buscarse por medio del procedimiento ordinario correspondiente.»



Y en un sentido muy similar, y hasta incluso palabras, aunque transcribe otra resolución anterior de la misma Audiencia Provincial, el AAP Las Palmas, Sección 5.ª, de 18 de abril de 2008, Ponente: García Van Isschot, Carlos Augusto. LA LEY 103458/2008, cuando afirma recientemente (sin perjuicio de que con idénticos términos ya se había pronunciado anteriormente como en el AAP Las Palmas, Sección 5.ª, de 16 de abril de 2004, Ponente: García Van Isschot, Carlos Augusto. LA LEY 89907/2004):


«Reproducimos ahora las consideraciones que al respecto vertimos en nuestro auto núm. 92/2004, acerca de que opinamos que el legislador ha previsto este cauce específico y privilegiado de los abogados y procuradores para reclamar los honorarios devengados en un pleito y no otro, siendo buena muestra de ello que la alternativa establecida en dicho precepto es acudir al juicio ordinario ulterior y ello obedece a la peculiar naturaleza de los conceptos que integran los gastos procesales del art. 241 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, muy distinta de la que prevé el art. 812 del mismo texto legal y cuyo exacto conocimiento se encuentra en el mismo proceso en que se generaron.

La facultad que concede el primer apartado del art. 35 la entendemos referida a la previsión del último párrafo del apartado segundo de ese mismo precepto de acudir no a cualquier juicio declarativo sino al ordinario, disposición que quedaría desvirtuada si se permitiera acudir directamente al proceso especial monitorio o, indirectamente, para el caso de que surgiera oposición en el seno del monitorio y la cuantía de la pretensión no excediera de la propia del juicio verbal.

En apoyo de estas consideraciones traemos a colación las ya explicadas por la resolución de la SAP Soria de fecha 26 de noviembre de 2002, auto núm. 117/2002, rec. 245/2002. Pte: García Moreno, José Miguel, según la cual: "Avalan esta conclusión los siguientes argumentos: A) La razón que justifica la existencia del procedimiento especial de 'jura de cuentas' que originariamente contemplaban los arts. 8 y 12 LEC de 1881 (precedente inmediato de los arts. 34 y 35 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil) radica, no en consideraciones subjetivas sobre la identidad del acreedor privilegiado que puede acudir a este procedimiento especial para obtener la tutela de su crédito (lo cual podría, incluso, resultar contrario al principio constitucional de igualdad), sino en la naturaleza de los créditos devengados en favor de los profesionales que han intervenido en la sustanciación de un litigio, y en el hecho de que en dicho litigio haya constancia de la actuación profesional de la que deriva el crédito, lo que permite abreviar el procedimiento para el reintegro de las cantidades adeudadas dentro del mismo proceso en el que se han devengado y ante el mismo Tribunal que ha resuelto aquel litigio y, en definitiva, configurar un procedimiento especial, en virtud del cual, de forma rápida, sencilla y sumaria puedan resarcirse los gastos anticipados o los servicios realizados por el profesional. Resulta razonable, en consecuencia, que el legislador pueda establecer mecanismos de reclamación distintos del juicio declarativo ordinario cuando la diferente posición del acreedor respecto del deudor lo justifica, y ello supone que la especial naturaleza del crédito reclamado -y no la condición del profesional acreedor- justifica la existencia de un cauce procedimental específico y abreviado de reclamación (en este sentido, autos de Tribunal Constitucional núm. 218/1996, de 22 de julio; 45/1997, de 12 de febrero, y sentencias núms. 110/1993, de 25 de marzo; 79/1996, de 20 de mayo, y 225/1999 de 13 de diciembre, entre otras). En general, la doctrina procesalista mayoritaria había venido considerando que la naturaleza jurídica del procedimiento de 'jura de cuentas' de la LEC de 1881 era la de un proceso monitorio, y es difícilmente cuestionable que esta tesis se ve reforzada al momento presente por la regulación del proceso especial previsto en los arts. 34 y 35 LEC, toda vez que el procedimiento regulado en estos preceptos responde al esquema típico del proceso monitorio con inversión del contradictorio al colocarse al deudor, ante la solicitud unilateral del acreedor (procurador o abogado) en la posición de pagar la suma reclamada o dar razones justificativas de su oposición al pago impugnando la cuenta en un plazo de tiempo particularmente limitado (diez días), bajo apercibimiento de que su inactividad supondrá necesariamente que el Tribunal competente despache ejecución por la suma que es objeto de reclamación. En consecuencia, debe concluirse que carece abiertamente de sentido que, una vez se ha establecido por el legislador un procedimiento especial y privilegiado que participa de la naturaleza jurídica del proceso monitorio para recabar la tutela de los créditos devengados a favor de un procurador o abogado como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, se permita al mismo tiempo a este profesional acudir al cauce procesal establecido genéricamente para la protección del crédito dinerario líquido y vencido que aparezca instrumentado en alguna de las formas documentales que la propia LEC 2000 relaciona (el proceso monitorio de los arts. 812 y siguientes), porque la especificidad del procedimiento de los arts. 34 y 35 de la ley procesal civil determina que éste deba prevalecer como cauce procesal para la tutela de los derechos de crédito dinerarios e instrumentados documentalmente en la correspondiente minuta o cuenta detallada y justificada cuando se trate de derechos de crédito de los relacionados en estos últimos preceptos (derivados de la actuación profesional del procurador o abogado en el litigio). Ello supone, en definitiva, que el proceso monitorio de los arts. 812 y siguientes LEC 2000 debe quedar reservado para la tutela de los derechos de crédito que el procurador o abogado pudiese ostentar contra su cliente cuando estos derechos no sean susceptibles de la protección privilegiada que otorga el procedimiento de 'jura de cuentas' (por ejemplo, honorarios derivados de consultas profesionales que no hubieran supuesto la incoación de un ulterior proceso judicial o de otros servicios semejantes prestados por abogado o procurador), ya que es innegable que la minuta de honorarios, derechos o gastos suplidos que instrumenta estos créditos puede ser incluida entre los documentos relacionados en el art. 812.1.1 y 2 LEC 2000 a los efectos de instar la incoación de un proceso monitorio. B) Si se permitiera que el profesional titular del crédito privilegiado optara libremente por el procedimiento especial de los arts. 34 y 35 LEC 2000 o por el proceso monitorio para recabar la tutela de su derecho, se aceptaría implícitamente la posibilidad de alteración del órgano jurisdiccional competente desde el punto de vista territorial o funcional para la protección del derecho de crédito por el cauce procesal privilegiado. Ya se señaló que la regla especial de competencia propia del procedimiento privilegiado de 'jura de cuentas' (en virtud de la cual el Tribunal competente es aquel en el que radicare el asunto del que deriva el crédito) está íntimamente ligada al fundamento y justificación de la existencia de un procedimiento privilegiado para la tutela de los créditos que ostentan abogados y procuradores como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, en la medida en que el Tribunal en el que radica el asunto podrá comprobar, en el caso de oposición del supuesto deudor, si las actuaciones profesionales por las que se minuta han sido efectivamente desarrolladas por el profesional acreedor y si las cantidades reclamadas se ajustan a estas actuaciones efectivamente realizadas, tal como se desprende claramente de la mera lectura de los arts. 34.2 párrafo 2.º, y 35.2 párrafos 2.º y 3.º LEC 2000. La reclamación de los derechos, gastos suplidos u honorarios profesionales por la vía del proceso monitorio implicaría una alteración radical de los criterios de atribución de competencia, y esto supone, como señala acertadamente la juez a quo en el fundamento de derecho único in fine del auto de 4 de septiembre de 2002, que en el caso de oposición del supuesto deudor resultaría imprescindible recabar testimonio de todos los autos del litigio en el que se devengaron los referidos derechos, suplidos u honorarios para comprobar las actuaciones profesionales efectivamente realizadas por el profesional acreedor y decidir, en consecuencia, si la cantidad objeto de reclamación es realmente adeudada o el importe de los honorarios profesionales reflejado en la minuta se ajusta a las pautas establecidas por el correspondiente colegio en el caso de profesionales cuyos honorarios no vienen sujetos a arancel. Téngase presente que la alteración de la competencia como consecuencia de la reclamación de honorarios o derechos y gastos suplidos por la vía del juicio monitorio se produce no sólo desde el punto de vista territorial (pues debería acudirse al juzgado de primera instancia del domicilio o residencia del deudor o del lugar en el que éste pudiera ser hallado cuando aquéllos no fueren conocidos, conforme a la previsión del art. 813 LEC, y no al Tribunal donde radique el procedimiento en que se devengaron los honorarios o derechos), sino incluso desde el punto de vista funcional en el caso de reclamaciones de honorarios o derechos derivados de recursos devolutivos. La cuestión es todavía más clara si se tiene en cuenta que, en el caso de derechos, gastos suplidos y honorarios profesionales devengados por actuaciones realizadas ante órganos jurisdiccionales de los órdenes penal, social y contencioso-administrativo, la presentación de la correspondiente petición inicial de proceso monitorio implicaría incluso una alteración del orden jurisdiccional llamado a conocer de la petición de tutela del derecho de crédito privilegiado por medio del proceso especial que permite una satisfacción rápida de dicho crédito. C) Es evidente que la circunstancia de que los abogados y procuradores cuenten con un procedimiento privilegiado para la satisfacción de los créditos derivados de su actuación profesional en un litigio no supone que deban acudir necesariamente a este instrumento procesal cuando pretendan recabar la tutela judicial de aquel crédito, ya que siempre será posible la utilización del cauce procesal ordinario -juicio verbal o juicio ordinario, en atención al importe de la reclamación- para reclamar las cantidades que les sean adeudadas en concepto de derechos, gastos suplidos u honorarios. El propio tenor literal de los arts. 34.2, párrafo 3.º, y 35.2, párrafo 4.º LEC 2000 avala esta interpretación, toda vez que dichos preceptos señalan expresamente que el auto dictado por el Tribunal en los supuestos de oposición del supuesto deudor (poderdante o cliente del abogado) 'no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior'. Esto es, el legislador parece haber establecido de manera implícita la incompatibilidad entre el procedimiento privilegiado de los arts. 34 y 35 LEC 2000 con el proceso monitorio previsto como cauce genérico para la protección del crédito dinerario líquido y vencido que aparezca instrumentado en alguna de las formas documentales previstas legalmente, ya que no remite al acreedor privilegiado (abogado o procurador) a un ulterior juicio monitorio a los efectos de recabar la tutela de su derecho de crédito en el caso de que hubiese sido estimada la oposición del supuesto deudor en el previo procedimiento de 'jura de cuentas', sino que prevé expresamente que dicha tutela deberá buscarse por medio del procedimiento ordinario correspondiente".»



No obstante las anteriores argumentaciones sustentadas por algunas Audiencias Provinciales, la mayoría de las resoluciones consideran admisible la posibilidad de iniciar el procedimiento monitorio o los juicios adecuados por la cuantía. Concretamente para admitir el inicio del procedimiento ordinario de los arts. 812 a 818 LEC, a falta de una previsión expresa, los principales argumentos gravitan en el carácter amplio del art. 812 LEC y en el carácter sumario, privilegiado y carente de eficacia de cosa juzgada que corresponde a los procedimientos de los arts. 34 y 35 LEC. Como explica en este sentido el AAP Madrid, Sección 25.ª, de 7 de octubre de 2003, Ponente: García de Ceca Benito, Paloma Marta. LA LEY 654/2004:

«... no se comparte el criterio del juez a quo, que atribuye carácter exclusivo y excluyente al procedimiento privilegiado del art. 35 LEC para la reclamación de honorarios de letrado devengados en actuaciones judiciales. Pues esa vía procesal ha de entenderse como un privilegio o prerrogativa que permite a los procuradores y abogados resarcirse, de forma sumaria y expeditiva, de los gastos y trabajos derivados del ejercicio de los derechos de representación y defensa, según declara el mismo TC en S de 20 de mayo de 1996. Y, junto a ello, la resolución que provoca no produce los efectos de la cosa juzgada, ni prejuzga la sentencia que pudiera obtenerse en un juicio ordinario ulterior (art. 35.2 LEC). Por dichas razones, no parece que exista causa alguna que impida al letrado no hacer uso del privilegio que le otorga el citado art. 35, y utilizar cualquier otra de las vías que le ofrece la legislación procesal, bien promoviendo directamente juicio ordinario, bien acudiendo, como sucede en este caso, a la vía del procedimiento monitorio, en la que el deudor podrá oponer una defensa tan amplia como estime oportuno, incluso debatiendo el posible carácter indebido o excesivo de las cantidades reclamadas.»


Reiterando una doctrina mantenida en resoluciones anteriores (auto de fecha 19 de mayo de 2005, recaído en el rollo de apelación civil núm. 67/05, o el resuelto por auto de 14 de marzo de 2007, en el rollo núm. 258/06), también el AAP Almería, Sección 3.ª, de 5 de marzo de 2008, Ponente: Martínez Ruiz, Tarsila. LA LEY 80122/2008, junto al argumento de que la sumariedad de la «jura de cuentas» exige la procedencia de un ordinario, aporta el argumento lingüístico del que el art. 35 LEC habla de que «podrán reclamar» y no que «deberán»:


«"... no podemos compartir este razonamiento (el del juzgador a quo) en la medida en que dicho precepto consagra un procedimiento privilegiado y sumarísimo para los abogados que no excluye la posibilidad de utilizar otros medios arbitrados por la norma para efectuar la reclamación de los honorarios generados por sus servicios fuera del ámbito del pleito en que se devengaron, renunciando con ello a ese derecho específico reconocido en su condición de cooperadores con la administración de justicia, pues ello implicaría una restricción de sus derechos como profesionales, frente a los profesionales de otros sectores, que disponen de los cauces procesales generales para la obtención de sus contraprestaciones económicas, con unos efectos que no proporciona el procedimiento de jura de cuentas; con lo cual se estaría haciendo de peor condición a los profesionales liberales del derecho (abogados y procuradores) que al resto de los profesionales liberales de otros sectores que no impide que posteriormente se discuta la misma cuestión en un juicio ordinario puesto que lo resuelto en dicho procedimiento no tiene efecto de cosa juzgada material, ni siquiera parcialmente.

Así pues, nada impide al abogado eludir el uso de este privilegio y acudir directamente al juicio ordinario para obtener una resolución que deje definitivamente juzgada la cuestión litigiosa. De hecho el apartado 1 del citado art. 35 no impone a los abogados este procedimiento, sino que lo configura con un carácter opcional al utilizar el término 'podrán', que contrasta notablemente con los términos taxativos que emplean los arts. 248, 249 y 250 para establecer al ámbito del juicio ordinario y verbal. Y ello se entiende si tenemos en cuenta que, de privar a los abogados y procuradores de la opción de reclamar los honorarios devengados por sus servicios en un determinado pleito, a través del procedimiento monitorio, cuando se cumplen los requisitos del art. 812 LEC, abocándoles a la jura de cuentas como procedimiento expresamente previsto para tal reclamación, se les estaría imponiendo una vía que por su sumariedad no produce efecto de cosa juzgada, quedando abierta la vía del juicio declarativo ordinario que corresponda.

Mientras que si, rechazando la opción (el art. 35 LEC dice 'podrán'), que no obligación, de la jura de cuentas, como procedimiento especial y privilegiado, deciden reclamar a través del monitorio, cauce procesal que mantiene en cierta medida similitudes con aquél, la resolución que en él recaiga ante la falta de oposición del deudor sí tiene efecto de cosa juzgada, sin que pueda acudirse ulteriormente al proceso ordinario (art. 816.2). Ello no comporta ningún tipo de indefensión para el deudor requerido, que de oponerse dentro de plazo verá el asunto resuelto de forma definitiva en el juicio que corresponda"; y se continuaba exponiendo en dicho auto: "Por tanto el abogado puede si lo desea utilizar el proceso monitorio, que también se configura con un carácter opcional con respecto a los restantes juicios declarativos, en lugar del procedimiento del art. 35; por lo demás, reuniendo la petición inicial los requisitos del art. 814 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y acompañando a la misma una minuta de honorarios, que encaja en el apartado 2.º del art. 812.1 de dicho texto legal, y otros documentos relativos al origen de la deuda, que constituyen un principio de prueba del derecho del peticionario, confirmado por lo que se expone en la petición, procede requerir al deudor en los términos prevenidos en el art. 815 de la Ley de Enjuiciamiento Civil".»



A su vez, el AAP La Rioja, de 5 de mayo de 2008, Ponente: Rodríguez Fernández, Luis Miguel. LA LEY 145541/2008, aporta criterios interpretativos contenidos en la Exposición de Motivos de la LEC, cuando reitera que:


«La existencia de un procedimiento privilegiado en la Ley de Enjuiciamiento Civil para la efectividad de estos honorarios, devengados en procedimientos judiciales, no impide que el letrado acreedor acuda a la reclamación por la vía del monitorio, como tampoco se le impide acudir al proceso declarativo que corresponda a la cuantía exigida. Así lo había entendido ya esta Audiencia Provincial en autos de 8 de junio de 2004 y de 27 de noviembre de 2006. En igual sentido, en el auto de 18 de junio de 2004 señalábamos que existe un principio de prueba documental, y no debe atribuirse a la minuta emitida por letrado peor condición que a otros documentos que amparan una pretensión de esta clase fundada en relaciones comerciales o facturas emitidas unilateralmente por particulares o empresas, resultando conforme a lo previsto en el art. 812.1.2.ª de la Ley civil adjetiva y en el art. 815.1 de la misma ley procesal.

Con ello no puede compartir la Sala el criterio expresado en el auto impugnado de que la previsión del art. 35 de la Ley de Enjuiciamiento Civil excluya la posibilidad de reclamación de honorarios por letrado por el procedimiento monitorio, cuando el tenor del precepto lleva a concluir que establece una posibilidad ("podrán"), no una imposición, sin que resulte admisible el argumento de que el juez o Tribunal que conoció del proceso en que se devengaron los honorarios es el único que dispone de los autos, por cuanto, en caso de oposición formulada por el deudor, en el juicio monitorio, la remisión al juicio declarativo supone la posibilidad de incorporar los testimonios precisos para resolver el asunto. Cierto que el procedimiento del art. 35 de la ley procesal civil prevé un régimen específico de oposición según se fundamente en la impugnación de los honorarios por indebidos (que se sustanciará conforme a lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del apartado 2 del art. 34 de la Ley de Enjuiciamiento Civil) o por excesivos (sustanciándose en tal caso conforme a los arts. 241 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil), sin embargo, en ambos casos, el auto resolutorio, contra el que no cabe recurso, carece de efecto de cosa juzgada, remitiendo para la resolución definitiva, en su caso, al juicio declarativo.

En todo caso, la previsión del art. 35 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no supone la exclusión de la posibilidad de la reclamación por el cauce del proceso monitorio, cuando, lejos de establecerla, la misma Ley en su Exposición de Motivos (XIX) señala: "La Ley confía en que, por los cauces de este procedimiento (...) tenga protección rápida y eficaz el crédito dinerario líquido de muchos justiciables y, en especial, de profesionales y empresarios medianos y pequeños"; añadiendo que: "Este juicio es entendido como proceso ordinario y plenario y encaminado, por tanto, a finalizar, en principio, mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada". Por tanto, se trata de un procedimiento que, con plenitud de posibilidades de defensa para el deudor, posibilita la resolución definitiva del asunto, lo que no ocurre en el procedimiento del art. 35 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuya existencia, en suma, no excluye ni resulta incompatible con la posibilidad de reclamación del pago de honorarios de letrado ("en especial, de profesionales", señala la Exposición de Motivos de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil) por el cauce del juicio monitorio, si se dan los requisitos legalmente indicados al efecto, como ya han establecido numerosas sentencias de Audiencias Provinciales, tal y como alega el recurrente (ad ex., sentencias núm. 424/2002, de 28 de junio de la Sección 7.ª de la SAP Asturias y núm. 183/2003, de 14 de abril, de la Sección 6.ª de la SAP Asturias).»



Para el AAP Sevilla, Sección 5.ª, de 19 de noviembre de 2007, Ponente: Sanz Talayero, Fernando. LA LEY 346701/2007 (y más recientemente en el AAP Sevilla, Sección 5.ª, de 14 de abril de 2008, Ponente: Márquez Romero, Juan. LA LEY 180320/2008; AAP Sevilla, Sección 5.ª, de 8 de julio de 2008, Ponente: Gallardo Correa, Conrado. LA LEY 205163/2008 (120) ; así como en el AAP Sevilla, Sección 8.ª, de 28 de mayo de 2008, Ponente: Fragoso Bravo, José María. LA LEY 206334/2008), el tema se resuelve sencillamente aplicando las normas de los arts. 812 a 818 LEC, poniendo de manifiesto además que no se plantea inconveniente real que impida la articulación del monitorio ordinario. Desarrolla en esta línea argumentativa que:


«... la decisión sobre la admisión o no a trámite de la petición inicial y del consiguiente requerimiento de pago al deudor se ha de fundar exclusivamente en el cumplimiento por el peticionario de los requisitos formales que establecen los arts 812 y 814 de la LEC 2000, si el juzgado al que se dirige el acreedor es competente (art. 813 LEC) y, en el caso de documentos del art. 812.1, a valorar si constituyen un principio de prueba del derecho del solicitante.

En este caso la solicitud inicial reúne todos los requisitos necesarios para ser admitida a trámite y para requerir de pago al deudor. En efecto, se aporta una minuta de honorarios profesionales que representa un principio de prueba de la deuda suficiente como para requerir a quien aparece como deudor en la disyuntiva de o pagar o "dar razones" por las que no debe en todo o en parte la cantidad reclamada. Es un documento que, aunque unilateralmente creado por el acreedor, es de los que habitualmente documentan los créditos y deudas en relaciones de la clase existente entre las partes, es decir, de prestación de servicios profesionales por un letrado.

El art. 812.1.2.º de la LEC establece que procede el proceso monitorio cuando la deuda se acredite "mediante facturas (...), telegramas, telefax o cualesquiera otros documentos que, aun unilateralmente creados por el acreedor, sean de los que habitualmente documentan los créditos y deudas en relaciones de la clase que aparezca existente entre acreedor y deudor". En este caso acreedor y deudor se encuentran vinculados por una relación de arrendamiento de servicios. El acreedor ha creado unilateralmente un documento liquidatorio del importe de sus servicios conforme a las normas de honorarios del Colegio de Abogados de Sevilla. Este documento es perfectamente apto y usual para documentar la deuda de que se trata. Se presenta, por tanto, un documento que constituye un claro principio de prueba del derecho del peticionario, suficiente a los meros efectos de hacer el requerimiento de pago al deudor a fin de que pague o dé razones de oposición frente a la reclamación que se le formula, por las que considere que no debe abonar en todo o en parte la cantidad solicitada.

Cuarto. En razón a lo expuesto, la solicitud inicial de proceso monitorio presentada por el letrado debe ser admitida a trámite. Esta Sala no comparte el restrictivo criterio que sigue el juzgador de instancia para rechazar a trámite la demanda. Ciertamente que un letrado dispone de un procedimiento privilegiado en el art. 35 de la LEC para reclamar los honorarios a su cliente. Pero al igual que este procedimiento no impide al letrado acudir a un juicio ordinario, como expresamente prevé el art. 35.2 de la LEC, tampoco le impide formular su petición por el cauce de un proceso monitorio, no existiendo norma legal alguna que impida, restrinja o prohíba a un profesional de la Abogacía utilizar los mismos medios procesales para la reclamación de su crédito que puede usar cualquier otro profesional de cualquier otra disciplina. Es más, un proceso monitorio en caso de oposición se transforma en un declarativo ordinario o verbal, según la cuantía. Por ello no se alcanza a vislumbrar por qué razón si la propia ley procesal prevé que se pueda acudir a un declarativo ordinario directamente, no puede acudirse a la vía de un monitorio que, en caso de oposición, se reconvierte en un proceso declarativo ordinario de la clase del ordinario o del verbal.

El llamado procedimiento de jura de cuentas es un procedimiento especial y privilegiado, mediante el que un abogado o un procurador pueden reclamar sus honorarios o derechos profesionales. No es un privilegio por razón de la persona sino un privilegio otorgado a los letrados en atención a su intervención en el pleito concreto en que han actuado (STC de 25 de marzo de 1993). Pero como tal privilegio de estos profesionales, comporta una facultad o derecho que su titular puede ejercitar o no. Nadie puede ser obligado a usar de un privilegio. El art. 35 de la LEC no impone al letrado que utilice ese cauce procesal para reclamar sus honorarios, sino que dice que los letrados "podrán". Es decir, que es potestativo del letrado decidir el procedimiento que le interesa utilizar. Además, la renuncia al procedimiento privilegiado ningún perjuicio causa al deudor que, por el contrario, resulta favorecido, pues al acudir el letrado a un proceso monitorio, la oposición del deudor le abre la vía de un proceso ordinario donde de manera plena y sin las restricciones del procedimiento de jura de cuentas podrá hacer alegaciones y defender sus intereses.

Por último, tampoco existe ninguna alteración de la competencia en ninguna de sus clases, pues es el propio art. 35 de la LEC el que prevé que la reclamación de honorarios se haga por la vía del juicio ordinario. Incluso el deudor pudiera resultar favorecido en este punto pues el monitorio se ha de presentar ante el juez del domicilio o residencia del deudor (art. 813 LEC), mientras que el juez que esté conociendo del proceso en el que se generaron los honorarios por los que se minuta, y ante el que habría de presentarse la jura de cuentas del letrado, pudiera no ser el del lugar del domicilio del deudor.»



La misma Audiencia y Sección ya había dicho antes, como es el AAP Sevilla, Sección 5.ª, de 26 de diciembre de 2006, Ponente: Herrera Tagua, José. LA LEY 269482/2006, que conduce a la misma interpretación conforme al art. 3 CC:


«... se deduce meridianamente que, acudir al procedimiento de jura de cuenta, es una facultad exclusiva del letrado que efectúa la reclamación. De modo que lo utilizará, dada la mayor rapidez y eficacia para satisfacer su derecho, pero dependiendo de su exclusiva elección. No estamos ante una norma taxativa e imperativa, porque el término que emplea -"podrán"- es claramente, sin el menor atisbo de duda, facultativo, electivo y voluntario, es decir, no impone, sin la menor posibilidad, que, ante unos honorarios devengados en un asunto concreto y determinado, se tenga que acudir al procedimiento de jura de cuenta. La razón del legislador para no imponerlo es evidente, se trata de un mero procedimiento, en el que no está garantizada la contradicción y, sobre todo, el derecho de defensa, ya que ciertamente permite la impugnación, pero se resuelve por el juez sin que se abra fase probatoria. Además la resolución, que ha de adoptar la forma de auto, es irrecurrible y no produce los efectos de cosa juzgada, con lo cual, como expresamente se señala en los arts. 34 y 35, dicha resolución no prejuzgará ni siquiera parcialmente la sentencia que pueda recaer en el juicio ordinario posterior. Con todas estas premisas, fundamentalmente por esa terminología facultativa, es ilógico imponer al letrado a que acuda al procedimiento de jura de cuenta; podrá, si lo estima oportuno, acudir al declarativo correspondiente, donde con plenas garantías y sin limitación de medios de defensa se determine la legitimidad del derecho que reclama.

En base a ello podrá plantear como paso previo, ante la posible aquiescencia del deudor, un juicio monitorio que permitirá a éste pagar, u oponerse y que se continúe la tramitación por los cauces del declarativo correspondiente, con las lógicas y plenas garantías. Con ello no se están alterando las normas sobre competencia, ni se está hurtando el conocimiento de dicha cuestión al juez que ha conocido del proceso en el que se han devengado dichos honorarios. Sí dicha norma da a entender que todas las consecuencias del procedimiento de jura de cuenta quedan supeditadas a lo que se resuelva en el declarativo posterior, qué razón impide directamente acudir a éste, que ya no tiene por qué ser competencia del mismo órgano jurisdiccional. Lo cual se entiende por el legislador, de ahí la redacción de la citada norma. Concluir que no es posible acudir al juicio monitorio directamente, por idénticas razones, se debería pregonar respecto al declarativo correspondiente, lo cual es inasumible. Permitir que se acuda directamente al declarativo ordinario no es indicador de que se estén alterando las reglas de competencia ni las garantías que todo proceso ha de conllevar, al contrario, se están aumentando. Así lo comprende el legislador, que establece medios rápidos y eficaces para favorecer al acreedor, evitando que necesariamente se tenga que acudir a un proceso largo y costoso, pero no impide que éste pueda acudir al declarativo correspondiente donde, con plenas garantías para ambas partes, se dilucidará definitivamente la reclamación. Por todo ello, no existe óbice a que como paso previo o antecedente del declarativo correspondiente, como medio para evitarlo, se acuda al juicio monitorio.»



En esa línea, con ocasión de créditos generados como consecuencia de la realización de un acto de conciliación, el AAP Barcelona, Sección 1.ª, de 28 de febrero de 2007, Ponente: Portella Lluch, María Dolores, señala que:

«... la factura acompañada por el actor con su escrito de demanda de juicio monitorio es un documento de los que habitualmente documentan los créditos y deudas en relaciones de la clase que aparece existente entre acreedor y deudor, como a tal efecto previene el art. 812 de la LEC, por lo que no se aprecia obstáculo para la prosecución del indicado juicio especial, sin que el más específico de la jura de cuentas integre un trámite obligatorio sino, en todo caso, como un privilegio al que el abogado puede voluntariamente renunciar.»
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